Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 1


LIBRO PRIMERO

DEL AMPARO EN GENERAL

TITULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

Capítulo I

Disposiciones fundamentales

Artículo 1o.  El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite:

I.  Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II.  Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados;

III.  Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal.

PROPUESTAS

3 Inclusión en Ley de Postulados Básicos.

Para contrarrestar la insensible actitud de los juzgadores de amparo resulta indispensable plasmar en el primer numeral de la Ley de la Materia, como parte de la reforma que se llevaría a cabo, que el juicio regulado por la misma está instituido primordialmente para la protección de las garantías individuales, finalidad para la cual los juzgadores deberán allanar el procedimiento, aplicando todas las reglas y principios que conduzcan a la prevalencia de la Constitución Política Federal en beneficio del quejoso, al cual deberán asistirle las presunciones de buena fe y veracidad en cuanto a los planteamientos que haga valer en sus promociones.

Vaciados en el cuerpo legal tales postulados elementales se aligeraría increíblemente la problemática que ahora caracteriza desafortunadamente al juicio de garantías, pues los juzgadores estarían obligados a visualizar de otra manera su importante función, dándole vitalidad y una justificación acorde con las corrientes político-jurídicas de actualidad, según lo comentado anteriormente.

Los embrollos interpretativos y jurisprudenciales que han venido estructurando con enfoques distorsionados, automáticamente quedarían sin efecto de adoptarse esta recomendación, lo cual es muy deseable sobre todo porque el grueso de la población, para la que en estos momentos resulta inaccesible la defensa de sus garantías por la vía del juicio de amparo, contaría de nueva cuenta con esa interesante oportunidad, enraizada en su cultura y tradición. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, páginas 104 y 105)
Esta se refiere a lo que he llamado el amparo social. Creo que la mejor manera de exponer esta proposición es vaciando en este comunicado lo expresado en la División de Estudios de Posgrado, de la Facultad de Derecho de la UNAM, en abril de 1993, que a continuación transcribo:

El amparo mexicano –y el universal-, nace en nuestro país y en nuestras leyes constitucionales, a mediados del siglo pasado, en plena efervescencia liberal. Y liberal-individualista.

Por ello advierte que en las primeras regulaciones se traslucía un individualismo a outrance.  Todavía en nuestra actual Constitución Social, el Capítulo I del Título Primero, contiene el rubro de Garantías Individuales, y aún persiste en la parte final del artículo 15 una mención a las “garantías y derechos establecidos por esta Constitución para el hombre y el ciudadano.”

Ejemplo característico de esa posición liberal de carácter individualista, es la famosa polémica que en el siglo pasado tuvo su asiento en le propia Suprema Corte de Justicia, respecto a si las garantías que se reconocen a los individuos deberían también extenderse a las llamadas personas morales o jurídicas.  Con vehemencia se proclamaba por algunos que ello era contrario al concepto de garantías o derechos humanos, no previstos así por los creadores del amparo.  Ingenuamente se alegaba que una persona moral no podía ser aprehendida, sujeta a malos tratos físicos, deportada, desterrada, o sometida a procedimientos físicos similares.  Por lo tanto, se alegaba, los derechos son humanos, del hombre, y no de un grupo constituido para un fin lícito concreto, en que varios individuos colaboraban con capital, con trabajo, o con otro tipo de aportaciones.

Resultó finalmente claro que si bien ciertas garantías no podían atribuirse a personas morales o de abstracta estructura jurídica, sí aparecían otras que tenían totalmente vivencia, como el derecho de propiedad, el de legalidad, de audiencia, de defensa, de voto en asambleas, de tanto, de beneficios fiscales, y otras similares, que podrían ser conculcadas inconstitucionalmente por una autoridad pública, reclamable mediante la acción de amparo.

Así se resuelve jurisprudencialmente, y en nuestra Ley de Amparo actual aparece un artículo 8º. Que dispone: “Las personas morales privadas podrán pedir amparo por medio de sus legítimos representantes”.

Inclusive se ha ida más allá, en este singular reconocimiento, que primeramente se logra por criterio jurisprudencial y más tarde por adición legislativa.  Y ahora, el artículo 9º. Ordena: “Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclamen afecte los intereses patrimoniales de aquéllas”.

Se observa que todo este proceso de avance se asienta a dos conceptos fundamentales: la existencia real de colectividades, incipientes o fuera de dimensión abarcable, que son capaces de tener derechos e intereses que proteger, y que dentro de la teoría básica del derecho de amparo pueden ser lesionadas o simplemente molestadas por actos de autoridades, en lucha desigual que pretende equilibrar la institución del amparo.

El segundo concepto se refiere a la presentación formal, o a la de facto, que permiten una defensa eficaz, fuera de formalismos civilistas sobre el mandato o la gestión de negocios.

Dentro de los intereses comunes a defender habría que establecer que cuando en un amparo varias personas se encuentran en la necesidad de accionar dentro de él, lo pueden hacer en conjunto.  El artículo 20 de la Ley de Amparo indica que cuando en un juicio de amparo la demanda se interponga por dos o más personas, deberán designar un representante común que elegirán de entre ellas mismas.

Habrá que recordar aquí que, en los términos de la fracción II del artículo 57 de la Ley, se puede decretar la acumulación de juicios de amparo que se encuentren en tramitación, cuando se trate de juicios promovidos contra las mismas autoridades, por el mismo acto reclamado, “siendo diversos lo quejosos”, ya sea que éstos hayan intervenido en el negocio o controversia que motivó el amparo o que sean extraños a los mismos.

Ya he mencionado lo dispuesto por los artículos 8º. y 9º. de la Ley, respecto a la legitimidad de las quejas de las personas morales, privadas y oficiales.

En el Libro Segundo de la Ley de Amparo, de relativa nueva creación, se prevén intereses colectivos de ejidatarios y comuneros, ya no en lo individual, sino como miembros de comunidades de esas características.

Por otra parte, la Ley de Amparo tiene un sistema muy particular de representación y legitimación, que en ocasiones se dispara totalmente del mandato del derecho privado.  Empecemos por puntualizar que en su artículo 4º. se establece que el amparo sólo puede promoverse por la parte perjudicada con el acto de autoridad, aceptándose sin embargo la representación tradicional, pero adicionándose en materia penal al defensor en la causa o proceso penal respectivo, y otros que la propia ley indica.  Distingue además este artículo entre promover la acción y “seguirla”, es decir activar la substanciación.  A este último respecto el artículo 17 acepta que cualquier persona (inclusive un menor de edad), puede promover un amparo a nombre de un imposibilitado para hacerlo, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional. Y será menester recordar que el menor de edad comprende desde el nacimiento hasta antes de cumplir 18 años.

Agrega sin embargo el artículo 17, que el juez de Distrito que conozca de la demanda, debe dictar las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, quien puede ratificar o no la demanda, para que se resuelva si se tramita el juicio.  Aquí parece contemplarse simplemente una gestoría oficiosa –para casos especiales-, que sólo prospera si el interesado incorpora en su beneficio la acción intentada a su nombre sin mayor originalidad en el planteamiento de este tipo de representación en amparo.

Sobresaliente y especial resulta sin embargo el artículo 6º. de la Ley que permite que el menor de edad pueda pedir amparo sin necesidad de la intervención de su legítimo representante, cuando éste se encuentre ausente o impedido, aunque se complete la previsión disponiéndose ahí mismo que al aceptar la demanda el juez le nombrará un representante especial que intervenga en el juicio.  Pero si el menor de edad ya hubiere cumplid 14 años, él mismo podrá nombrar su representante en el escrito de demanda.  Aquí ya aparece una originalidad en el amparo, estableciendo una capacitación y legitimación de menores de edad debajo de la capacidad política y civil.  Se comprende así que el derecho de amparo toma sus propios lineamientos, y llena sus concretas necesidades, sin temor a establecer derroteros que no son los tradicionales.  Lo hizo desde el siglo pasado cuando determinó que la mujer casada podía interponer inicio de amparo sin necesidad del consentimiento de su marido, que si bien por obsolencia ya no existe en nuestra legislación vigente en materia de amparo –por derogación del artículo 7º.-, en su tiempo representó un avance inusitado.

Poco favor hace a la institución del amparo el artículo 10 de la Ley, que si bien afortunadamente permite la interposición del amparo al ofendido por un delito, sólo lo autoriza para actos derivados de un incidente –totalmente inexistente a la fecha-, de reparación del daño o de responsabilidad de terceros civilmente obligados a reparar dicho daño.  De este defecto no se libera la disposición ni con el hecho de permitir igualmente la acción por actos en el proceso, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o ala responsabilidad civil.

Dos menciones más hay que destacar respecto a la representación en amparo.  Lo dispuesto por el artículo 27, que rompe totalmente con los formalismos de la representación de los agraviados y los terceros perjudicados, al autorizar una amplia representación de la persona o personas que el quejoso señale en su demanda incluyendo la interposición de recursos, y otras actuaciones destacadas; pero bajo una restricción implementada recientemente de que los designados no podrán sustituir o delegar, a su vez, dichas facultades en un tercero.

La segunda establecida en el artículo 19, contiene la prohibición a las autoridades responsables de poder ser representadas en el juicio, salvo el Presidente de la República.  Pero pueden acreditar delegados que concurran a las audiencias para rendir pruebas, alegar u hacer promociones, lo cual evidentemente es una singularidad destacable, ya que de hecho son actos de representación de una autoridad que normativamente no puede ser representada.  Habría que reflexionar con mayor hondura en este galimatías del amparo.

No es éste el momento para hablar del amparo agrario, que tiene una característica muy destacable en materia de representación, pero me dará pie para la fundamentación de mi proposición para que se reconozca al amparo social, tema sobre el cual regresaré en su momento.  Me limito en este desarrollo a recordar que en los términos del artículo 213 de la Ley, los comisariados ejidales o de bienes comunales, y condicionadamente los miembros el comisariado o del Consejo de la Vigilancia, tienen la representación legal para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población.  Hasta aquí estamos en una fórmula totalmente conocida de representación legislada, distinta a la otorgada por mandato expreso, o por estipulación estatutaria, ya que se indica la representación en la Ley de Amparo misma.  Lo dispuesto en la fracción II de ese artículo 213, es respecto a una representación sustituta para el caso de que los representantes no lo hagan en un plazo determinado, lo que me reservo para comentar más adelante.

El camino para el planteamiento de un amparo social, sin embargo, exige una nueva desviación.

Nuestra Constitución de 1917, ha sido bautizada como una Constitución Social.  Y esto por contraste a la de 1857, a la que se le ha llamado Constitución Liberal.  Ambos calificativos deben ser considerados totalmente apropiados, ya que dichos documentos se elaboraron por Asambleas que representaban tendencia políticas, económicas y sociales propias de su época.  El liberalismo económico, que da origen a esa ideología, pronto se transforma en liberalismo social, en liberalismo político, y finalmente desembarca en un liberalismo jurídico.  Muchas características contiene esta posición ideológica, pero para los fines de esta exposición habrá que resaltar únicamente una de ellas: su individualismo sobre todo respecto del Estado –cuya excesiva intervención se rechaza-, y que se traduce en la conocida y citada frase que significa su tendencia principal: “laissez faire, laissez paser; tout va bien de lui meme”.  Es decir: que el Estado no debe intervenir excesivamente; para que así permita que el individuo haga y actúe libremente; todo irá bien bajo esa política respetuosa de la individualidad.

De esa pasividad consistente en el reconocimiento de un Estado policía y contemplador, se traslada uno a una situación de inconformidad de los mexicanos, que se sublevan contra la dictadura, pero igualmente contra la incorrecta distribución de la riqueza –en unas pocas manos elitistas-, pero sobre todo de la falta de oportunidades para acceder a una mejor y más justo estado social.  Para ilustrar mejor este nuevo estado de cosas, recordemos el texto del actual primer párrafo del artículo 25 constitucional: “Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral, que fortalezca la soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, -posición social-.

Este nuevo espíritu creado, sangrientamente, a principios de este siglo que agoniza, respecto de la temática del Derecho de Amparo, llevó a muchos a afirmar que, puesto que la proclividad social sustituyó el viejo liberalismo, no deberíamos hablar más de garantías “individuales”, sustituidas a la fecha por las garantías “sociales”.

Nada más falso que ello. Y antes nada una nueva digresión. Malamente a los derechos fundamentales mencionados constitucionalmente, se les designa como “garantías”.  Desde el siglo pasado ha quedado clarificado que los 29 primeros artículos constitucionales contienen derechos y que su garantía de respeto y ajuste es el juicio de amparo.  Pero también sabemos que una palabra incorrecta que resulta aceptada por indicativa no debe ser abandonada o sustituida para dar lugar a nuevas confusiones.

Lo que sí resulta cierto es que en la Constitución nuestra se establecen deben individuales tradicionales, y derechos sociales al propio tiempo.  En éstos últimos, México es pionero y paradigma.  La de 1917 es realmente la primera Constitución Social en nuestro concierto universal.  Los derechos sociales abundan en nuestro Texto Fundamental, pero son de destacarse los derechos de campesinos –distintos a los de propiedad privada, de propiedad pública y de propiedad social-, señalados en el artículo 27; y los derechos de los trabajadores, en los derechos sociales no son únicamente de clases sociales, sino que los hay inclusive de aquellos que pertenecen a toda la sociedad –sin precisamientos concretos-, y que son conocidos como derechos difusos, porque permean a toda la sociedad.

Pero es una realidad que el respeto a esos derechos sociales –genialmente reconocidos en la Constitución actual-, no están garantizados bajo una modalidad procesal de amparo, de las mismas características sociales.

Ejemplifico: Si una ley o acto de autoridad daña o pone en peligro a la clase obrera, o a la campesina, o a todos los habitantes del país – u en esto la principal referencia es fiscal-, nadie puede en lo individual reclamar la nulidad de a ley o acto que daña colectivamente, y que debe beneficiar a todos.  Cada uno de los afectados tendrá que interponer su demanda de amparo, y reclamar para él esa nulidad.  Dice la fracción I del artículo 107 constitucional que el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada; pero una clase social la sociedad en general no están reconocidas como partes agraviadas; y la jurisprudencia indica que el agravio indirecto no da derecho al que lo sufre para recurrir al juicio de amparo. 

Buena causa del enorme rezago del Poder Judicial de la Federación, en materia de amparo, se debe a la falta de esta previsión, constitucional y reglamentaria, para poder así primero legitimar activamente a los miembros de un cuerpo social, o de la sociedad entera, y no únicamente al promovente.

O sea: que hay derechos individuales reconocidos, y derechos sociales igualmente estipulados.  Pero no hay más que una acción procesal individual, y no una acción social de amparo. Para ser más claro: los derechos sociales solamente se pueden impugnar mediante una primitiva y fatigosa acción individual de amparo.  Hay garantías individuales, pero no hay garantías sociales.

Nuestro artículo 28 constitucional, contiene garantías: que no se permitan monopolios o prácticas monopólicas; prohibición de concentraciones o acaparamientos de artículos de consumo necesario; la incorrecta e ilegal alza de precios; el impedir la libre concurrencia o la competencia para obligar a los consumidores a pagar precios exagerados, y otras previsiones más. 

Es un excelente artículo: justo y humano.  Además constituye una garantía constitucional, reclamable mediante la acción de amparo, cuando no se cumple con sus enérgicos mandatos.  Me gustaría saber cómo podemos interponer queja en amparo en estos casos.  Si yo observo un acaparamiento de artículos de consumo necesario, o un abusivo manejo de precios, y bajo nuestro actual sistema de amparo presento una demanda –obviamente no contra el acaparador, ocultador o manejador de precios, sino contra la autoridad que lo permite-, por la violación de esos derechos garantizados por el artículo 28 constitucional, fatalmente se decretará el desechamiento de la demanda, o en el mejor de los casos ele sobreseimiento en el juicio, pues no hay previsión para substanciar este tipo de planteamientos.  En pocas palabras: no hay acción social de amparo.

Pero sí hay un estimabilísimo esbozo de él afortunadamente. El mencionado artículo 213, de la Ley de Amparo, en su fracción II, dispone que si los comisarios ejidales o de bienes comunales no interponen demanda dentro de los 15 días de la notificación de un acto que afecte el núcleo poblacional, cualquier miembro del comisariado o del Consejo de Vigilancia, o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población perjudicado, podrá interponer la demanda de amparo.  Habrá que fijar bien el concepto.  No se trata de que cualquier miembro de la directiva o del núcleo interponga la acción para impugnar un acto que afectando al núcleo también lo lesione a él.  No, el legitimado por ser miembro del cuerpo afectado, intenta una resolución final que beneficia al ejido o a la población comunal en su totalidad.  Es decir, que estamos en el probable inicio de una acción social de amparo, aunque se le condicione en nuestra actual Ley a la indiferencia o a la negligencia de los legítimos representantes de esos núcleos.

Al examinar Mauro Cappelletti las class actions de los norteamericanos, y las acciones sociales en Italia, nos plantea igualmente los “retos” –como él los denomina-, de este nuevo e inusitado sistema de acción procesal que, interpuesto por una persona, beneficia a una colectividad, entre los cuales podríamos mencionar:

Forma de acumular y de substanciar las demandas planteadas por diversos miembros legalmente legitimados para accionar;

Forma de notificar las resoluciones en los juicios, de manera que dicho procedimiento cause perjuicios a todos los miembros del grupo, la clase, o la colectividad en general.

El principal: efectos de las sentencias que se dicten.  El propio Cappelletti apunta una sugerencia: si la sentencia es favorable, beneficiará al cuerpo colectivo, y a sus miembros en lo individual.  Si la sentencia es desfavorable, tan solo afectará al que litigó, y no al resto de los miembros que jamás intervinieron, aunque siempre estuvo actuando en beneficio de todos.

Sinceramente creo que el pueblo que logró dar vida y cuerpo al juicio de amparo, está perfectamente capacitado para que, por conducto de sus mejores juristas, está perfectamente capacitado para que, por conducto de sus mejores juristas, afronte y resuelva los retos anunciados por Cappelletti, y por los nuevos que no dudo tendremos que afrontar.

También esta proposición requería, de aceptarse, una reforma constitucional previa.

Pero necesitamos dar vida al indispensable amparo social (Juventino V. Castro y Castro, Tomo I, páginas 154 a 166).

Se propone nuevo texto derogatorio del tenor siguiente:

Artículo 1º.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda contienda judicial o controversia en general, que se suscite por leyes o actos de las autoridades de los Poderes de la Unión, que violen o en alguna forma restrinjan las garantías individuales; el fin último de su procedencia es restituir al agraviado en el pleno goce y disfrute de la garantía violada.

Sin distinción de nacionalidad, cualquier individuo, por el sólo hecho de encontrarse en territorio nacional, puede ejercitar la acción de amparo.

MOTIVACIONES:

En honor a la naturaleza intrínseca y depuración del juicio de garantías, procede la derogación que se propone, por los antecedentes y consideraciones que a continuación se exponen:

Cuando en el siglo pasado se empezaron a gestar nuestras instituciones jurídicas y políticas y de entre ellas el juicio de amparo, la impropiamente denominada República Democrática Mexicana, solamente existía en la teoría y en el pensamiento de los mexicanos que luchaban por el establecimiento definitivo de un país institucionalmente republicano y demócrata acorde con las más avanzadas ideologías de los tiempos que corrían. Por esa lucha, México venía arrastrando un historial saturado de eventos por demás caóticos y aún vergonzantes; recordemos: gobiernos centralistas y despóticos, asonadas, motines y conspiraciones, saqueo del Parián, desconocimiento absoluto de la división de poderes, absolutismo clerical y político, amago constante de las libertades públicas y a los derechos del hombre, invasión del 47 y Tratados de Guadalupe-Hidalgo, intolerancia y fueros, desconocimiento de la Constitución del 57 y consiguiente golpe de Estado de Comonfort, conservadores, liberales, polkos y estúpidos caprichos de Su Alteza Serenísima. ¿Qué se podía esperar de un país víctima de invasiones y que ni siquiera estaba integrado social y políticamente, ni siquiera geográficamente?. La defectuosa división política y territorial de la naciente República Federal conformada a base de villas, cuarteles y cantones y principalmente inmensos latifundios, no permitía el establecimiento y desarrollo de una auténtica y real Federación. Las invasiones internas estaban a la orden del día y las que se llamaban entidades estatales, se sentían lesionadas en su “soberanía”. En fin, destrucción de la República y establecimiento de un Imperio. Mayores desgracias y calamidades no se podían tener.

Para efectos de nuestro tema, quizás extrañe la anterior profusión de citas de nuestra Historia. A ese respecto, es del todo conveniente recordar que el nacimiento y desarrollo de nuestro juicio de amparo van unidos a nuestra Historia Patria. La Historia es narración veraz de hechos; y los hechos, los que tienen relevancia social o política, generan el Derecho. Tal aconteció con las fracciones II y III del artículo 103 Constitucional, fracciones a las cuales impropiamente se les ha querido dar sentido pragmático a través del juicio de garantías individuales “apoyándose” quienes así piensan, en las calamidades de nuestra Historia, que han quedado lacónicamente mencionadas. Con ello queremos dar a entender, que al través de las citadas fracciones, trata de utilizarse al juicio de amparo cual si fuera panacea para todos los males de la Federación y las entidades que la integran Todavía, como si aún viviéramos la historia vergonzosa, desintegradora y sombría de los cuartelazos y las invasiones de soberanías del siglo XIX, las entidades federativas hacen valer a favor de su régimen interno la leyenda que reza: “Estado Libre y Soberano de…” Se pensó, entonces, que en todo ello habría de desempeñar su función defensora de soberanías el juicio de garantías.

Ahora, digámoslo de una vez, los tiempos han cambiado; existe una bien definida geografía política de la República. Las asonadas, los golpes de estado, los polkos y el clericalismo latifundista de manos muertas son recuerdos del pasado. Y no obstante nuestro drama histórico, Vallarta, Otero, Rejón y todos aquéllos prohombres del 57 que lucharon con la voluntad y el pensamiento para formar la República sobre los cimientos de la democracia, nos legaron la gran institución jurídica timbre de orgullo de la mexicanidad.

Pero, señores Ministros, entendamos la verdadera naturaleza intrínseca y los alcances jurídicos y sociales de nuestro juicio de amparo.

Está vigente y brilla con luz propia la fórmula Otero:

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

Este es el gran postulado. Casi nos atreveríamos a decir que es alfa y omega de la verdadera y esencial naturaleza del juicio de garantías. De ahí, no hay más que dar un paso: una cosa son la Federación y los Estados que la integran, con sus respectivos poderes y soberanías, y otra muy, pero muy distinta, es el individuo, persona física titular de garantías individuales las cuales inherentemente le pertenecen desde su gestación en el seno materno. Esta distinción nos recuerda la ley de los contrarios de que nos habla Aristóteles: una cosa es lo frío y otra muy distinta es el fuego, ambos se contraponen por su propia naturaleza. Así, el individuo es la persona humana y no se le puede medir con el mismo rasero con el que se mide a la Federación y a los Estados, cada uno tiene sus propios atributos. Pero, a mayor abundamiento, nótese que las fracciones II y III del Artículo 103 Constitucional, son iguales en su texto a las fracciones II y III del artículo 1º de la Ley de Amparo. La cuestión a discutir en relación con las garantías individuales es que las tales fracciones se refieren a invasión o ataques a soberanías entre entidades de Derecho Político que nada, absolutamente nada, tienen que ver con las garantías individuales. En el último de los casos, las susodichas fracciones no son más que pirotecnia parlamentaria de unos debates que pertenecen a un México del ayer revolucionario. Pero, los que se dicen entendidos en la materia, afirman, no sin cierta presunción de ánimo, que se trata de la gran técnica jurídica y los grandes alcances constitucionales que tiene el juicio de garantías. Y aún se dice que “lo hecho, hecho está”.

Las garantías individuales que de suyo le pertenecen y son inherentes a la persona humana, en resumidas cuentas no son más que los Derechos del Hombre, emanados jurídica y filosóficamente de la Revolución Francesa, como es bien sabido. Y ello es así, porque no podemos desconocer, que nuestros jurisconsultos de tinte liberal del siglo pasado, recibieron la influencia de la Declaración de los Derechos del Hombre y se inspiraron en las doctrinas de Voltaire, Montesquieu, Rousseau, Diderot, Holbach y otros. Estos pensadores franceses, sabemos, pugnaron en forma pertinaz por el reconocimiento y defensa de los derechos innatos y privativos de la persona humana para liberarla de los abusos y desmanes de los déspotas arbitrarios que se creían de origen divino y superiores a sus congéneres. Fue, precisamente, cuando en honor a la individualización política y social del hombre, se le dio a este, por vez primera, la calidad de Ciudadano.
A ese respecto, en pocas palabras diremos que nuestro juicio de amparo representa en la realidad política y social del país, la culminación del pueblo mexicano por alcanzar sus más caros anhelos libertarios, en sus justas demandas.

En este orden de ideas, Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, destruyendo dogmas y prejuicios de la época y en concordancia con el pensamiento de Otero, siendo Diputado por el Distrito Federal en 1847, se propuso implantar para la Nación entera, el logro obtenido en su proyecto de 1840 mediante el Programa de la Mayoría de los Diputados del Distrito Federal. El amparo es aquí concebido únicamente para la sola protección de las garantías individuales. Y es aquí, también, cuando por primera vez Rejón usa la palabra AMPARO.

Como idea toral, decimos: La soberanía de los Estados y la “esfera de la autoridad federal” carecen de función o papel algunos en el ámbito propio y exclusivamente reservado a las garantías individuales. Afirmar lo contrario, significa inficionar todo un sistema jurídico, dándole al juicio de amparo una función extensiva que de ninguna manera corresponde a los postulados jurídicos y sociales que constituyen la esencia misma de dicho juicio. No está por demás recordar que, durante los debates del Constituyente del 17, se llegó a sostener, como tesis, que “el juicio de amparo es contrario a la soberanía judicial de los Estados, en tanto que rige a los tribunales federales que son los únicos competentes para conocer de él y resolverlo”. Más todavía, al inaugurarse los trabajos del mencionado Constituyente, el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, pronunció un mensaje en una de cuyas partes conducentes dice: “El recurso de amparo, establecido con un alto fin social, PRONTO SE DESNATURALIZO, hasta quedar, primero, convertido en arma política; y, después en medio apropiado para acabar con la soberanía de los Estados”. Y no deja de ser interesante que Ignacio Ramírez, nuestro inmortal “Nigromante”, al referirse precisamente al juicio de amparo, en pleno discurso parlamentario, expresara con toda vehemencia, que el único remedio para lograr el mantenimiento del orden constitucional no es otro que la opinión pública.

Corolario del anterior orden de ideas, decimos sencillamente que, sostener la vigencia de las disposiciones cuya derogación se propone, es adoptar posturas añejas y dogmáticas que producen retroceso, ignorancia y desorientación.

Ya no estamos en los tiempos tormentosos del pasado. Vivimos la era de las democracias y la experiencia nos va enseñando que los ya muy escasos conflictos entre soberanías de Federación y Estados se dan muy esporádicamente se resuelven mediante procedimientos político-administrativos en los que la buena voluntad y el respeto mutuo desempeñan la gran función. Y es así como deben resolverse los tales conflictos, olvidándonos de considerar a la Nación, a los Estados y a los Municipios como personas morales titulares de garantías individuales, todo por obra y gracia de la absurda y aún risible Teoría de la Ficción, que las considera como seres vivientes con pies, cabeza y corazón.

Los señores Ministros, mejor que nadie, saben que el juicio de amparo ha sido víctima de abusos y del espíritu demagógico. Pero también saben que son importantes los mecanismos jurídicos tendientes a perfeccionar las técnicas que de suyo, por su propia y especial fisonomía, le corresponden al expresado juicio, hoy por hoy, el mejor medio de defensa con que cuenta legalmente la ciudadanía.

Por otra parte, se acepta como verdad verdadera acorde con las realidades de su momento, que tanto Otero como Rejón, recibieron también la inspiración del derecho angloamericano al través del Habeas Corpus. Esta institución jurídica es, precisamente un medio de defensa de los derechos del hombre: la vida y la libertad; pero no la confundieron jamás como recurso o medio de defensa de soberanías federativas o estatales. Han pasado muchos años y el Habeas Corpus conserva su pureza.

Pues bien, el pensamiento de aquéllos franceses que generaron la Declaración de los Derechos del Hombre, el Habeas Corpus angloamericano, los hechos sucedáneos de nuestra historia y el pensamiento nacionalista y republicano de nuestros juristas, todo ello amalgamado a nuestra idiosincrasia, dieron al amparo su peculiar estructura como medio de defensa de las garantías individuales.

Derechos del individuo o garantías individuales de corte mexicanista, han llegado hasta la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, proclamada por la Asamblea de las Naciones Unidas, el 10 de diciembre de 1948, cuyos textos nos informan:

“8.- Toda persona tiene un recurso ante los tribunales nacionales competentes, que la AMPARE contra actos que violen sus derechos fundamentales, reconocidos por la Constitución o por la ley.

10.- Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia, por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal”.

Creemos que salen sobrando comentarios. Mayor concordancia de los preceptos transcritos con nuestro juicio de amparo y nuestras garantías individuales, no puede haber.

El destacado jurisconsulto Paulino Machorro Narváez, miembro de la Comisión Constituyente del 17, que presentó el dictamen sobre la materia que nos ocupa, en abierto debate rubricaba su exposición con las siguientes palabras: “Lo que habría que discutir todavía sería si las entidades políticas, si un Estado, o los Estados o la Federación, podrían tener este recurso de amparo, pero respecto de los individuos, no, EL INDIVIDUO ESTA DENTRO DEL AMPARO. ¿Qué esto es individualista?. Será, pero así se pensó en 17 y así tenemos que seguir pensando nosotros.”

La consecuencia lógica de la derogación que se propone a consideración, sería la reforma constitucional referente a la solución de conflictos de soberanía.

Además de las reformas constitucionales consecuentes (Artículos 103 y 107 in fine), surgiría la necesidad de derogar las correspondientes a la Ley de Amparo, por  ejemplo:

Artículo 84, fracción I, inciso b).- Se trate de casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional.

Artículo 114, fracción VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1º de esta Ley.

Artículo 116, Fracción VI.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1º de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

Por último, creemos que no estaría, por demás, la sugerencia de que se legislara acerca de una ley específica, relativa a la invasión de soberanías. (Luis Espinosa Romero, Tomo II, páginas 982 a 991)

Enmienda.

Art. 1° Fracción I.- El juicio de Amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite... por leyes, ACTOS U OMISIONES de la autoridad que violen las garantías individuales.

Motivos.

También se violan las garantías individuales por omisiones, destacadamente respecto al derecho de petición. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1134 y 1135)
Texto Propuesto

Artículo 1º.-  El Juicio de Amparo tiene por objeto, guardar y conservar el orden Constitucional resolviendo toda controversia que se suscite:

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad que violen las garantías del Gobernado;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad Federal que Vulneren o restrinjan la Soberanía de los Estados, la Esfera de competencia del Distrito Federal o la Esfera de competencia de la Autoridad Municipal;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad de los Estados, del Distrito Federal, o de los Municipios que invadan la Esfera de competencia de la Autoridad Federal;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad del Distrito Federal o Estatales que invadan la Esfera de competencia de la Autoridad Municipal;

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad de los Estados o de los Municipios que invada la Esfera de competencia del Distrito Federal;  y

Por Normatividad Jurídica o Actos de Autoridad del Distrito Federal o de los Municipios que invadan la Esfera de competencia y las Autoridades Estatales.

El motivo de esta propuesta obedece al desarrollo Político, Económico, Social, Poblacional, Administrativo, etc., que ha tenido el País particularmente su célula Político-Administrativa básica como es el Municipio Autónomo las atribuciones, que Constitucionalmente se han conferido al Distrito Federal, y que se traducen al igual que los Municipios en mayor capacidad como antes de gobierno y desde luego autonomía en todos los aspectos de la vida democrática, Jurídica etc. del País, es oportuno mencionar que el municipio no se consideró en la Constitución de 1857 y con relación a los Artículos Constitucionales que trataban de el Juicio de Amparo en la referida Constitución del 57, al igual que la Legislación de Amparo, fueron trasladados a la Constitución de 1917, y por inercia Jurídica en los Artículos 103 y 107 Constitucionales no se hace referencia a las autoridades Municipales y por ende igual omisión acontece en la vigente Ley de Amparo. (Julián Andrade Requena, Tomo II, página 1257 a 1259)

B.- Las consideraciones o motivos que explican mi propuesta son las siguientes:

Estimo que en la actualidad el juicio de amparo, bajo la idea de que es “un juicio del pueblo o para el pueblo” o también llamado “juicio popular”, se ha desnaturalizado, tomando rumbos que se han alejado de su verdadera y única función, que es la tutela de las garantías individuales ante los actos de las autoridades responsables y, por vía de consecuencia, el respeto a la Constitución Federal por parte de dichas autoridades, frente a los particulares.

La referida desnaturalización ha propiciado lo siguiente:

Por una parte, un incremento desmesurado en la promoción de juicios de amparo y, por ende, de Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito, con la consecuente disminución de la calidad por la gran cantidad de los asuntos, lo que incluso ha generado una falsa imagen de lo que el pueblo mexicano espera del juicio de amparo y los órganos encargados de su conocimiento, pues se piensa que es el remedio de todos los males, tales como errores de defensa, de apreciación de pruebas, políticos, económicos, sociales, culturales, etcétera.

Por cada sentencia definitiva o por cada resolución que pone fin al juicio, así como infinidad de actos procesales de cierta trascendencia, se promueve un juicio de amparo; en muchas ocasiones, cuando el litigante es de buena fe, espera con tal juicio de garantías un criterio diverso al sostenido por la autoridad responsable apoyado, principalmente, en la valoración de pruebas, siendo que tal valoración no corresponde a los Juzgadores de Amparo; en otras ocasiones, cuando el litigante es de mala fe, pretende entorpecer o paralizar el juicio de origen.

Opino que, en la actualidad, gran parte de la creación de nuevos órganos (Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados) ha sido consecuencia de que el juicio de garantías es considerado el remedio de cualquier mal de los apuntados.   Actualmente, por cada Sala de los Tribunales de Justicia del fuero común, por cada Junta Local o Federal, por cada Tribunal Administrativo, etcétera, etcétera, se requiere de un Juzgado de Distrito o de un Tribunal Colegiado, pues indebidamente el amparo se ha conceptualizado como un recurso o nueva (segunda o tercera) instancia, perdiendo de vista que el Juicio de Amparo sólo tiene por efecto la tutela al respeto a las garantías individuales.

Como consecuencia de lo anterior, se propicia, de alguna manera, una invasión de soberanías, pues los órganos que conocen del juicio de amparo, desafortunadamente en muchas ocasiones, constituyen, en realidad, una ulterior instancia y dicho juicio se transforma en un recurso, olvidándose que los Estados que integran la República Mexicana deben gozar de autonomía, y  los Tribunales Superiores de Justicia o Supremos Tribunales de las entidades federativas, las Juntas Locales y demás órganos estatales ya no son la máxima autoridad jurídica dentro de dichas demarcaciones políticas, dentro de sus respectivas atribuciones.

En otro aspecto, el peso de la gran responsabilidad en la impartición de justicia lo soportan, prácticamente, sólo los Juzgadores de Amparo, dejando de ser en las más de las veces, una responsabilidad compartida entre tales juzgadores y las autoridades del fuero común, juntas locales o federales, o las autoridades con sede administrativa.

De acuerdo a la naturaleza, origen y teleología del juicio de amparo, éste sólo tiene como objetivo determinar si el acto de autoridad es o no violatorio de garantías; sin embargo, este objetivo frecuentemente se pierde bajo el pretexto de “pretender hacer justicia” en todos aquellos casos en que el sentido de la resolución de los asuntos depende del valor de las pruebas ofrecidas y de la convicción que ellas crean.

El juicio de amparo, no constituye una ulterior instancia o recurso, en la que se reasuma jurisdicción; por el contrario, constituye un juicio extraordinario y autónomo cuyo fin único es tutelar el respeto a la Constitución Federal por parte de las autoridades responsables.

Así las cosas, a los juzgadores de amparo no les corresponde examinar, nuevamente las pruebas ofrecidas en los procedimientos, juicios o procesos de donde emanan los actos reclamados (sin embargo, en la actualidad frecuentemente sucede lo contrario); tal facultad corresponde, en exclusiva, a las autoridades responsables.  De ahí que las partes, al ofrecer los elementos de convicción que estiman pertinentes, lo hacen pensando en convencer al juzgador o autoridad de origen (a quo o ad quem), más no al de amparo, pues aquél sí goza de facultades expresas otorgadas por la legislación relativa para conceder el valor probatorio que corresponda.

Por ende, al juzgador de amparo, se insiste, no corresponde valorar pruebas ofrecidas ante la responsable (lo que desafortunadamente ocurre con frecuencia), sino que sólo le corresponde determinar si existe o no violación de garantías; tal violación, en relación a la valoración de pruebas (que desde luego debe corresponder a la responsable), sólo se dará cuando sea contraria a alguna disposición legal, a las constancias de autos o a la lógica y raciocinio.

Las anteriores ideas se patentizan si se examina, el siguiente ejemplo: como es bien sabido, al emitirse un auto de formal prisión, el procesado está en aptitud de interponer recurso de apelación, o bien, promover amparo indirecto.

En el caso de que escoja la primera opción, el Tribunal de apelación está en aptitud de examinar nuevamente las pruebas y proceder a su valoración, la que puede o no coincidir con la del a quo, esto en virtud de que reasume jurisdicción.

Sin embargo, si se opta por la vía de amparo, el Juez de Distrito no podría otorgar valor a las pruebas que integran el proceso (valoración directa), pues, ni la ley común, ni algún otro ordenamiento legal le permiten actuar de tal forma (y no obstante ello, en muchas ocasiones sí existe una nueva valoración de pruebas); su actuación se debe limitar a determinar si en el auto de término constitucional existió o no violación a garantías individuales.

Es por lo anterior que se ha afirmado que corresponde valorar las pruebas a las autoridades del orden común, y no a los tribunales de amparo; se reitera, los elementos de convicción se ofrecen para convencer a la autoridad responsable; estimar lo contrario, es decir, que el Juzgador de Amparo deba analizar directamente las pruebas o constancias del juicio de origen, implicaría la desnaturalización del juicio de amparo (lo que actualmente está sucediendo), convirtiendo a tales Juzgadores en una segunda o tercera instancia que reasume jurisdicción, lo cual es inconcebible, precisamente, dada la técnica que rige al juicio de amparo, así como su origen y finalidad.

El ejemplo anteriormente citado, evidentemente puede ser trasladado, en lo conducente, a cualquier materia o acto susceptible de análisis constitucional.

Así las cosas, en términos menos técnicos, valdría decir que al Juez de Amparo no corresponde valorar en forma directa las pruebas, sino examinar la valoración que efectuó la responsable, es decir, valorar (constitucionalmente) valoraciones.

De igual forma, debemos tener presente, en todo momento, que los juzgadores de amparo no son vigilantes o policías de todo el actuar de las autoridades responsables; si el legislador ordinario creó la segunda instancia, mediante la instauración de los recursos correspondientes, fue con la finalidad de que el tribunal de alzada vigilara la actuación jurisdiccional de los juzgadores de primer grado (v.gr. asuntos penales y civiles); en otros casos, el propio legislador ordinario quiso evitar una segunda o ulterior instancia, creando, como en los asuntos laborales, juicios uniinstanciales, otorgando a las Juntas de Conciliación y Arbitraje la facultad de resolver en conciencia, verdad sabida y buena fe guardada.

Si las autoridades responsables, resuelven “injustamente” un asunto sometido a su jurisdicción será siempre bajo su absoluta responsabilidad y, en su caso, de su deficiente o inacertada designación, o bien, de los problemas de corrupción que todos conocemos, o de la indebida o errónea defensa o patrocinio.

El juicio de amparo como ya se dijo, no tiene como finalidad resolver “con justicia” los asuntos sometidos a la jurisdicción de las autoridades responsables, sino que, como se ha afirmado, solo tiene como objetivo determinar si hubo o no violación de garantías.

Por ende, es factible afirmar que es posible que un asunto se resuelva injustamente, pero sin violar las garantías; la responsabilidad de la injusticia corresponde a las autoridades responsables, mientras que la tutela por el respeto a las garantías individuales, corresponde a los Tribunales de Amparo.

Estimo conveniente indicar que parte de las ideas anteriormente expresadas, no son nuevas, por el contrario, desde la quinta época se han expuesto, tan es así, que sustentaron los criterios que a continuación se citan:

Tesis emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicadas en las páginas 33 y 2459, de los Tomos CVI y CIX, Quinta Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, que respectivamente rezan:

“ARBITRIO JUDICIAL.  Si la autoridad responsable, al aplicar el arbitrio judicial que le concede la ley, no violó las normas que tutelan a la prueba, ni las reglas de la lógica, por este concepto debe concluirse que no es violatoria de garantías la sentencia reclamada”.

“ARBITRIO JUICIAL.  Si el fallo reclamado no falta a las reglas de la lógica o a las normas reguladoras de la prueba, y por lo demás, las pruebas a que hace referencia, constan en autos y en términos referidos por las sentencia que se señala como acto reclamado, como son esos los únicos casos en que esta Suprema Corte reconoce que el arbitrio judicial establecido por la ley está limitado y permite un examen constitucional, procede confirmar los razonamientos contenidos en la sentencias condenatoria impugnada, la cual no es violatoria de garantías”.

También estimo de peculiar relevancia hacer notar que la actual integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha retomado el rumbo que de alguna manera se había perdido respecto a la naturaleza, origen y teleología del Juicio de Amparo, pues en la jurisprudencia por contradicción de tesis que se procede a citar, se estableció que corresponde a las Juntas de Conciliación y Arbitraje valorar en conciencia, verdad sabida y buena fe guardada las pruebas ofrecidas por las partes y sólo habrá violación de garantías cuando tal valoración sea contraria a la ley, a las constancias de autos o a la lógica y raciocinio (valoración constitucional de la valoración).  El referido criterio jurisprudencial es el siguiente:

Jurisprudencia número 13/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en las páginas 305 y 306 del Tomo VII, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente al mes de marzo de 1998, que establece:

“LEGITIMACIÓN PASIVA AD CAUSAM EN EL JUICIO LABORAL (PRUEBA DE LA CALIDAD DE PROPIETARIO DE LA EMPRESA DEMANDADA). EL FORMULARIO O SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES SÓLO CONSTITUYE UN INDICIO QUE PUEDE FORMAR CONVICCIÓN AL ADMINICULARSE CON LOS DEMÁS ELEMENTOS O DATOS DE AUTOS.  Si en el juicio laboral en que se demanda "a quien resulte ser propietario" del centro de trabajo, comparece una persona y asume ese carácter y, además, exhibe como prueba de ello el referido formulario o solicitud, debe considerarse que este documento, por sí mismo y aisladamente, sólo constituye un indicio para acreditar la legitimación pasiva ad causam, el cual puede ser corroborado o desvirtuado por los demás elementos o datos que obren en autos. De ahí que los tribunales de amparo, para determinar si la valoración del citado documento es o no violatoria de garantías, deben partir del supuesto de que las Juntas gozan de plena autonomía para valorar las pruebas en conciencia, a verdad sabida y buena fe guardada, sin sujetarse a reglas o formulismos sobre su estimación, pero debiendo expresar los motivos y fundamentos correspondientes; por ende, únicamente puede considerarse contraria a la Constitución la valoración de pruebas que contraríe alguna disposición legal, la que sea contraria a las constancias de autos o la que no sea acorde a la lógica y al raciocinio”.

Por último se estima pertinente resaltar o puntualizar la importancia de determinar la naturaleza, origen y fin del Juicio de Amparo, pues con ello se evitará:

1.- Que las autoridades encargadas de conocer de tal juicio, conviertan a éste en un recurso o una instancia más, sustituyéndose a las autoridades responsables;

2.- Asimismo, se evitaría el crecimiento tan desmesurado del citado juicio constitucional, pues los litigantes en todo tiempo estarán conscientes de que tal juicio en realidad es un medio extraordinario de defensa cuyo único fin será el de proteger o restaurar la violación de garantías individuales; así, todos los conceptos de violación o agravios relativos a la valoración de pruebas serían inoperantes, salvo que dicha valoración sea contraria a la ley, a las constancias de autos o a la lógica en el raciocinio;

3.- De igual forma, habría una debida distribución de responsabilidades en la delicada función de impartición de justicia, pues la fórmula que propongo tendría por efecto que la aplicación de la ley común y la valoración de pruebas al efecto ofrecidas quede bajo la responsabilidad de las autoridades responsables (bajo su conciencia o libre apreciación, según el caso), mientras que a los juzgadores de Amparo corresponderá la tutela de la Constitución Federal por lo que concierne a la protección de las garantías individuales; esto incluso, evitaría una invasión de soberanías.

C.- Por todo lo expuesto, me permito proponer la creación de una nueva fórmula, que incluso podría elevarse a la categoría de principio rector del juicio de garantías, contenido en un nuevo artículo, que en la actual Ley de Amparo sería 1º bis, o 2º, si se reforma o reorganiza toda la ley; la redacción sería la siguiente, claro está, a reserva de ser perfeccionada:

“ARTÍCULO ___.- El Juicio de Amparo tiene como único fin tutelar el respeto a la Constitución Federal mediante la declaración de si los actos de autoridad reclamados violan o no garantías individuales; por lo que dicho juicio no constituye una instancia o recurso, sino un medio extraordinario de defensa cuya finalidad es la apuntada.

Tratándose de valoración de pruebas, sólo se estimará que existe violación de garantías, cuando tal valoración sea contraria a la ley, contraria a las constancias de autos, o contraría la lógica y raciocinio”.

Con todas las consideraciones hasta ahora apuntadas, concluyo la primera de mis propuestas.(Enrique Zayas Roldán, Tomo II, páginas  1307 a 1319)

La Defensa de los Derechos Difusos en el Juicio de Amparo

I.- Planteamiento del problema

Sobre los derechos difusos se ha dicho que son aquellos que corresponden a un número indeterminado de personas que no están agrupadas o asociadas para la defensa de sus intereses comunes, sino que forman conglomerados dispersos, como son los integrados por los consumidores; las víctimas de la contaminación ambiental, los interesados en defender el patrimonio artístico y cultural, quienes se oponen al deterioro de las zonas urbanas y aquellos que pretenden su mejoramiento entre otros.

De ser válido tal concepto, es evidente que a la fecha, difícilmente se puede obtener la tutela de los intereses y derechos difusos en juicios normales, incluyendo desde luego el de amparo, ante la falta de legitimación de quien o quienes intenten aquellos o éste último.

El tópico en cuestión se ha analizado entre otros temas bajo el común denominador del problema del acceso a la justicia, que abarca una amplia gama de temas que van desde el aspecto económico, hasta los que atañen netamente a la función jurisdiccional, en los que lógicamente quedan comprendidos el patrocinio o la defensa de los derechos en juicio, la especialización de los tribunales y la necesidad de reformas judiciales entre otros, lo que constituyen las directrices de la problemática del acceso a la justicia en el país.

Así por ejemplo, el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo de su último informe urgió al Congreso a tomar en cuenta la solicitud de la ampliación al presupuesto del Poder Judicial de la Federación, y compromete a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, para que respondan al nuevo desafió de la sociedad, que clama y urge la reforma radical de la Legislación Procesal que transforme al juicio de amparo en un mecanismo que garantice de manera efectiva el acceso a la justicia
.

Por su parte, Mauro Cappelletti y Bryant Garth bajo el rubro del acceso a la justicia abordan diversos temas que comprenden desde el análisis de los problemas que el gobernado debe enfrentar para tener acceso a la justicia, hasta la necesidad de reformas legales para obtener soluciones posibles, destacando el planteamiento sobre la necesidad de instituciones y procedimientos especiales para la defensa de lo que denominan reclamaciones de importancia social
.

Así, los investigadores que se citan afirman que en las sociedades modernas, se observa que en años recientes se avanza hacia unos derechos más sustantivos a los relativamente débiles, en particular a los consumidores contra los comerciantes, al público contra los que contaminan, a los inquilinos contra los caseros, a empleados contra patrones y sindicatos y a ciudadanos en contra de los gobiernos; para concluir, que en este desafío está el corazón mismo del enfoque del acceso a la justicia.

Por otro lado, recientemente y con motivo de la convocatoria a participar en una reforma a la ley de amparo, el Ministro Juventivo V. Castro y Castro se pronunció por una reforma constitucional y legal para crear la llamada “Acción social de amparo”, que legitime activamente a los miembros de un cuerpo social o de la sociedad entera, en contra de actos de la autoridad que contravengan sus derechos
.

De la misma manera, Luis Cabrera, Doctor en Derecho Ambiental y Director General de Asuntos Históricos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se pronunció por la necesaria modificación de las leyes que permitan a los ciudadanos interponer el juicio de amparo o iniciar acciones judiciales en contra de empresas contaminantes
.

A su vez, Héctor Fix Zamudio y José Ramón Cossío, afirman que los intereses y derechos difusos son objetos de atención en los últimos años debido a las transformaciones legislativas y a las corrientes jurisdiccionales que reconocen la necesidad de tutelar aquellos intereses y los derechos de sectores sociales indeterminados, debido a problemas como la industrialización, el desarrollo tecnológico, la concentración urbana, que afectan de manera considerable a grupos de composición incierta
.

En consecuencia, la necesaria defensa de los intereses difusos es un tema que de varios años atrás viene ocupando la atención de diversos investigadores e incluso de quienes encarnan el Poder Judicial, como es el caso del Ministro Juventino V. Castro y Castro; de tal manera que de sus estudios y propuestas se pueden derivar bases sustentables para la defensa de los intereses y derechos difusos ante los órganos jurisdiccionales y desde luego, aquella defensa debe comprender lo inherente al juicio de amparo.

II.- Algunos antecedentes en diversas legislaciones.

Se afirma que la Carta Constitucional de Brasil de 1988, en su artículo 5º contempla la acción popular que tiene por objeto anular actos y disposiciones que afectan al patrimonio de las entidades publicas.

Se dice además que aquella acción popular se a regulado de manera flexible, de tal manera que su ejercicio permite como correspondiente a tal patrimonio la tutela de los derechos de valor económico, artístico, estético, histórico y turístico; de tal forma que es práctica común ante los Tribunales de aquel país el ejercicio de la acción popular por personas y asociaciones que promueven la protección de los intereses y derechos de grupos indeterminados que se relacionan con el medio ambiente, el desarrollo urbano y el patrimonio artístico y cultural.

Según Héctor Fix Zamudio la Constitución Brasileña de 1988 permite la utilización de una institución que se considera equivalente en varios aspectos al juicio de amparo mexicano, denominada “Mandato de segurança colectivo”, a través de la cual se amplia de manera considerable la legitimación para la tutela de los derechos fundamentales; y sin que llegue a ser una autentica acción popular, puede ser interpuesta por un partido político con representación en el Congreso Nacional o por una Organización Sindical, entidad gremial o asociación legalmente constituida y en funcionamiento, cuando menos durante un año anterior en la defensa de los intereses de sus miembros o asociados
.

En Bolivia , la ley ambiental en su artículo 102 concede acción civil derivada de los daños cometidos contra el medio ambiente, la que puede intentar cualquier persona legalmente calificada como un representante apropiado de los intereses de la colectividad afectada
.

Quizás el intento más serio en pro de la defensa de los derechos difusos se encuentre en el anteproyecto del Código Modelo para América Latina, porque pretende regular cuestiones relativas a la defensa del medio ambiente, de los valores culturales o históricos que perteneces a grupos indeterminados de personas, y se legitima indistintamente para promover el proceso que corresponda al ministerio publico, a cualquier interesado, o bien a las instituciones y asociaciones que a juicio del Tribunal garanticen una adecuada defensa del interés comprometido (artículo 153).

En el proyecto cuya redacción se atribuye a los Uruguayos Adolfo Gelsi Bidart y Enrique Véscovi, se contempla en su artículo 194 los efectos de cosa juzgada en procesos promovidos en representación de los intereses difusos y se pretende que la sentencia que se dicte en tales procesos, tenga eficacia jurídica erga omnes, salvo cuando se trate de sentencia absolutoria por ausencia de pruebas en cuyo caso puede intentarse nuevo juicio por otro legitimado.

A su vez, Alvaro Gil Robles explica que la Constitución Española de 1978 contiene el esfuerzo de una conciencia colectiva que permite a la sociedad española integrarse al seno de los países democráticos; y en lo particular la Constitución en su artículo 54 encomienda al defensor del pueblo la defensa de los derechos fundamentales de los ciudadanos por infracciones a sus derechos o libertades a través del recurso de amparo, independientemente de la facultad que le corresponde para interponer el recurso de habeas corpus ante los órganos jurisdiccionales y de la posibilidad de comparecer ante el Tribunal Constitucional, para impugnar la constitucionalidad de una ley, o bien para interponer un recurso de amparo constitucional en defensa del derecho o libertad individual de un ciudadano
. 

Como puede advertirse en el Continente Americano se cuentan con antecedentes legislativos para una adecuada defensa de los intereses y derechos difusos y en la legitimación de aquella defensa, es evidente que influyen las características propias del país a que pertenece la legislación comentada, sin embargo, como puede advertirse, el derecho positivo español consagra la figura del defensor del pueblo, a quien corresponde la defensa y excitación a varias instancias en pro de la defensa de los derechos del gobernado; experiencias que deben aprovecharse en lo positivo, para incluir instituciones semejantes en la reforma que se pretende a la ley de amparo.

No se puede negar la realidad de que ante la ausencia de una reglamentación especifica, la defensa de los interese y derechos difusos a sido utilizada como bandera por grupos de presión, que lejos de obtener soluciones adecuadas y permanentes, solo han contribuido a generar caos, con la consiguiente mengua del estado de derecho que debe imperar en un régimen democrático como al que corresponde nuestra organización política.

III.- Obstáculos a superar.

Podemos afirmar que en el derecho positivo mexicano y como una medida tendiente a la protección de los intereses y derechos difusos, se cuenta con las disposiciones de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, la que al reglamentar lo relativo al procedimiento de protección y vigilancia contempla la denuncia popular (artículos 189-200).

Sin embargo, el tratamiento que se otorgara a la denuncia popular no garantiza la observancia de los derechos que se pretenden tutelar, atento a que el procedimiento que concluye con aquella, tan solo contiene una recomendación que puede ser o no acatada y se afirma que esta situación irregular fomenta la impunidad en materia del ambiente y tiene serias limitaciones al no permitir la injerencia jurisdiccional.

Habrá que considerar además que ante el actual estado de cosas es difícil la protección de los intereses y derechos difusos cuando de juicio de amparo se trata, pues debe considerarse que los Tribunales de Circuito han sentado criterios como los que a continuación se citan: 

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: III Segunda Parte-2

Tesis: I. 1o. A. J/3

Página:   923

Interés Jurídico En El Juicio De Amparo. No Lo Acredita La Existencia Del Acto Reclamado. Cuando alguna autoridad emite un acto que el gobernado estime violatorio de sus garantías individuales, y lo impugne a través del medio de defensa instituido para atacar tales violaciones, como lo es el juicio de amparo, deberá observar las reglas que para su procedencia establece la ley respectiva. Así tenemos que para acudir al juicio de amparo, es necesario que exista un acto autoritario que, según la apreciación subjetiva del gobernado, sea violatorio de sus derechos fundamentales consagrados en nuestra Constitución Política. Ahora bien, no basta que exista el acto autoritario para que prospere el juicio de garantías, sino que es necesario que el peticionario del amparo acredite que dicho acto afecta su esfera de derechos subjetivos otorgados por la ley. Lo anterior es así ya que, entre otros requisitos de procedencia del juicio de garantías, el artículo 107 constitucional, en su fracción I, reglamentada por el artículo 4o. de la Ley de Amparo, señala que dicho juicio se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que equivale a decir que no basta que el acto autoritario exista, sino que es necesario, para efectos de procedencia del juicio de amparo, que transgreda un derecho subjetivo que le otorgue nuestra Carta Fundamental al quejoso.

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Novena Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: III, Enero de 1996

Tesis: XX. J/14

Página:   148

Interés Jurídico En El Juicio De Amparo. Debe Acreditarse En Forma Fehaciente El.  En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.

Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito.

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: VI Segunda Parte-2

Página:   557

Interés Jurídico. Su Concepto Para Los Efectos Del Juicio De Amparo.  El concepto de perjuicio para que proceda la acción de amparo presupone la existencia de un derecho legítimamente tutelado, que cuando se transgrede por la actuación de la autoridad, faculta a su titular a acudir ante el órgano jurisdiccional demandando el cese de esa violación. Este derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que constituye el interés jurídico que la Ley de Amparo toma en cuenta, para la procedencia del juicio de garantías.

Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito.

Si tomamos en cuenta que en los términos de la legislación aplicable, la jurisprudencia resulta obligatoria para los Tribunales del país, es evidente que con tales criterios se hace nugatoria en juicio de amparo la defensa de los intereses y derechos difusos, pues el concepto de interés jurídico establecido por la jurisprudencia, dificulta la legitimación de quien promueva la defensa de tales derechos.

De ahí que llame la atención la propuesta del Ministro Juventivo V. Castro y Castro sobre la creación de la acción social en torno al juicio de amparo, así como la opinión del Doctor Luis Cabrera sobre la legitimación de los particulares u organizaciones no gubernamentales, en defensa, agregamos nosotros, de los intereses y derechos difusos.

De cualquier forma si el tema en cuestión es un enfoque de la diversa gama de los que componen la problemática del acceso a la justicia, en el proyecto de la nueva ley de amparo habrá que tomar en cuenta la necesidad de introducir en lo que actualmente constituye el capítulo II de la ley que habla de la capacidad y personalidad, la figura a quien corresponda la legitimación para la defensa de los intereses y derechos difusos, tomando los antecedentes que al particular puedan encontrarse en derecho comparado y así podemos establecer las siguientes:

Conclusiones.

Los movimientos sociales, los investigadores y las condiciones actuales del país, claman por la inclusión de la defensa de los intereses y derechos difusos al reformarse la legislación de amparo.

Ante tales reclamos, debe contemplarse en lo que actualmente es el capítulo II de la ley de amparo, la entidad o entidades a quienes corresponda la legitimación para intentar en juicio de amparo la defensa de los derechos de los que nos hemos ocupado, tomando como antecedentes figuras tales como las que existen en la constitución de España y Brasil, o bien en la legislación Colombiana sin pasar por alto el antecedente que en Derecho Patrio constituye la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. (Geminiano Crescencio Martínez, Tomo III, páginas 1537 a 1548)
Se afirma que el juicio de amparo es un procedimiento que sólo protege las garantías individuales de los particulares; sin embargo esta afirmación dogmática no es tan exacta como se piensa, pues en realidad a través de él se protege a todo el orden constitucional y legal mexicano, incluso al extranjero cuando deba aplicarse en el territorio nacional, pues a través de las garantías de audiencia y legalidad todo acto de autoridad deberá estar fundado en una norma constitucional, ya sea de la parte dogmática o de la orgánica o en una norma legal secundaria, llámese tratado, ley, reglamento, sentencia, contrato, declaración unilateral de voluntad, etc, por lo que en este orden de ideas fue más acertada la concepción que sobre este juicio tuvo Don Manuel Cresencio Rejón al elaborar la constitución Yucateca de 1840, pues en sus artículos 53, 63 y 64, estableció que esa controversia procedía en contra de actos del legislativo o del ejecutivo que fueran contrarios a la constitución, en contra de las violaciones al catálogo de derechos previstos en el artículo 62 de dicha norma fundamental, ya sea que la violación la cometiesen los jueces o autoridades distintas a la judicial.

En consecuencia habría que aprovechar esta oportunidad para reconocer lo que ya sucede en la actualidad, que el amparo protege no sólo las garantías individuales sino todo el orden constitucional y legal, por lo que el artículo 103 constitucional y el artículo 1 de la Ley de Amparo, deberían reformarse a través de una fórmula simple en la que se estableciera que el juicio de amparo procede en contra de actos de autoridad que violen la constitución en perjuicio de algún particular.

De esta manera se lograría además un auténtico reconocimiento a lo que ya existe desde hace más de 100 años en México, es decir que el juicio de amparo es un auténtico control jurisdiccional de la constitución y que el Poder Judicial Federal, especialmente el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, es un Tribunal Constitucional
, concepto que se fortalece con la reforma al 105 constitucional.

No sobra decir que la actual fórmula consagrada en los artículos 103 constitucional y 1 de 1a Ley de Amparo es repetitiva, pues por una parte distingue a las leyes de los actos de la autoridad, como si las primeras no fueran actos, y por la otra haciendo una interpretación literal de las fracciones II y III de dichas disposiciones, parecería que en esos supuestos no es necesaria la violación de garantías para la procedencia del juicio y por otra parte, si ésta se surte con la sola violación de garantías, no tiene caso la existencia de las dos fracciones antes citadas. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1619 a 1621)

cuarto.- La afirmación constitucional del juicio de amparo, demanda un acucioso estudio reservado al elevado talento de vuestras señorías y de otros juristas verdaderamente calificados del país, pero lo cierto es que en los procedimientos de amparo se surten, en forma reiterada y constante, violaciones a la norma constitucional no definidas ni contenidas en el propio capítulo i de las garantías individuales; de ahí que resulte menester, a fin de evitar los constantes y también reiterados estados de indefensión en que tal omisión coloca a las partes de los juicios de amparo, proveer la reforma del artículo 103 constitucional y 1o. de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 103.- los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite:

i.- por leyes o actos de la autoridad que violen los preceptos contenidos en esta constitución general.

ii.-...

iii.-...".


"artículo 1o.- el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite:

i.- por leyes o actos de la autoridad que violen algún precepto de la norma constitucional en agravio de los gobernados.

ii.- ...

iii.- ... ". (Jesús González Moreno, Tomo III, páginas 1806 y 1807)

El juicio de amparo tiene como objeto resolver  las controversias suscitadas por leyes o actos de autoridad que violen garantías constitucionales.

MOTIVOS .-      Se suprime el contenido de las fracciones II y III del artículo vigente porque siendo el artículo 16 Constitucional una garantía de legalidad, necesariamente tutela  la competencia de las autoridades ; por ello, carece de sentido incluir el contenido de las fracciones de referencia.   Además, se sustituye la expresión “garantías individuales”, por la de garantías constitucionales que excluye la infundada crítica  en torno a la expresión vigente,  la que indica que no contempla a las personas morales. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1897)

ARTÍCULO 1o. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite; en perjuicio del gobernado:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales; 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados, o la esfera de la competencia del Distrito Federal o de los Municipios.

III. Por leyes o actos de las autoridades de los  Estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de la competencia de la autoridad federal. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2144)

ARTICULO 1o.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite, en perjuicio de particulares:

I.- Por normas generales o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II.- Por normas generales o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito Federal;

III.- Por normas generales o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal, que invadan la esfera de la autoridad federal.

IV.- Por normas generales o actos de autoridad Federales o Estatales que invadan la esfera de competencia de la autoridad municipal, y

V.- Por normas generales o actos de las autoridades municipales que invadan la esfera de competencia de las autoridades federales.

COMENTARIO.- En primer término, debe decirse que la anexión que se propone respecto del primer párrafo del numeral en análisis (en perjuicio de particulares), no es del todo acertada, pues si bien es verdad que no se refiere propiamente a los gobernados como personas físicas, mas verídico resulta que presupone una idea limitativa que en su momento pudiese causar confusión en cuanto a las personas que involucra, con mayor razón si tenemos en cuenta que el propio estado como persona moral oficial, también puede figurar como quejoso en el juicio constitucional, y por lo mismo el vocablo utilizado “particulares” no pudiese comprender el caso específico de procedencia del juicio de amparo que se particulariza. 

Por otra parte, en congruencia con la propuesta de reforma plasmada en el proyecto, se estima necesario modificar la redacción del anterior precepto para una mejor claridad en sus alcances, específicamente sería atinado cambiar el concepto de leyes que se maneja, a uno diverso cuya connotación sea más amplia, a efecto de que en el mismo se incluyan o se consideren como tales a las normas jurídicas en general, como los reglamentos, decretos, tratados, acuerdos, circulares, etcétera.

En el proyecto de reforma se sustituyó la citada redacción y en lugar de leyes, consideró adecuada la expresión de “normas generales”; empero, no sería muy conveniente el uso de tal denominación al referirse al actuar legislativo, dado que las normas jurídicas siempre han de ser generales, pues es una de sus características la impersonalidad, de lo contrario, pudiese pensarse que existen normas jurídicas específicas o particulares.

De igual manera se considera acertada la anexión que se hace en el proyecto a las fracciones II y III del dispositivo en análisis, en el sentido de que el juicio de amparo es procedente  contra actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal,  dado que con esta nueva redacción no se deja lugar a dudas sobre la procedencia de la acción de amparo cuando el agraviado no sea un estado propiamente dicho, sino la capital del país cuya naturaleza jurídica en particular debe ser incluida, luego, tal precisión se estima necesaria a fin evitar en lo sucesivo incertidumbre al respecto. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 70 a 73)

La redacción de este artículo de la Ley de Amparo se presta a confusión cuando se hace una interpretación literal de la misma.

En la Ley de Amparo se dice: 

“Art. 1º El Juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 

I. ... 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados; 

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de autoridad federal.”

Esta redacción crea confusión por que se opina que cuando existen conflictos entre la Federación y cualquiera de los Estados federados el procedimiento adecuado es la instauración del Juicio de Amparo, y esta errata alcanza a muchos profesionales e inclusive maestros y tratadistas del Derecho.

Se cita el caso ejemplificativo del Autor Ernesto Gutiérrez y González que en su obra DERECHO DE LAS OBLIGACIONES al tratar el tema relativo a los Títulos de Crédito Civiles, haciendo referencia al Código Civil del Estado de Quintana Roo señala en la página 509 de la Edición correspondiente al año de 1993 Novena Edición Editorial Porrúa: “En el sistema jurídico del país, la persona Estados Unidos Mexicanos se reserva determinadas materias que sólo a él le corresponde regular en su legislación, y las que expresamente no le estén reservadas, se entiende que corresponden legislar a las entidades federativas. Así, la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 124 dispone que

“Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados.”

Pero cuando una entidad federativa se ocupa de alguna de estas materias que están reservadas a los funcionarios federales, Estados Unidos Mexicanos puede impugnar esas conductas que invaden su capacidad, por medio del juicio de amparo, como se lo autoriza la misma Constitución en su artículo 103...”. 

Desde otro punto de vista, no hay duda que el Juicio de Amparo se promueve en defensa de los intereses del gobernado, que en algunas ocasiones no están contemplados dentro del capítulo de las “Garantías Individuales” , sino en otra parte del texto constitucional como por ejemplo tratándose de cuestiones impositivas cuya reglamentación se encuentra en el artículo 31 Fracción IV, o en materia laboral, en los términos del artículo 123, vinculándose estas violaciones a la Garantía de Legalidad.

En 1847 Don Mariano Otero propuso en el acta de reformas a la Constitución de 1824 que en el artículo 25 se hablare de el Amparo para garantizar el ejercicio y conservación de los derechos que concede la Constitución.

Finalmente y en concordancia con la evolución legislativa y el reconocimiento contenido en los artículo Octavo y Noveno de la propia Ley de Amparo no se limita a la protección de los individuos sino que también a las personas morales (conocidos modernamente como personas jurídicas), se propone como redacción del artículo 1º la siguiente:

Art. 1º El Juicio de amparo tiene por objeto la tutela de las Garantías Constitucionales a los individuos y a las personas jurídicas sujetas de derecho. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, 188 a 190)
I. En el supuesto que en la nueva Ley de Amparo, se incluya la fórmula de procedencia genérica del artículo 103 Constitucional, se haga respetando el texto de la Ley Suprema, para evitar la discrepancia que actualmente contiene el artículo 1 de la Ley de Amparo con el 103 de la Constitución General. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, página 229)
Artículo 2. El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en el presente libro, ajustándose, en materia agraria, a las prevenciones específicas a que se refiere el libro segundo de esta ley.

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

PROPUESTAS

Incremento de los Poderes de los Secretarios.  Deben potenciarse las funciones procesales de los secretarios, de modo que se conviertan en auténticos directores de los procedimientos, dejando a los jueces y magistrados la tarea, nada sencilla y la verdaderamente trascendente, de juzgar, de dictar sentencias.  Que el secretario se encargue de dictar los proveídos necesarios para dejar un asunto en estado de resolución y que los titulares de los órganos jurisdiccionales se libren de esta rea para concentrarse en el aspecto medular: decir el derecho. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, página 1775)

1.- Se debe incluir en la Ley de Amparo un apartado en el que se incluya toda la información que sea de aplicación supletoria, esto facilitaría el no recurrir al Código Federal de procedimientos Civiles para aplicar diversos artículos necesarios que no estén contemplados en la Ley de Amparo, ejemplo artículo 356 fracción II del Código Federal de Procedimientos Civiles. (Héctor Manuel Medrano Hurtado, Tomo III, página 1799)

El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que determine esta Ley.

Por tratarse de reglas generales, se considera innecesario hacer mención a las especiales que son materia de diverso libro.

De igual manera, se elimina la supletoriedad, para dotar  a la Ley de Amparo de normas propias. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1897 y 1898)

“ Sólo será” aplicable a falta de disposición expresa las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. (Eduardo Macías Garrido, Tomo III, páginas 1996)

1.- El artículo 2° de la Ley de Amparo establece la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles, indicando que a falta de disposición expresa se estará a las previsiones del ordenamiento procesal citado; sin embargo, se estima que la redacción del precepto que nos ocupa no es del todo adecuada, ya que ha sido criterio definido de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que la supletoriedad de un ordenamiento jurídico sólo opera cuando existiendo la figura jurídica, se encuentra deficientemente reglamentada, por lo que aparentemente existe una contradicción, ya que el precepto jurídico que se analiza señala la falta de disposición expresa, mientras que la Jurisprudencia exige que exista la disposición que ha de suplirse.

En esa tesitura se considera, que debe adecuarse el precepto que se comenta de tal manera que sea acorde con la jurisprudencia existente en la materia. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, páginas 2064 y 2065)

ARTÍCULO 2o. El  procedimiento constitucional  se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en la presente ley, ajustándose, en materia agraria, a las prevenciones específicas a que se refiere el libro segundo de la ley en referencia.

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2144)

ARTICULO 2o.- El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en la presente ley.

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 2o.- El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en el presente libro, ajustándose, en materia agraria, a las prevenciones específicas a que se refiere el libro segundo de esta ley.
A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

COMENTARIO.- Este precepto determina, entre otras cosas  que el juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que determina le presente ley, y que a falta de disposición expresa se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Con lo antes precisado queda claro el alcance del dispositivo en comento, por tanto, al igual que en el proyecto de reforma, se califica de innecesario precisar que en materia agraria deberán ajustarse a las prevenciones específicas contenidas en el libro segundo la legislación relativa, pues tal señalamiento sólo tiene cabida cuando se hace referencia a la aplicabilidad de normatividad distinta de la que se menciona y no a un capítulo especial contenido dentro de la ley invocada, por tanto, se considera acertado suprimir dicho señalamiento. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 73 y 74)
Artículo 3.  En los juicios de amparo todas las promociones deberán hacerse por escrito, salvo las que se hagan en las audiencias y notificaciones, así como en las comparecencias a que se refiere el artículo 117 de esta ley.

Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo, directo o indirecto, no causarán contribución alguna.

PROPUESTAS

ANÁLISIS PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO Y SU PROMOCIÓN EN LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, TRIBUNALES Y JUZGADOS.

En los capítulos anteriores hemos explicado ampliamente las herramientas y servicios que Internet maneja, así como la importancia y aplicación de estos servicios dentro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunales Colegiados y Juzgados; así como las ventajas que implica el tener acceso a esta ‘red’ y el interés por el gobernado de conocer y tener más opciones para la Presentación de la Demanda de Amparo y su Promoción.

Al utilizar Internet como una opción más ayudará a realizar avances tecnológicos en materia informática-jurídica, más estructurada y difundida en el que los usuarios (gobernados) tendrán una participación activa. Para los juzgados y Tribunales Mexicanos, la internet representa una poderosa herramienta para acercar a los Ministros, Magistrados, Jueces y Gobernados con las Instituciones con su cúmulo de información reciente, estimulando su interés hacia los medios modernos de comunicación, buscando con esto una mayor eficacia en el trámite de presentación de documentos ante las Instituciones encargadas de la impartición de la justicia.

El uso de una red resulta, hasta este momento, ya accesible, Cuando en los años sesenta la Internet fue creada, con el propósito de intercambiar la libre información.

Desgraciadamente, en nuestro país no ocurre así. Las causas principales son:

El desconocimiento del potencial de una red

La poca disponibilidad hacia los medios de comunicación

El porcentaje de gente interesada para conocer la red no llega al 1% A nivel medio superior, y básico es nulo.

Desde un punto de vista meramente nacional, este dato podría parecer poco significativo, ya que podría argüirse la novedad de la red.

Sin embargo, deben tomarse en cuenta otros factores. En los Estados Unidos se encuentran conectadas a la red de Instituciones como universidades, primarias, bibliotecas, radiodifusoras, hospitales, iglesias, centros de espectáculos, revistas y hasta reclusorios, entre otros.

Podría pensarse el potencial económico de ese país, que le permite realizar inversiones tales que hacen posibles conectar cualquier tipo de Institución e incluso particulares.

La infraestructura para crear un medio de Presentación de la Demanda de Amparo y su Promoción, no resulta realmente costosa, debido a los beneficios que se pueden obtener de ella, la inversión se recupera en muy poco tiempo. Independientemente de que el Poder Judicial Federal Tiene esa infraestructura, ya que tan sólo requeriría de algunas adaptaciones como por ejemplo un soporte de mayor capacidad para la entrega de un acuse de recibo en el caso del correo electrónico (e-mail).

La Suprema Corte esta encargada de proveer el servicio a Juzgados y Tribunales y al público en general. Y crea documentos de interés jurídico, todo esto, para una más rápida integración del gobernado al uso del sistema; las instituciones que cuentan con este servicio otorgan cuentas de acceso a investigadores y profesionales de las Leyes, pero dejan fuera a la mayor parte de la población.

El objetivo primario de Internet y muy en especial del correo electrónico (e-mail), es convertirse en un vehículo para la emisión de información a nivel masivo, propósito que no se cumple en México. Sólo unos cuantos gozan de este beneficio, resulta verdaderamente triste, ya que abogados, peritos y otros más, están prácticamente marginados de los avances tecnológicos que están presentando dentro del Poder Judicial Federal y a los grandes avances en infraestructura de Redes de Computo que se encuentran actualmente en la Suprema Corte de Justicia. (Ver anexo F)

Con esto, hay que tener en cuenta un aspecto aún más importante: la tan buscada integración en materia de Informática-Jurídica, que puede comenzar, mediante la conexión vía esta red entre los principales órganos el Poder Judicial Federal a nivel Nacional, ya que los regionalismos desaparecerán al convertirse en usuario de una red común. 

Nada permanece estático, así que el próximo paso sería conoctar a todo el sistema educativo nacional público y privado, lo que desarrollaría en los individuos una cultura computacional, una actitud investigadora y una conciencia humanista.

Para lograr estos objetivos es necesario llevar a cabo una serie de acciones: Difundir los alcances, servicios y beneficios de Internet en el Poder Judicial Federal, La Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe darle la importancia debida a la red jurídica para despertar el interés en las comunidades computacionales, científicas, universitarias y en el usuario individual.

Pensar en un cambio tan profundo en la perspectiva jurídica mexicana, no deja de ser una idea con tintes ingenuos.

Sin embargo, tiene mucho de realidad. Con estudio cuidadoso y una estrategia de penetración, se podría enlazar primero a la Suprema Corte de Justicia de la Nación del país, acto seguido al nivel de tribunales y Juzgados y por último hacia los gobernados.

¿Por qué la importancia de conectar primero a la Suprema Corte de Justicia de la Nación? Los cambios más importantes en las corrientes de la informática-jurídica se da en el Poder Judicial Federal. 

Esto es debido al ambiente que priva en el Consejo de la Judicatura Federal, al impulso existente hacia los proyectos de los abogados y al impulso creador del que se hace gala en estos años de la Internet. La impartición de justicia en México ganará mucho al descubrir los inmensos beneficios que esta red jurídica nos proveerá, ya que contiene los elementos más importantes para atraer la atención de los estudiosos del derecho:

ES FUENTE DE INFORMACIÓN MUY IMPORTANTE, EL CORREO ELECTRÓNICO, PÁGINA WEB, LA INTERNET Y LA INTRANET, PARA UN PUNTO DE ENCUENTRO DE IDEOLOGÍAS Y LO MÁS IMPORTANTE UN LUGAR DETERMINADO PARA LOGRAR EL ACCESO A LA RED JURÍDICA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, PARA QUE NO SEA ELITÍSTA, SERÁ NECESARIA UNA CAMPAÑA DE DIFUCIÓN A NIVEL JURÍDICO.

Se debe mostrar tanto al abogado, al juez y al gobernado en particular que este servicio es su derecho y que deberá exigirlo ya sea en un bufete, o por una conexión privada. La presentación de la demanda de amparo y su promoción, es una oportunidad para todos, no es un lujo para unos cuantos.

El impulsar esta propuesta es una necesidad y una nueva herramienta jurídica, corresponderá tanto al Poder Judicial Federal como al Consejo de la Judicatura Federal y sobre todo al Poder Legislativo, la legislación de este tan importante tema, que veremos posteriormente dentro de esta tesis, todo esto en acorde a la idiosincrasia nacional y la apertura de grupos de discusión con temas de interés nacional, esta debe ser la primera meta a lograrse a través de la red jurídica, lo cual se desea impulsar creando este proyecto de tesis, introducir al Abogado, Juez, Magistrado, y Gobernado en General, y muy especial al de nuestro máximo Tribunal de Justicia en todas las posibilidades que ofrece INTERNET.

Internet es una estupenda oportunidad para México y una solución viable y factible para resolver un problema que ha frenado a nuestro país en sus intentos de crecimiento y desarrollo en el aspecto jurídico; la deficiencia en la impartición de justicia por obsolescencia y falta de ética.

La conexión a esta red jurídica esta ahí y fácilmente puede ser absorbida y distribuida equitativamente entre Justicia y Gobernado y los órganos Institucionales de Impartición de Justicia, con esto, nuestro Juicio de Amparo será aún más sólido que nunca.

Propuestas

PRIMERA.- En atención al carácter eminentemente dinámico que ostenta el derecho y muy especial el juicio de amparo, puesto que se halla en estado constante de evolución, la suprema corte de justicia de la nación, como un órgano institucionalmente autónomo, y como vigilante del medio de preservación de las garantías del gobernado y, en general de todo orden jurídico, es fundamental utilizar la ciencia y la tecnología de vanguardia en la informática-jurídica existente en esta institución, de aquí que nuestro interés se encuentre enfocado en su estructura, para realizar, como propuesta de implementación de la presentación de la demanda de amparo y su promoción ‘vía Internet’ en el poder judicial federal.

SEGUNDA.- La proyección de la informática a la documentación jurídica representa un aspecto de las proyecciones sociales del desarrollo tecnológico. Un desarrollo que se haya hoy definido y condicionado por el protagonismo de la información, así como por las posibilidades para su almacenamiento, proceso y difusión, anteriormente insospechadas. La racionalidad técnica de estos avances garantiza su objetividad, aparentemente indiscutible, pero, el propio tiempo, con ello descalifica cualquier tentativa de resistencia. De ahí que sea necesario proceder continuamente a una valoración de la tecnología, o sea, a constantes juicios valorativos de los riesgos y ventajas de cada una de las innovaciones de la tecnología; por tanto, también de la tecnología jurídica.

TERCERA.- El habeas corpus y el habeas data representan, dos garantías procesales de aspectos diferentes de la libertad. Así mientras el primero se circunscribe a la dimensión física y externa de la libertad, el segundo tiende a proteger prioritariamente aspectos internos de la libertad: la identidad de la persona, su autodeterminación, su intimidad si bien, no debe soslayarse que, en las sociedades de informatizadas actuales, también la libre actuación pública de los ciudadanos se halla condicionada por sus posibilidades de acceso a la información, es necesario tener más opciones en la presentación de la demanda de amparo y sus promociones y no estar limitados, ya que no esta rebasando la tecnología moderna en el aspecto Informático, en México.

CUARTA.- La informática es una de las herramientas más importantes que ha desarrollado la inteligencia humana durante los últimos tiempos, pero que no deja de ser mero instrumento, pese a que algunos piensan, lamentablemente, que ha llegado a ser el rector del pensamiento humano. Lo anterior, no significa, de manera alguna, que intente restarle importancia al uso de la informática, sino que es nuestro deber normarla, sujetarla al derecho, para evitar que se convierta, más que en un instrumento, en una imposición absurda.

QUINTA.- En el futuro próximo será difícil llevar una vida normal, en cualquiera de las actividades sin tener un permanente contacto con las computadoras y con otros dispositivos similares. Las personas que carezcan de conocimientos aun elementales, sobre estos equipos, serán consideradas como analfabetas, en las Instituciones, el personal que no domine el uso de tales equipos será personal inútil.

De hecho, se ha iniciado en todos los países un nuevo proceso de alfabetización, que arranca desde los niveles elementales de la enseñanza, parece redundante mencionar que la informática tiene una gran influencia y a veces define las posibilidades en los campos de las telecomunicaciones. Con el auxilio de las computadoras, es posible también, apoyar al ciudadano por lejos que se encuentre de una población.

SEXTA.- Es indudable que veremos en los próximos años a los gobiernos y a las más grandes empresas de los países desarrollados pugnar por el control de los mercados de la información en todo el mundo. La información es más que un mero instrumento que influye en la eficiencia de los procesos productivos y en el desarrollo de la ciencia y de sus aplicaciones, como lo es en este caso, que es para ampliar las oportunidades de presentar documentos oficiales ante cualquier Institución, el fenómeno Informático afecta de muy diversas maneras a toda la sociedad moderna y sin lugar a dudas, será componente definitorio en la civilización futura.

SÉPTIMA.- La Informática Jurídica ganará mucho al descubrir los inmensos beneficios que la red jurídica del Poder Judicial Federal proveerá, ya que contiene los elementos más importantes para atraer la atención de los gobernados en general: es fuente de información, correo electrónico, foro de discusión, revista electrónica, depósito de actividades punto de encuentro de ideologías y los más importante un lugar para la investigación y la libre expresión en el aspecto jurídico, es por eso de suma importancia el impulso existente hacia los proyectos de la Informática-Jurídica, en las Universidades, para un profundo conocimiento del Derecho aplicado a la Informática, como un Futuro de las Leyes en México.

OCTAVA.- Las Universidades y proveedores privados del servicio de Internet, deben darle la importancia debida a la red jurídica, para despertar el interés en las comunidades computacionales, científicas, estudiantiles y en el usuario individual. Las instituciones de educación superior debe estudiar su conexión a corto plazo a la red informática del Poder Judicial Federal, para ofrecer este servicio a las Universidades integrándolas y haciéndolos partícipes activos del desarrollo mundial en todos los ámbitos del saber humano, la educación en México no puede ser pasiva, autoritaria o estática. El momento del cambio que se vive actualmente exige acciones para la incorporación de los gobernados conjuntamente con los profesionales del derecho a fuentes más versátil, dinámica e interactiva del conocimiento, el objetivo primario de internet es convertirse en un vehículo para la transmisión de información a nivel masivo, propósito que no se cumple en México. Solo unos cuantos gozan de este servicio y lo utilizan de manera limitada. El hecho es verdaderamente triste, ya que siendo una de las principales ciudades del mundo, los estudiantes universitarios estamos prácticamente marginados de los avances  tecnológicos de la informática.

NOVENA.- De lo anterior, cobra una gran significación la posibilidad de actualizar la legislación concerniente a la Demanda de Amparo y su presentación en materia de informática, y dado el contexto predominantemente económico, hacer reformas pertinentes, actualizando este instrumento jurídico, acorde con la realidad del nuevo desafío que nos presenta la apertura jurídica en informática existente y dejar delimitado el campo de acción en cada una de las áreas de disciplina jurídica y que permitan el licenciado en derecho tener las herramientas necesarias para una mejor comprensión de estos instrumentos jurídicos que son indispensables en su formación, pues con los requerimientos de la apertura comercial globalizada se tendrá a una mayor interacción en la informática-jurídica. Es indispensable que el legislador elabore un proyecto de actualización para la Informática-Jurídica, para que la presentación de la demanda de amparo y su promoción sea congruente con el momento por el cual atraviesa esta figura jurídica, ya que ha sido rebasada en su contexto por otros mecanismos del quehacer profesional limitándose a poco menos que actos sin relevancia en torno a nuestra actual situación jurídica en materia de Amparo.

DÉCIMA.- Es necesario también que el legislador, estudie la posibilidad de otorgar mayor facilidades para que la Informática-Jurídica, en materia de Amparo, las personas que por diversos motivos no tienen recursos las cuales cubrir el pago por una demanda de amparo, tengan la posibilidad de poder llevarla a cabo sin intermediarios, dando la autorización al Poder Judicial  Federal, para dar no solamente facilidad económica sino accesoria en lo concerniente al trámite administrativo y legal de dicha demanda de amparo, haciéndose así un beneficio social a favor de quien por diversas circunstancias no tiene a su alcance esta posibilidad. (José Antonio García, Tomo II, páginas 999 a 1009) 

Las promociones deberán formularse por escrito, excepto las efectuadas en las audiencias y notificaciones, y comparecencias que prevé el artículo 18 de esta Ley.

ARTICULO .-  Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo no causará contribución. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1898)

ARTÍCULO 3o. En los juicios de amparo todas las promociones deberán hacerse por escrito, salvo las que se hagan en las audiencias y notificaciones, así como en las comparecencias a que se refiere el artículo 117 de esta ley.

Las copias certificadas que se expidan para la sustanciación del juicio de amparo, directo o indirecto, no causarán contribución alguna. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2145)

SEGUNDA: En la Ley de Amparo se posibilita como medio de comunicación eficaz y rápido el del servicio Telegráfico.

Por los avances tecnológicos de comunicación, es obsoleto, por ello genéricamente y para las demás proposiciones se sugiere que se implementen como medio de comunicación reconocida, la que se haga por el sistema de correo electrónico y el telefax.

Es conocido que todos los recintos del Poder Judicial de la Federación existen implementados los sistemas de computo y de servicio telefónico, esenciales para esas comunicaciones.

También las notificaciones a las partes, incluidos los quejosos podrían realizarse por este sistema. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 188 a 190)
Concretamente le digo que con el sistema que se tiene de hacer notificaciones personales por medio de los actuarios, se gasta mucho tiempo y esfuerzo, pues da el caso de que en múltiples ocasiones los actuarios dan varias vueltas para poder hacer una notificación personal, a más del tiempo que gastan en su traslado, y a sitios muy distantes unos de otros.

De ahí que le sugiero lo siguiente:

a) Que cada Abogado litigante, o cada particular al iniciar un procedimiento ante los tribunales federales, al darle entrada en oficialía de partes a su escrito inicial, se le confiera un número confidencial y secreto. Para los abogados litigantes ese número sería permanente.

b) Ya con ese número en su poder, las notificaciones que debieran ser hechas personalmente, se podrían hacer por Internet, y el así notificado con su número confidencial, haría saber a la central, que había quedado enterado del acuerdo del caso.

c) Se dirá que se podría prestar para "chicanas" de parte de abogados deshonestos, 31 no avisar que se les había notificado; para salvar esa posibilidad, si pasados tres días no se hubiera recibido el aviso del caso en la misma Internet, se emplearía el actual y anticuado sistema de la notificación por medio del actuario.

d) Este procedimiento que le propongo, entiendo que ameritaría una modificación al Código Federal de Procedimientos Civiles, y a los demás ordenamientos similares, pero aún con la dificultad que anoto en el inciso anterior, estimo se obtendría un óptimo resultado que, bajaría en un 60 o 70% las notificaciones que hoy se hacen por medio de actuario, y ello significaría un gran ahorro de esfuerzo y tiempo.

e) Por otra parte, también se mantendría el sistema de notificación personal por actuario, respecto de aquellas personas que no tuvieran Internet.

f) Se reduciría también el trabajo físico de los actuarios, y se les podría emplear directamente en actividades dentro del tribunal al que estén adscritos.

Esto que le digo es sólo una idea inicial, que se meditaría por los expertos en la materia de ordenación (computación) y creo que los beneficios que se puedan obtener, serán mucho mayores que las posibles desventajas, que de cualquiera manera se buscaría eliminarlas, y sin duda los expertos tienen capacidad para ello.

Ojalá que encuentre interesante la propuesta, y entre otros muchos de sus aciertos quedara éste con otros, que ayuden a modernizar la impartición de justicia. (Ernesto Gutiérrez y González, Tomo V, páginas 224 y 225)
Artículo 3 bis.  Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

PROPUESTAS

En ningún caso el cambio de los servidores públicos impedirá que se ejecuten las sanciones que se hubieran impuesto a los servidores sustituidos con motivo de la desobediencia.

Las multas previstas en este artículo deberán hacerse efectivas sobre el patrimonio del servidor público sancionado y en ningún caso podrán emplearse recursos públicos para cubrirlas. (Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, página 90)

Consideran que podrían hacer cumplir algunas de sus determinaciones, apercibiendo con emplear como medios de apremio la imposición de una multa de un peso. Aunque parece broma, esa es la posibilidad de que dispone el Poder Judicial Federal, al aplicar supletoriamente el artículo 59, fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles, que aunque hace referencia a mil pesos, debemos recordar que por disposición legal se quitaron tres ceros a las cantidades de pesos citadas en las leyes. ¿No sería conveniente incluir en la Ley de amparo medidas de apremio que realmente tiendan a lograr el cumplimiento de ciertas determinaciones?. (Mario Pérez de León Espinosa, Tomo I, página 552)

Como se advierte de la lectura de estos preceptos legales (3º bis, 81 y 103), tienen íntima vinculación con el tema de que trata este trabajo, pues las tres disposiciones legales contemplan la posibilidad de imponer una multa al quejoso, o al recurrente, a sus representantes, en su caso, a su abogado, o a ambos, cuando en el juicio de amparo se dicte el sobreseimiento, se niegue la protección constitucional, o desista el quejoso, si se advierte que se promovió el juicio con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas, o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, y tratándose del recurso de reclamación, si se interpuso sin motivo, y en ambos casos, si el infractor actuó de mala fe, según apreciación de la autoridad que conozca del juicio constitucional.

Conviene precisar, que la mala fe que se requiere en el infractor (quejoso, recurrente, sus representantes, o su abogado), y a la cual hace referencia el segundo párrafo del articulo 3o Bis de la Ley de Amparo, según se puntualizó en el dictamen de las Comisiones Unidas Primera de Justicia y Primera Sección de Estudios Legislativos, de dieciséis de diciembre de 1983, en donde se discutió la modificación de los montos de las multas, propuestas en la iniciativa Presidencial respectiva, tuvo por objeto evitar la practica viciosa de algunos litigantes que acuden al amparo con fines dilatorios; pero, a la vez, se procuró no desalentar a los gobernados para el ejercicio de la acción de amparo, ni para la interposición de los recursos, así como tampoco sancionar con multas a los agraviados de bajos ingresos.

Siendo así, la práctica ha demostrado que la finalidad perseguida con esa reforma legal, no ha alcanzado el éxito deseado, porque se advierte que el litigante que formula la demanda de amparo, en favor del quejoso, a sabiendas de que se va a concluir con un sobreseimiento, por ser indefectiblemente improcedente la acción constitucional, porque muchas veces ya ha existido con antelación otro juicio de amparo promovido por el mismo quejoso, cuestionando el mismo acto reclamado, de iguales autoridades responsables; o bien porque es notoriamente extemporánea su promoción, o lo que es aún más grave, en ocasiones se presenta el amparo con el único objeto de entorpecer la ejecución de una sentencia definitiva que ha alcanzado la autoridad de cosa juzgada, pues respecto de ella, ya se agotó el juicio correspondiente en todas sus instancias, e incluso la sentencia ya ha sido materia de examen en un juicio de amparo directo; sin embargo, a través de un nuevo juicio de amparo indirecto promovido por quien, en ocasiones se dice tercero extraño (muchas veces sin serlo), cuestiona que debió ser llamado a ese juicio, y de esta manera, al obtener del Juez de Distrito la suspensión del acto reclamado, con una garantía que resulta muy cómodo entregarla por el quejoso, ya que luego vendrá la práctica de acciones dilatorias a fin de retrasar la resolución final del juicio en primera instancia, dentro del breve término en que debe pronunciarse conforme a la ley, y para ello, se invocará por el impetrante la necesidad de desahogar pruebas fuera del lugar del juicio, y se propondrán otras a sabiendas de que son totalmente improcedentes, con el objeto de que sean desechadas, y así dar paso al recurso de queja, con el cual, se logrará la suspensión del procedimiento hasta que este medio de impugnación sea resuelto, y así sucede que al llegar finalmente al momento de dictarse la sentencia, el juzgador constitucional se encontrará con que, aún justificado plenamente que el juicio de garantías se promovió con la deliberada intención de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado, o de entorpecer la ejecución de la resolución respectiva, estará imposibilitado para imponer alguna sanción al quejoso, porque éste, en ejercicio legítimo de su propio derecho, habrá señalado los estrados del juzgado para oír sus notificaciones, y así, aun cuando se le imponga alguna multa, la autoridad exactora estaría imposibilitada para hacerla efectiva; y por cuanto a su abogado, éste conocedor del derecho, se habrá escudado en el anonimato para evitar cualquier sanción a su conducta, falta de ética profesional, al promover un juicio que de antemano sabia estaba destinado al sobreseimiento, por actualizarse algunas de las causales que al efecto establece el artículo 73, de la Ley de Amparo, y así, impunemente podrá seguir aconsejando a los quejosos que usen el juicio de amparo como medio para entorpecer la pronta administración de la Justicia tutelada por el articulo 17 Constitucional.

En términos semejantes acontece cuando el abogado que patrocina al quejoso, sabe anticipadamente, que el acto dictado por la autoridad responsable, se encuentra perfectamente ajustado a la ley que lo rige, y por ende, que no infringe ninguna garantía tutelada a favor del quejoso, y no obstante, con el objeto de retrasar la resolución del asunto intenta el juicio de garantías en el que, sin poder cuestionar alguna ilegalidad del acto, se concreta a expresar a manera de conceptos de violación, los antecedentes del juicio natural, la forma en que se han desahogado las pruebas, transcribirá las sentencias de primera y segunda insancias, así como el contenido íntegro de los artículos 14 y 16 constitucionales, y con ello, después de diez hojas o más, se concretará a pedir que le sea concedida la protección constitucional al quejoso.

En esas circunstancias, resultará notorio la mala fe del peticionario de garantías, que en realidad debe ser la del abogado que lo induce a la conducta procesal que observó en el trámite del juicio de garantías, que es el único dato objetivo que puede tomar en cuenta el juzgador para determinar la buena o mala fe en un procedimiento, y de esta manera, si el quejoso no señala su domicilio particular, sino sólo los estrados del tribunal para oír notificaciones, difícilmente podrá ser objeto de una multa en los términos de las disposiciones legales antes transcritas; y en cuanto a su abogado, en esas ocasiones cuidará de no aparecer como tal en la demanda de garantías, y para ello bastará no proporcionar su nombre y menos su domicilio, para no ser objeto de  alguna sanción, toda vez que esto último no lo exige la actual Legislación de Amparo. 

Lo propio acontece, en términos más o menos semejantes, cuando el quejoso hace valer el recurso de reclamación, contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los Presidentes de sus Salas, o de los Tribunales Colegiados de Circuito, pues en esta hipótesis se considera que el recurso fue interpuesto sin motivo, y que se actuó de mala fe, entre otros supuestos, cuando los agravios sean notoriamente inoperantes porque no combaten las resoluciones del acuerdo reclamado, lo que genera  que  resulte  notoria  la  interposición  del  recurso para  retardar innecesariamente la resolución definitiva del asunto, como lo ha considerado el Tribunal Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis XXV/89, aprobada en sesión celebrada el jueves dieciocho de mayo de mil novecientos ochenta y nueve, por unanimidad de votos, que es del tenor literal siguiente:

"MULTAS  EN  EL  RECURSO  DE  RECLAMACION. "PROCEDE IMPONERLAS CUANDO SE INTERPONE SIN MOTIVO Y CON MALA FE.  De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3o. bis y 103 de la Ley de Amparo, procede imponer una multa al recurrente o  su apoderado, a su abogado, o a ambos, cuando de las circunstancias del caso se advierten elementos suficientes para considerar que el recurso fue interpuesto sin motivo y que se actuó de mala fe; lo cual sucede, entre otros supuestos, cuando los agravios son notoriamente inoperantes porque no combaten las consideraciones del acuerdo reclamado y a la vez, resulta notorio que la interposición de recurso busca retardar innecesariamente la resolución definitiva". Consultable en el IUS 8, con el registro número 205,969.

Precisado lo anterior, aun en el supuesto de que en las hipótesis referidas, el quejoso haya señalado perfectamente bien su domicilio particular y no exista constancia de que se trata de una persona de bajos ingresos, lo que puede motivar sea sujeto de la imposición de una multa por promover el juicio de amparo con el solo objeto de retrasar la resolución del asunto, o al intentar el recurso de reclamación sin motivo, cabe hacerse la siguiente interrogante:

¿Hasta qué punto será correcto sancionar a los quejosos con las multas previstas en los artículos 3o bis, 81, y 103, de la Ley de Amparo, por haber incurrido en una conducta que dada su ignorancia del derecho, es tomada por el asesoramiento del abogado que formuló la demanda de garantías, y así, después de sufrir el engaño de éste, porque no podrá obtener resolución favorable en el juicio de amparo, después de haber realizado el pago de unos honorarios mal devengados, todavía se le suma a su cargo la multa que le imponga el órgano de control constitucional, por la mala fe demostrada al acudir al juicio de amparo, o bien por hacer valer el recurso de reclamación, expresando conceptos de violación o agravios, según el caso, que sean notoriamente inoperantes, y que demuestran sólo su conducta de retrasar innecesariamente la resolución definitiva del asunto de donde emana el acto reclamado?.

¿Qué acaso con ello, no se causa mayor perjuicio al quejoso, quien sin advertir la mala conducta del abogado que lo patrocina, pierde la fe en la institución a la que en última instancia puede acudir en busca del respeto de sus garantías individuales?.

Siendo así, se advierte que la intención legislativa plasmada en el texto de los preceptos legales al inicio transcritos, no  ha logrado en lo absoluto evitar la práctica viciosa de muchos litigantes que, sin ningún escrúpulo inducen a sus clientes a formar parte como quejosos y acudir al juicio de amparo con fines únicamente dilatorios, induciéndolos a conductas que denotan mala fe, y que finalmente pueden ser sancionadas, pero que no podrán repercutir en ellos, porque no existe actualmente la obligación legal de que impriman su nombre, su número de cédula profesional y su firma que avale y respalde la solicitud del quejoso, que demanda el amparo y protección de la Justicia Federal, y así, en tanto cobren honorarios, evaden la responsabilidad que el ejercicio de todo derecho legítimo lleva implícito cuando éste no se ejerce en los términos y con las condiciones que fijan las leyes respectivas, y lejos de coadyuvar por el respeto a las garantías constitucionales en favor del quejoso, lo alientan a introducirse en un litigio constitucional en el que finalmente no sólo no obtendrán ningún beneficio, sino que por el contrario podrán resultar sancionados por culpa del mal asesoramiento jurídico que tengan.

Planteada de esta manera la problemática actual que se vive con la aplicación de las disposiciones legales de los artículos 3º. bis, 81, y 103 de la Ley de Amparo, lo cual ha sido comprendido por los juzgadores de amparo, y ello ha ocasionado que en muy contados casos se imponga la multa correspondiente al quejoso, permite sostener que es necesaria una reforma a la Ley de Amparo, a fin de suprimir las multas de que se trata y que puedan imponerse al quejoso, prevaleciendo las que corresponden imponer, y quizás con mayor severidad, al abogado que lo patrocine; empero, para ello, es menester también adicionar la Ley de Amparo para establecer que toda solicitud de garantías, requiere que el quejoso esté patrocinado por un licenciado en derecho, esto es, por un profesional capacitado legalmente para proveer a la defensa y el respeto de las garantías individuales de su cliente, quien deberá autorizar con su firma, la promoción respectiva, citando el número de su cédula profesional, la cual de encontrarse registrada en el órgano de control constitucional respectivo, habrá de señalar el dato relativo, y así, no será necesario que acompañe copia certificada de la misma, lo que sí requerirá, en caso contrario; en el entendido de que deberá continuar con el patrocinio del negocio hasta su conclusión, debiendo señalar además su domicilio.

De esta manera, se busca que la solicitud de amparo esté formulada por quien tenga la aptitud legal de saber orientar al quejoso, acerca de la necesidad o no de acudir a ese medio extraordinario de defensa, si acaso el acto de la autoridad resulta violatorio de garantías en perjuicio de su cliente.

La modificación propuesta podría cuestionarse diciendo que atenta contra el derecho de petición previsto por el artículo 80 constitucional que establece la posibilidad de dirigirse a cualquier funcionario o empleado público de manera pacífica y respetuosa, y que a tal solicitud deba recaer un acuerdo escrito, el que debe hacerse del conocimiento en breve término al peticionario, sin embargo, tal garantía constitucional no puede interpretarse en el sentido de que el peticionario pueda dejar de cumplir las formalidades y requisitos que establezcan las leyes, en la especie sería la Ley de Amparo.

Además, no puede señalarse que el requerimiento de que una demanda de amparo vaya firmada por un abogado titulado, se necesite disponer de recursos económicos suficientes para pagar a quien lo patrocine, porque teniendo el estado a su cargo la administración de justicia en forma gratuita como lo establece el articulo 17 constitucional, también el propio estado ha tomado la preocupación de establecer instituciones de carácter público que prestan servicio de asesoramiento jurídico en forma gratuita, y no sólo eso, sino que también existen instituciones de derecho privado, dedicadas al mismo fin. De esta manera, se pueden citar dentro de los primeros, al Instituto Federal de Defensoría Pública, a la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, a la Procuraduría Agraria, a la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, a la Procuraduría del Ciudadano (como se denomina a la Defensoría de Oficio en el Estado de Puebla); así como dentro del segundo grupo, encontramos los Bufetes Jurídicos Gratuitos de diversas instituciones de educación superior que están siempre respaldados por abogados titulados. De esta manera no podría decirse que las personas de bajos recursos económicos no tendrían acceso a la protección de las garantías individuales. 

Tampoco podría señalarse que con las reformas propuestas, se prohibe el derecho de autodefensa, sino que por el contrario, la pretensión buscada es precisamente que la defensa del gobernado sea adecuada al último nivel que tiene para la protección de sus garantías individuales. Al respecto, conviene recordar para hacer un símil, que tratándose de la medicina, estando elevado a rango constitucional el derecho a la salud pública, se encuentra que en las farmacias existe cierto tipo de medicamentos, cuya venta requiere necesariamente de una receta médica expedida por un profesionista legalmente registrado ante la Secretaria de Salud Pública  quien para ello debe acreditar tener los conocimientos suficientes por haber cursado la carrera profesional correspondiente. De ahí que, si lo que se busca a través de la medicina es que no se cause un daño a la persona por autorecetarse, de la misma manera se buscará en el derecho, que el quejoso que puede resentir la violación a sus garantías individuales, pueda obtener su tutela a través de estar legalmente patrocinado por quien pueda, en forma capaz y responsable, conducirlo en el ejercicio del derecho de petición que estará expedito para que obtenga el respeto a sus garantías individuales.

Por otro lado, la garantía de defensa que consagra el artículo 14 constitucional, no debe entenderse otorgada en forma ilimitada, sino con sujeción al respecto de otras normas constitucionales de igual jerarquía que tiendan a lograr un justo equilibrio entre la agilización de la administración de justicia y la seguridad jurídica de las partes en el proceso, lo cual podría lograrse con mayor éxito, mediante la inclusión en la ley reglamentaria de que se trata, del requisito anotado para la admisión y procedencia del juicio constitucional.

Además, se busca que la garantía de audiencia y defensa establecida en el precitado precepto constitucional, sea adecuada y oportuna para la defensa del gobernado, pues en la medida en que se encuentre debidamente patrocinado por un profesionista del derecho, podrá hacer los planteamientos adecuados en defensa de sus intereses, aportar y rendir las pruebas que estime pertinentes y convenientes, de tal suerte que no sea la falta de un debido asesoramiento jurídico la causa que origine que quede indefectiblemente en estado de indefensión, al no lograr la protección constitucional por haberse realizado un mal planteamiento en la demanda de garantías.

En otro aspecto, la  reforma  propuesta no implicaría contravenir el artículo 17 constitucional, dado que no se impediría al afectado obtener la actividad jurisdiccional, porque sólo se condicionaría que su solicitud se encause por los medios que el propio Estado pone al alcance del gobernado para la tutela de sus intereses, es decir, que como se ha visto, el propio Estado se ha preocupado por poner al alcance del gobernado instituciones de carácter público que sin necesidad de pagar algún precio por sus servicios, otorgan de manera gratuita el asesoramiento para garantizar la tutela de los derechos en general y en especial para la salvaguarda de las garantías individuales. 

Atento a los razonamientos antes expresados, se considera que la reforma propuesta tiende a garantizar al quejoso que sus solicitudes de amparo puedan llevar un mayor grado de posibilidad de obtener resolución favorable, dado que si el abogado a quien consulten para el patrocinio de la defensa de sus intereses, advierte la ineficacia de solicitar la protección constitucional, bien por existir alguna causal de improcedencia o, en su caso, por no advertir la violación de alguna garantía constitucional, deberá hacérselo saber de esa manera, y no darle falsas expectativas de obtener algo que ya de por sí se encuentra perdido y con ello se evitará que quien acude al juicio de garantías no sólo se vea desalentado con una resolución contraria a sus intereses, sino que también pueda ser sujeto de una multa por una conducta que en realidad no le es imputable, y sí por el contrario, permitirá, al verdadero responsable de esa práctica indebida, sea sancionado como en derecho corresponda. (Eric Roberto Santos Partido, Tomo I, páginas 556 a 566)

Con respecto a los mecanismos de que dispone el Juez de Amparo para hacer cumplir sus determinaciones, se considera pertinente incluir en el artículo supracitado además de la imposición de multas, a discreción del Juez, la de auxilio de la fuerza pública, arresto y de ser necesario, proceder en contra del rebelde por el delito de desobediencia. Para lo cual, es preciso adicionar a dicho artículo las medidas de apremio mencionadas, debiendo quedar el numeral cuya modificación se propone, de la siguiente manera: 

“Artículo 3º. Bis.- El Juez de Distrito, para hacer cumplir sus determinaciones, puede emplear, a discreción, los siguientes medios de apremio:

I.- Multa hasta de 350 salarios mínimos;

II.- El auxilio de la fuerza pública;

III.- Arresto hasta por treinta y seis horas.

Si fuere insuficiente el apremio, se procederá contra el rebelde por el delito de desobediencia.

Las demás multas previstas en esta Ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El Juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso”. (Emilio Alberto Hassey Domínguez, Tomo III, páginas 1609 A 1611)

La adición de un artículo 3 tris para proporcionar a la autoridad Judicial Federal que conozca del juicio de amparo los elementos necesarios para que las partes cumplan con sus decisiones y así no entorpezca o dilate el procedimiento de amparo.

En dicho artículo se propone como medidas de apremio, una sanción pecuniaria consistente en una multa de diez a doscientos días de salario, así como el auxilio de la fuerza pública, pues dentro del procedimiento de amparo la autoridad judicial, no puede hacer cumplir sus decisiones, ya que la actual Ley de Amparo carece de toda medida apremiante, esto provoca que las partes cumplan con lo que se les solicita en el momento que consideren pertinente o así les convenga, pues saben que el juzgador no tiene algún elemento legal para obligarlos.

Sin que pase inadvertido lo dispuesto en el artículo 209 de la Ley de Amparo, que prevé que la autoridad que se resista a dar cumplimiento a los mandatos u ordenes dictadas en materia de amparo serán sancionadas en la forma prevista por el Código Penal, aplicable en Materia Federal, para los delitos cometidos en contra de la administración de Justicia, ya que lo se requiere es la inmediatez dentro del procedimiento y con ésta sanción no se logra el objetivo pues se requiere de todo un procedimiento penal, por otra parte, no solo la autoridad responsable incumple con las decisiones del Juez, como sería el caso de no remitir las pruebas que se le soliciten o no realizar alguna actuación dentro del procedimiento, sino también las otras partes como sería el quejoso y el tercero perjudicado y aún las que no siendo partes, actúan dentro del procedimiento, como es el caso de los peritos o testigos pues no existen medio alguno de apremio en la Ley de Amparo para obligar a las partes a cumplir sus decisiones dentro del procedimiento.

Se propone que este artículo 3 tris debería quedar dentro del actual Libro Primero, del Amparo en General, Título Primero, Reglas Generales, Capítulo I, disposiciones fundamentales y con el texto siguiente:

“El Juez de Distrito, la Autoridad que conozca del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, para hacer cumplir sus determinaciones, están facultados para utilizar las siguientes medias de apremio:

Multa de diez a doscientos días de salario

El auxilio de la fuerza pública”  (Rosa Elena Rivera Barbosa, Tomo III, páginas 1754 y 1755)

ARTICULO  .-   Las multas previstas en esta Ley se impondrán a razón de días salario.  Para calcular su monto se tendrá como base al mínimo general vigente en el lugar en que realiza su actividad laboral el infractor. 

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá atenderse al vigente en el Distrito Federal en el momento de presentarse la demanda.

MOTIVOS.      En la vigente Ley se determina que debe prevalecer el salario vigente en el Distrito Federal, lo cual genera desigualdades, debido a que el salario se determina en razón de zonas geográficas, desde luego es distinto en cada una de ellas.  Por ello,  se estima conveniente que la multa sea congruente con la percepción que recibe el infractor en base a la zona geográfica.  En cambio, subsiste la referencia al salario mínimo para determinar la competencia, porque ser éste el motivo de la contienda y es sano que prevalezca uno distinto a los contendientes. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1898)

b) Los juzgadores para hacer cumplir sus determinaciones, emitidas en los juicios de garantías, pueden valerse de los medios de apremio a que se refiere el artículo 59 del Código Federal de Procedimiento Civiles, supletorio a la Ley de Amparo por disposición expresa del artículo 2o. de la misma. El numeral citado en primer término establece en su fracción I como medio de apremio: “multa hasta de mil pesos...”.

De acuerdo con el artículo NOVENO transitorio del Decreto por el que se crea una nueva unidad del Sistema Monetario de los Estados Unidos Mexicanos, de veintiuno de junio de mil novecientos noventa y dos, “Las expresiones en moneda nacional contenidas “en leyes, reglamentos, circulares u otras disposiciones, que hayan entrado en vigor con “anterioridad al 1o. de enero de 1993, se entenderán referidas a la unidad monetaria que se “sustituye. Al computar, expresar o pagar dichas cantidades en la nueva unidad  monetaria, “se aplicará la  equivalencia establecida en el Artículo 1o.” y este último precepto del decreto de que se trata, en lo conducente, dispone que: “Se crea una nueva unidad del “sistema monetario de los Estados Unidos Mexicanos equivalente a mil pesos actuales…” 

El texto de la invocada fracción I del artículo 59 del código adjetivo citado, se encontraba vigente con anterioridad al primero de enero de mil novecientos noventa y tres. 

De lo relatado se advierte fácilmente que la medida de apremio consistente en multa “hasta de mil pesos”, en su más alto monto, se convierte en un peso actual, lo que resulta ser “letal”, ya que aquellos a quienes le son impuestas, prácticamente “mueren de risa” y cuesta más hacer efectiva la sanción, que lo que corresponde al máximo de la misma.

En consecuencia, se estima que la medida de apremio de que se trata podría incorporarse a la Ley de Amparo y establecerse que se impondrán hasta ciento veinte días de salario. Para este máximo se tiene en cuenta que la ley acabada de invocar ya prevé un monto igual en el artículo 224, tratándose de amparo en materia agraria. 

c) El texto del artículo 3o. bis de la vigente Ley de Amparo podría quedar redactado así:

Art. 3o. bis.-  Las multas previstas en esta ley  se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Los juzgadores podrán imponer multa hasta por ciento veinte días de salario, como medio de apremio en los casos en que esta ley no señale otra sanción.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso. (Emma Margarita Guerrero Osio, Tomo III, páginas 1992 a 1994)

ARTÍCULO 3o. bis. Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

*Es relevante  conservar el texto íntegro del Artículo  3o. bis; sin embargo, se sugiere tengan a bien suprimir la denominación “bis” y en su lugar asignar la numeración que corresponda, a fin de que exista una secuencia lógica y dinámica en la redacción de este texto. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2145)

ARTICULO 3o.- En los juicios de amparo todas las promociones deberán hacerse por escrito, salvo las que se hagan en las audiencias y en las comparecencias a que se refiere el artículo 117 de esta ley.

COMENTARIO.- En cuanto al primer párrafo del numeral en estudio, debe decirse que la salvedad que refiere para que las promociones no se hagan por escrito, cuando aquellas tengan lugar en las notificaciones, no es muy atinada, dado que como es sabido las notificaciones solo tienen el efecto de llevar al conocimiento de las partes la determinación del órgano de control constitucional y por lo mismo no es usual que éstas gestionen a raíz de la citada comunicación, más aún si tal notificación no se entiende en forma personal con el interesado, por tanto, resultaría conveniente suprimir ese supuesto, máxime si con ello no se altera la esencia del artículo comentado. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 74 y75)

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 3o. Bis.- Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

COMENTARIO.- La propuesta de reforma al respecto, es substancial, pues en esta se sugiere recoger aquella parte de los preceptos relativos en que se dispone la aplicación de medios de apremio o sanciones disciplinarias, y con ellos integrar un capítulo específico. Lo anterior se considera adecuado, dado que cuando el juzgador de amparo deba recurrir a tales medidas de disciplina encontrará en la legislación reglamentaria del juicio constitucional las bases sobre las cuales habrá de enmarcar su actuación, y al propio tiempo se protege con seguridad jurídica a las partes que intervienen en el procedimiento. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, página 75)

TEXTO ACTUAL

Artículo  3°.-

JUSTIFICACIÓN

Evitar que  sin justificación alguna se retarde la expedición de copias certificadas y se causen con ello perjuicios a las partes en el juicio; y así también evitar que se limite la facultad  impositiva  de  las entidades federativas.

TEXTO QUE SE PROPONE:

Las copias certificadas que
se   expidan   para   la  substanciación del juicio de
amparo, directo o indirecto,
no  causan  contribución
alguna, excepto las solicitadas directamente por los quejosos, las que se deberán expedir en un 
término no mayor de cuarenta y ocho horas posteriores a la fecha de la presentación de la solicitud. (Manuel Fuentes Muñiz, Anexo, página 165)

En virtud de que en el segundo párrafo del artículo 3° Bis de la vigente Ley de Amparo, se otorga al juzgador la facultad discrecional o potestativa para aplicar las multas establecidas en la propia ley a los infractores que, a su juicio, hubieran actuado de mala fe, se considera que toda vez que la mala fe para que exista y pueda ser objeto de sanción se tiene que probar, dicha facultad no debe ser de carácter subjetiva, y por lo tanto es conveniente suprimirla, a efecto de que el juzgador se concrete a aplicar las multas correspondientes, únicamente cuando este supuesto se haya acreditado plenamente.

B) REDACCION QUE SE PROPONE AL ARTICULO QUE CORRESPONDA, EN EL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO

Artículo 3° Bis.  . . .

El juzgador Sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley, a los infractores que hubieren actuado de mala fe. (Marino Castillo Vallejo, Tomo V, página 217)
IV. Lo previsto en el segundo párrafo del artículo 3 bis de la Ley de Amparo vigente, parece otorgar una facultad discrecional al juzgador de amparo, para imponer las multas, pues debe atender a la mala fe, siendo éste un concepto de significación subjetiva, además de que, de la consulta de los numerales 32, 49, 71, 90, último párrafo, 100, 149 penúltimo párrafo, 164 último párrafo, 169 penúltimo párrafo (entre otros), se pone de relieve que es inexacto que se atienda invariablemente a la “mala fe” para la imposición de las multas, pues basta la realización de la conducta a la presencia de la omisión, para que se actualice e imponga la sanción pecuniaria. (Dionisio F. Gutiérrez García, Anexo, página 230)
Capítulo II

De la capacidad y personalidad

Artículo 4.  El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

PROPUESTAS

El decretamiento de leyes y reglamentos que por su sola expedición se estima violatorios de la Constitución es una de las cuestiones que más daño causan a las bases de convivencia nacional, sobre todo porque los afectados jamás han encontrado una respuesta oportuna a sus acciones defensivas. Este fenómeno se presenta frecuentemente en materia tributaria, con la expedición de ordenamientos autoaplicativos que, debido a su alcance generalizado, provocan necesariamente oleadas de amparos que no encuentran resolución definitiva sino años o lustros después, cuando llegan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación después de múltiples tramitaciones previas.

Es ineludible buscar una fórmula efectiva para obtener en estos casos un pronunciamiento pronto de nuestro máximo tribunal sobre estas cuestiones.

Sin detrimento de otras acciones concretas de los quejosos, debería crearse una instancia especial ante la Suprema Corte al alcance de ellos, de sus organismos representativos o de los colegios de abogados, para que en forma directa e inmediata se pudiera provocar un pronunciamiento a ese máximo nivel sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes y reglamentos que hayan creado un malestar social, publicable en forma oficial y ampliamente difundida, de tal manera que resultara normativo para los juzgadores de menor jerarquía que tuvieran causas de este tipo en su jurisdicción, en vez del procedimiento inverso que actualmente rige. Sería positivo establecer en beneficio de quienes en estas situaciones no estuvieron en aptitud de inconformarse oportunamente por carencia de asesoría o recursos, un término adicional, a partir de la publicación oficial obligatoria del pronunciamiento, para reclamar la inconstitucionalidad de las leyes o reglamentos, mediante un procedimiento más sencillo, con todo lo cual la protección de la justicia federal abarcaría legítimamente a un mayor número de afectados, superando sus efectos relativos y concretos, lo que constituye un clamor en el foro nacional.

La medida apuntada vendría a evolucionar la llamada “Fórmula Otero”, en la que se sustenta el principio tradicional de que las ejecutorias de amparo únicamente pueden surtir efectos respecto a quien ejercitó la acción de inconstitucionalidad, sin generalizarlos a otros casos semejantes y, a la vez, dicha sugerencia no implicaría un juzgamiento político abierto del Poder Judicial de la Federación al Congreso de la Unión o al Poder Ejecutivo Federal, como emisores de leyes y reglamentos, lo cual también tradicionalmente se ha procurado evitar en nuestro medio, pues tales ordenamientos no se anularían en forma absoluta, a pesar de abrirse una interesante oportunidad de brindar protección a un mayor número de particulares afectados. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, páginas 115 y 116)

Reformas en relación con el principio del agravio personal y directo. (artículos 102, fracción I de la Constitución y 4° de la Ley de Amparo).

24.- De acuerdo con el artículo 107, fracción I, el amparo solamente puede pedirlo la persona a quien agravia el acto de autoridad, disposición que se repite en el artículo 4° de la Ley de Amparo, preceptos que son la base de las fracciones V y VI del artículo 73 que disponen, la primera, que el amparo es improcedente contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso y la segunda, que el amparo no procede contra leyes autoaplicativas que no causen agravio con su sola vigencia.

El interés jurídico se ha definido por la Suprema Corte de Justicia como un derecho subjetivo, como un derecho protegido por la norma, y en el juicio de amparo los jueces lo aplican rígidamente para desechar la demanda o sobreseer el juicio.

Es obvio que el juicio de amparo, como todo juicio, sólo debe promoverlo quien tiene legitimación activa, es decir quien tiene una razón o motivos válidos, objetivos, para promoverlo.  Un juicio civil, por citar un ejemplo, deberá promoverlo aquél que pueda obtener un provecho o librarse de una carga con la sentencia. 

25.- Pero en el mundo de hoy han adquirido relevancia derechos que en otro tiempo no tenían importancia, derechos que incluso, ya han sido, de alguna manera, incorporados a la Constitución Federal, como son el derecho a la protección de la salud y el derecho a un medio ambiente adecuado, que implica conservación del aire, del agua, de la flora, de la fauna y la inexistencia de la contaminación (artículo 4° de la Constitución párrafos 4 y 5). El artículo 73, fracción XXV, concede facultad al Congreso para establecer y sostener en la República museos, bibliotecas, observatorios; para legislar sobre monumentos arqueológicos e históricos, cuando su conservación sea de interés nacional; y por ello debo decir que, por una parte, el Estado esta obligado a la conservación de los monumentos; de los bosques, de la flora y la fauna y por otra los particulares tienen el derecho de gozar de un medio ambiente adecuado lo que implica aire, agua limpios y protección de los desechos venenosos o radioactivos, etc. 

Pero es el caso que la protección concreta del bosque o del monumento, del agua o del aire, no implica un derecho subjetivo.  Si al Gobierno del Distrito Federal se le ocurre talar el Bosque de Chapultepec para construir un estacionamiento, los habitantes de la Ciudad, y si se quiere de la República, podrán escribir en contra del proyecto, manifestarse, obstruir calles y carreteras, pero no pueden pedir amparo, porque no tienen un derecho protegido, porque no son propietarios del Bosque de Chapultepec.

Y estos intereses, que se llaman intereses difusos, que yo definiría diciendo que son derechos de todos y de nadie, necesitan ser protegidos.  Podría pensarse y promoverse la protección, mediante algún juicio contencioso administrativo; pero esto implicaría, en realidad, la desprotección porque se trataría de expedir 33 leyes diversas, una federal, una del Distrito Federal y 31 de los estados, lo cual implica, a la postre, que de alguna manera habría aspectos que no se protegerían.

Y si el amparo se creó para proteger al individuo y a las sociedades de los abusos del poder, para proteger los derechos humanos, estos derechos, incluso aquéllos que no tienen titular, deben ser protegidos; pero con el sistema actual del agravio personal y directo, observando en forma absoluta el interés jurídico a raja  tabla no hay forma de pedir amparo a menos que, y en esto consiste la reforma, se acepte que  el amparo, cuando de este tipo de derechos se trate, sea promovido por interés simple; pero como esto es peligroso o puede dar lugar a abusos, debe adoptarse con mucho tiento, con mucho cuidado; vale decir, señalar en una enumeración cerrada aquellos casos en los cuales se podría aceptar el amparo por interés simple, que pudiera ser promovido por cualquiera que demostrara su deseo de que se protegiera la fauna, la flora, los monumentos, la belleza natural.

Para que esta reforma tuviera éxito, debería hacerse una segunda excepción al principio de relatividad.  En este caso la sentencia que se dictara debiera tener efectos universales.  Y debe tener efectos universales por la naturaleza del objeto, ya que cuando hay un interés difuso, ya se dijo que es un derecho de todos y de nadie; por consiguiente, si se obtuviera el amparo contra un acto u omisión de una autoridad que fuere en detrimento del bien protegido, la justicia federal protegería el bien en beneficio de todos, trátese de monumentos históricos, de la fauna, de la flora por lo que la sentencia debe tener efectos universales. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1040 a 1043)

29.- La primera reforma que debe hacerse es limpiar a todos los preceptos de la ley de palabras inútiles, que en el curso del tiempo se le han ido agregando y que en lugar de hacerla inteligible, dificultan su comprensión, como por ejemplo:

En el artículo 4° se dice que el amparo puede promoverse por aquél a quién perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier acto que se reclame y cabe preguntar: para que la enumeración, si para comprender la hipótesis en que puede promoverse un amparo hubiera bastado decir que el juicio se promoverá por aquél a quién perjudiquen los actos u omisiones de las autoridades, ya que tanto la ley, como el tratado, como el reglamento, son un acto, evitándose la enumeración y en todo caso decir: “normas generales, actos y omisiones”. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1045 y 1046)

Certificación de la Representación Legal en el Juicio de Amparo.

A) Consideraciones de la Aportación

A partir de la Reforma Judicial de 1994 el Poder Judicial de la Federación ha invertido enormes esfuerzos en lograr que los jueces y magistrados, así como los demás integrantes de la carrera judicial, sean personas probas, de gran profesionalismo; todo ello con el propósito de mejorar nuestro sistema de impartición de justicia.  Sin embargo, esta loable meta no puede ser cabalmente satisfecha a menos de  que todos los agentes involucrados en el juicio y no sólo los juzgadores se rijan por los mismos principios. 

La enorme complejidad de las controversias jurídicas actuales, en especial las de algunos de los juicios de amparo,  ha provocado que en casi la totalidad de los asuntos las partes involucradas requieran de asesoría legal. Hoy por hoy, resulta indispensable que   tanto  los representantes de las partes, como los representantes de los terceros involucrados en el litigio actúen con profesionalismo y honradez.  La gran trascendencia del juicio de amparo como el protector de las garantías individuales y del estado de derecho, hace imperioso que no únicamente los jueces, sino también los abogados de las partes cuenten con los conocimientos, experiencia y honestidad necesarios para que la verdadera justicia, pronta y expedita sea una realidad en nuestro país, ya que el resultado del proceso depende de la adecuada labor de todos los agentes que forman parte del juicio y no sólo del juzgador y su equipo.

La necesidad de elevar la calidad de la abogacía  ha sido tema de preocupación y análisis de muchos juristas, incluso el Ministro Presidente de la Corte  Genaro David Góngora Pimentel, quien ha externado la necesidad de elevar la calidad de la preparación de los abogados mexicanos.
 En el caso del juicio del amparo es imperioso combatir a los “coyotes” y a los seudoabogados que se sirven de la chicana y el abuso del amparo para retardar la justicia y, en no pocas ocasiones, para sangrar al justiciable. Ello ha llevado a algunos doctrinarios a proponer la colegiación obligatoria como una solución, desgraciadamente, tal iniciativa no ha encontrado eco en la comunidad jurídica. En consecuencia,  en los párrafos subsiguientes se plantea una nueva redacción para el artículo 4 de la Ley de Amparo cuyo objeto es que, cuando menos, en el juicio de garantías las partes cuenten con la adecuada representación  legal que les garantice la  defensa de sus intereses.

La propuesta consiste en que la Nueva Ley de Amparo prevea que los quejosos y los terceros perjudicados deben actuar forzosamente a través de un representante legal. Los abogados que deseen ser representantes ante el Poder Judicial de la Federación deberán contar con un certificado expedido por la Suprema Corte de Justicia o el órgano del Poder Judicial de la Federación que ella designe, previa aprobación de los exámenes de aptitud con los que se acredite que cuentan con los conocimientos y capacidades necesarias. Para aquellas personas que no posean  los recursos para cubrir los servicios de un representante legal se asignará un defensor público o asesor jurídico en términos de los previsto por los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley Federal de Defensoría Pública. Los  servicios de la Defensoría Pública, conforme lo señala el artículo segundo, son  gratuitos, se rigen por los principios de probidad, honradez y  profesionalismo y su objetivo principal es  proveer  a personas de escasos recursos de una representación legal que salvaguarde sus intereses fundamentales en los procedimientos, sobretodo los de naturaleza penal.
 

Con esta medida se elevará la calidad de la substanciación del juicio, permitiendo al juzgador y a su equipo trabajar con mayor prontitud y  profundizar en la resolución de los asuntos. Con ello se busca acabar con  la inadecuada defensa  que en no pocas ocasiones provoca que los funcionarios judiciales dediquen buena parte de su tiempo a descifrar y luego a tratar de enmendar las promociones de algunos postulantes.

B) Título, Capitulo de la Ley de Amparo Actual

 TITULO I
REGLAS GENERALES

CAPÍTULO II De la Capacidad y Personalidad

Texto original

Artículo 4:- El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley , el tratado internacional , el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor o si se trata de un acto que corresponda a una causa penal por medio de un pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permite expresamente y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

Para el artículo  12,  se propone  sólo una reforma cambiando la palabra “podrán” por “deberán”. 

Las excepciones que la actual Ley de Amparo señala para el caso de menores (artículo 6) y para los actos que importen peligro de la vida, libertad personal, deportación destierro o los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal (artículo 17) quedarían intactos  aplicándose en todos los  casos lo previsto por el  artículo 4 y siguientes  que se proponen a continuación.

Los artículos 8 y 20 de la actual Ley de Amparo deberán  derogarse, pues los supuestos que en ellos  se contemplan (quejosos personas morales o plurales) quedarán incluidos en la nueva redacción del  artículo 4 y siguientes, al prever la representación legal obligatoria.

C) Redacción resultante 

Capitulo II.-  De la Capacidad, Personalidad y Representación en el Juicio de Amparo

Artículo 4. El juicio de amparo únicamente puede promoverse conforme a las siguientes disposiciones:

Sólo puede promoverse por la persona o personas, física o moral privada a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame;

El juicio de amparo únicamente podrá promoverse  a través de un representante legal certificado para litigar ante el Poder Judicial de la Federación, o por un defensor público o asesor jurídico  conforme a lo estipulado por  la Ley de la Defensoría Pública del Fuero Federal;

Si el agraviado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público  o asesor jurídico  según sea el caso.

Después del artículo 5 en el que se definen las partes en el juicio de amparo deberá agregarse un artículo en el que también  se prevea la representación legal forzosa para el o los  terceros perjudicados.

Artículo 5bis.- La representación legal forzosa es también aplicable para el  tercero perjudicado en términos de los previsto por los artículos 4 y 5. Si el tercero perjudicado no cuenta con la representación adecuada el órgano jurisdiccional tomará las providencias necesarias a fin de que se le asigne un defensor público  o asesor jurídico  según sea el caso.

Propuesta de redacción de los artículos que regulen  los exámenes de aptitud para quienes deseen contar con el certificado de litigante ante el Poder Judicial de la Federación 

 A fin de garantizar  el profesionalismo, capacidad y honestidad de  los representantes legales de los justiciables, en el juicio de amparo, será conveniente que la ley prevea los requisitos que deberán satisfacer, con tal propósito se propone agregar a la Nueva Ley de Amparo los siguientes artículos:

Artículo A.-  Para comparecer como representante legal en los juicio de amparo se requiere contar con el certificado correspondiente expedido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, él que deberá refrendares cada cinco años.

Artículo B.- Para contar con el certificado de representante legal ante el Poder Judicial de la Federación se requiere:

Ser ciudadano mexicano en ejercicio de sus derechos;

Ser licenciado en derecho con cédula profesional expedida por la Secretaría de Educación Pública; 

Tener cuando menos dos años de práctica profesional;

Gozar de buena fama y solvencia moral;

No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad mayor de un año;

Aprobar los exámenes de aptitud que señale la Suprema Corte de Justicia;

Los demás requisitos que la Suprema Corte de Justicia estime pertinentes, siempre que consten en Acuerdos Generales emitidos con seis meses de anticipación a la fecha de la práctica de los exámenes.

Artículo C.-  El certificado de representante legal será refrendando por la Suprema Corte de Justicia de la Nación cada cinco años, previo análisis del desempeño del abogado litigante.

Reformas a otros artículos a fin de que sean congruentes con el artículo 4 propuesto 

Artículo 6.-  El menor de edad podrá pedir amparo... el juez sin perjuicio de dictar las providencias urgentes le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, conforme a los establecido en el artículo cuarto.

Si el menor hubiere cumplido catorce años podrá hacer la designación del representante en el escrito de demanda, quien deberá contar con la certificación para litigar ante el Poder Judicial de la Federación.

Artículo 12.-  En los casos no previstos...


Tanto el agraviado como el tercero perjudicado deberán constituir apoderado para que los represente en el juicio de amparo...

Artículo 17.- Cuando se trate de actos que importen peligro...si el interesado la ratifica se tramitará el juicio, en el mismo acto deberá nombrar un representante legal en términos del artículo 4 de la presente ley.

NOTA:

Cabe apuntar que la propuesta  de someter a los litigantes a pruebas  de aptitud y conocimiento tiene en cuenta el hecho de  que estructuras similares ya están previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para el ingresos y ascensos en la carrera judicial, a través de los exámenes de aptitud y oposición, por lo que se estima que la infraestructura y organización de esos procedimientos  bien puede ser aprovechadas en  los exámenes para la certificación de los litigantes.
 (Ana Elena Fierro Ferraez , Tomo II, páginas 1168 a 1175)

2.- Así mismo debe ampliarse el concepto del quejoso, pues si bien es correcto que se le defina como la persona que reciba un agravio personal y directo, en algunos casos lo debería también ser quién pudiera ser afectado en alguna esfera de derechos especiales como el derecho a la salud, a la ecología, a una vivienda digna y decorosa
, educación, etc. Claro está que la procedencia del amparo en estos casos debe ser por excepción y en consecuencia en este supuesto si se justifica señalar casuísticamente en que casos procedería.

Por lo que respecta a la persona legitimada para ejercer la acción, se ha discutido si la puede interponer cualquier persona, o si por el contrario por tratarse de una controversia que afecta a la colectividad, sólo lo pueden hacer aquellos organismos no gubernamentales cuyo objeto es defender los intereses de la sociedad. Si se optara por la primera solución se correría el riesgo de que dichos organismos tuvieran el monopolio de la acción de amparo en tratándose de intereses difusos, lo que sería peligroso, pues independientemente de que hay organismos no gubernamentales que esconden sus intereses políticos en la defensa de los derechos de la sociedad, no hay que olvidar que el juicio de amparo sirve para proteger los derechos del individuo, razón por la que no puede quitársele a éste la acción de amparo, aún en esta hipótesis. Por el contrario si los organismos no gubernamentales no tuvieran concedida de manera expresa la acción de amparo no sucedería nada, pues de todos modos como personas morales de derecho privado, tendrían el legítimo interés de acudir en la defensa de sus derechos difusos, como cualquier otra persona. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1622 y 1623)

1.- Respecto de la improcedencia prevista en el artículo 73 de la actual Ley de Amparo quisiera hacer los siguientes comentarios:

a) Los autores del juicio de garantías tuvieron como una de sus principales preocupaciones el éxito de la institución, ya que sabían que los controles constitucionales previstos hasta entonces, como el Supremo Poder Conservador, habían fracasado, por lo que pensaron en la necesidad de limitar lo más posible su procedencia, para que el juicio que en ese momento nacía no se viera como una amenaza por los poderes que iba a controlar, sino que por el contrario tuviera éxito y se convirtiera en una institución eficaz de protección de los derechos fundamentales consagrados en la constitución.

Una de las formas que encontraron para limitar el control jurisdiccional de la constitución se consagra en el principio de agravio personal y directo, el que me parece adecuado; sin embargo hay algunos casos en los que el gobernado sufre las consecuencias de los actos de autoridad contrarios a la constitución o a la ley, y no puede acudir al amparo porque no se le causa un daño concreto a su persona o todavía no se lo ha causado. En algunos de estos casos la autoridad actúa de manera impune, porque sabe que no existe manera de anular su acto o exigirle responsabilidad, por ello cuando se trate de actos contrarios a la constitución o a la ley y que afecten o puedan afectar a los intereses de la colectividad en general o de un grupo determinado de personas, como excepción, en lugar de exigirse un agravio personal y directo debería de bastar un interés simple o difuso, es decir que la persona que solicitare la protección federal pudiera hacerlo por el simple hecho de haberse producido un acto que pudiera causarle algún daño; claro esta que habría que tener mucho cuidado en determinar los casos en los que por excepción  procediera el juicio de garantías por interés simple.

Algunos de los casos en los que podría exigirse el interés difuso serían los siguientes:

Supóngase que la autoridad competente decide fraccionar el Bosque de Chapultepec para hacer en él un conjunto residencial y/o comercial. Si bien es cierto esto no ha sucedido todavía, no hay que olvidar que uno de los últimos actos del presidente López Portillo fue consecionar el Desierto de los Leones para la tala de árboles, lo que causó una gran deforestación en la zona, y el consecuente daño ecológico lo que puede traer consecuencias para la salud no sólo para los habitantes del lugar sino para todos los que viven en la ciudad de México, pero como esto no le causa un daño personal y directo a ninguna persona, nadie pudo impugnar ese acto.

Piénsese en la construcción de una termoeléctrica o alguna industria de carácter peligroso en una zona habitacional, con violación al uso del suelo, pero insisto, como ello no causa perjuicio a nadie en concreto, ninguna persona puede impugnar su autorización, y en este sentido se han pronunciado los tribunales federales.

Como se ve el tema de los intereses difusos es de gran relevancia y actualidad, por lo que creo que si se va a elaborar una nueva Ley de Amparo, cuando menos debe hacerse un estudio serio de la pertinencia de incorporarlos a la Ley de Amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1634 a 1636)

ARTICULO .-  Esta legitimado para solicitar el amparo, aquel a quien directamente perjudique la Ley o acto de autoridad, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor, por un familiar o por persona extraña en los casos en que esta Ley lo permita, y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante o por su defensor.

MOTIVOS.     Se extiende la posibilidad de que el defensor promueva amparo  independientemente de la materia penal, porque  siendo el amparo un medio de control de constitucionalidad, la tendencia que debe campear es la de hacerlo más sencillo y asequible al directamente agraviado. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1899)

Antecedentes la figura del amparo si bien es cierto que la influencia anglosajona en especial la norteamericana, se encuentra impregnada en los antecedentes de la figura del amparo, también lo es que los padres del juicio de amparo en México, Manuel Crescencio Rejón, y Mariano Otero, quienes implementaron un amparo suigeneris, y mas avanzado que el norteamericano, siendo éste el amparo un medio de control, de las autoridades que conforman el gobierno en las tres instancias federal, estatal y municipal, al que recurre, el individuo, para protegerse de los actos de autoridad por violaciones a sus garantías individuales, esto es a petición de parte, aspecto del que no estoy de acuerdo, ya que la protección de garantías individuales, debe ser de oficio, es decir se debe modificar, la Ley de Amparo el Artículo 4 de la misma Ley en donde diga que el amparo se deberá otorgar de oficio, y con carácter obligatorio, por toda autoridad que conozca de una violación de garantías, de cualquier autoridad, administrativa o judicial en todos sus niveles, por la autoridad competente para otorgar dicho amparo, es decir el Ministerio Público del Fuero Común como el de la Federación, así como el Poder Judicial de los Estados y de la Federación tienen la obligación de vigilar la protección de la justicia federal en cualquier violación, al individuo y a la sociedad, de dar a conocer a la justicia federal competente de dicha violación para que ésta de oficio otorgue la suspención provisional y posteriormente la definitiva si procede, esto es se debe de modificar la ley en dos aspectos esto es que la protección y vigilancia de garantías individuales, sea de oficio y no tan solo a los individuos sino a la sociedad en su conjunto, siendo toda la sociedad vigilante de éstas, y la autoridad federal competente, de otorgar dicha protección, se haga de oficio, teniendo que substanciarlo, quien lo comunique a la justicia federal, esto es el Ministerio Público Federal o del Fuero Común, un particular, un grupo social, una autoridad administrativa, o autoridad jurisdiccional en el ejercicio de sus funciones, y esta protección será individual y social, es decir que se creara con la jurisprudencia correspondiente de la justicia federal, prácticamente un ordenamiento legal preventivo de violaciones de garantías individuales, el razonamiento a la propuesta anterior, es que en la mayoría de los casos quienes sufren violaciones a sus garantías, son las clases mas desprotegidas, marginados y pobres de la sociedad, sin tener éstos acceso a la protección de la justicia federal por escasez de recursos, o por falta de interés de su defensor de oficio, ya sea por exceso de trabajo, deficiencia o negligencia, creando esto un estado de derecho eficaz y apegado a la realidad es decir que la teoría se aplique a la práctica y no como sucede en la actualidad que una cosa es la teoría jurídica lo que señala los diferentes ordenamientos legales y otra, su aplicación. (Silverio Castañeda Ceballos, Tomo III, páginas 1988 y 1989)

Atendiendo a las transiciones y problemáticas en que se encuentra nuestro país, y en concreto en nuestro sistema de impartición de justicia, dentro del ámbito penal, es necesario realizar un cambio de fondo en nuestro esquema normativo, cuyo fin sea, que las disposiciones que se lleguen a legislar tengan como objetivo principal, proporcionar certidumbre jurídica a los gobernados en cada uno de los actos emitidos por la autoridad, con una pronta solución a sus problemas reales, por ende la reforma debe permitir que el gobernado, se sienta satisfecho de la impartición de justicia a la que tiene derecho y la que se le da, por lo que los órganos encargados deben ceñirse por leyes y normas que efectivamente regulen esa debida impartición de justicia, a la cual, todo gobernado tenga acceso de solicitar, mediante todos aquellos mecanismos de defensa e impugnación que la propia ley establezca, y que en el caso, pueda solicitar el resarcimiento de estos derechos que considera vulnerados, independientemente de la postura que tenga en la litis hablando en concreto de aquella de índole penal, porque la excepción, porque en otras materias, la postura de las partes se encuentra en igualdad de circunstancia, ya que los mismos alegan en forma directa sus excepciones, pretensiones, defensas y derechos, y sin embargo en materia penal resulta imposible de realizar, ante la presencia de la Representación Social, misma que no cumple con los principios rectores por lo cual fue creado, como se precisara con posterioridad.

Pues bien, ante las necesidades primordiales de impartición de justicia que exige nuestra nación, me permito hacer las siguientes consideraciones, como proyecto de ley, a efecto de lograr una reforma integral que permita el estricto cumplimiento de la aplicación de la ley, en el que independientemente de la postura en que se hallé el gobernado, tenga la posibilidad de ejercer sus derechos subjetivos que la propia Constitución le concede por el solo hecho de ser individuo y ciudadano mexicano.

Nuestro país, se encuentra regido por un conjunto normativo, que se fundamenta por la ley suprema, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo sistema ha creado un mecanismo de defensa, que impide la ruptura y desequilibrio de nuestra Carta Magna, esta protección opera a través de una formo de Control Constitucional, surgiendo como punto de estabilidad, el Juicio de Amparo, cuyo objetivo principal es salvaguardar por un lado, la supremacía constitucional de la ley y su estricta aplicación y, por otro lado la observancia y cumplimiento a la inviolabilidad de las garantías individuales o constitucionales, que goza todo individuo en su calidad de gobernado.

Atento a lo anterior, el control constitucional versara en dos hipótesis o vertientes, la primera cuando se vulnere la supremacía Constitucional de la ley y su estricto cumplimiento, por aquellos actos de autoridad que fueron emanados con liberalidad y arbitrariedad, sin tomar en consideración los estatutos que rigen nuestro sistema legislativo mexicano, dirigido a la generalidad de los gobernados, entendidos estos como personas físicas, morales y morales oficiales, quienes deberán acatar esas disposiciones señaladas, y que al ir más allá de sus facultades, vulnera el principio de la supremacía constitucional, y por ende los derechos de los gobernados; cabe señalar, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 40 de nuestra Carta Magna establece que “Es Voluntad del Pueblo Mexicano Constituirse en una República Representativa, Democrática y Federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida en los principios de esta ley fundamental”. Lo que nos permite entender la voluntad del pueblo mexicano de unirse en un una República Representativa, en lo que exista la democracia ejercida a través de su soberanía y la unidad de sus estados miembros conformando la federación integradora de nuestro país, regida por nuestra ley fundamental o suprema, en la que establece la forma de gobierno, el ejercicio de una facultad potestativa, a través de los poderes de la unión, en los casos de competencia de estos, y por los estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos establecidos por la Constitución Federal (artículo 41), por lo tanto al existir un acto de autoridad que va más allá de sus facultades previamente establecidas, en la promulgación de leyes, tratados o aquellos que afecten la autonomía de los estados en su régimen territorial, político, económico, social, cultural etcétera, viola el citado principio de supremacía constitucional, resultando por ende inconstitucional; al efecto nuestra ley suprema es clara y precisa al señalar la competencia de las autoridades dando un ámbito federal o local, tal y como lo establece en su artículo 133 que a la letra dice: “Esta constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del senado, serán la Ley Suprema de toda la unión. Los jueces de cada estado se arreglaran a dicha constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que puedan haber en las constituciones o leyes de los estados”. Dando origen a la supremacía constitucional, en la que toda autoridad respetará, sin mediar justificación alguna a realizar actos tendientes a violar tales disposiciones, lo que se robustece con el principio de exacta aplicabilidad de la ley, consagrado en su artículos 14 párrafo tercero de nuestra Ley Suprema, obligando de esta manera a toda autoridad, a su estricto cumplimiento; por lo tanto, lo que se desprende de nuestro citado artículo 1434, es que toda promulgación de leyes que se realicen por los estados miembros de la federación, no podrán ser inferiores a los derechos consagrados en nuestra ley suprema.

En este orden de ideas, una vez que se ha entendido que la promulgación de leyes y normas que emanen del Presidente de la República con aprobación del senado de los tratados internacionales, y aquellas promulgadas por el congreso de la unión, a través del poder legislativo, de acuerdo a la división de poderes que señala nuestro artículo 49 y 50 en el que consagra, que el poder legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se deposita en un congreso general que se dividirán en dos cámaras, una de diputados y otra de senadores, quienes se encargan de discutir y aprobar las leyes, mismas que serán ley suprema de toda la unión (artículo 133), en la que los jueces de cada estado, y las disposiciones internas se sujetaran a la misma, entendiéndose por ende, que no podrá legislarse ley alguna que quebrante lo establecido en nuestra ley suprema, ni aquellos actos que por su naturaleza reguladora vulneren los principios establecidos en la constitución, y como consecuencia resulten inconstitucionales; al efecto, nuestra ley suprema es cierta en establecer los medios de protección y cuidado de tales disposiciones, fijando la normatividad necesaria para que se cumplan tales principios, por aquellas autoridades que en ejercicio de sus funciones las vulneren, previendo, que en caso de haberse ya realizado la disposición inconstitucional, la inmediata restauración de tal ilegalidad, mediante la nulificación de aquella promulgación de ley o controversia suscitada entre los estados miembros, que haya transgredido los lineamientos preestablecido de acuerdo al pacto federal, y para el debido resarcimiento de dicha disposición inconstitucional deposita la facultad discrecional del poder judicial de la Federación, quien es el único órgano encargado de resolver la legalidad del acto o disposición emanada, declarando el derecho al caso concreto, a través de una Suprema Corte de Justicia, un Tribunal Electoral, Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, Juzgado de Distrito y en un Consejo de la Judicatura Federal (artículo 94 Constitucional), emitiendo para su debido funcionamiento las vías jurídicas de acceso, para promover mediante la acción constitucional la solicitud del amparo y protección de la justicia federal, a través de la instauración del juicio de amparo, interponiéndolo contra aquella disposición que le causa agravio, de acuerdo a las hipótesis normativas preestablecidas, mismas que se encuentra reguladas en el artículo 103 Constitucional que señala:

“Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I.-…

II.- Por leyes o actos de la autoridad Federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal”.

Hipótesis jurídicas que se forjan al promulgarse la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107, del 10 de enero de 1936, quien en su artículo 1º señala:

“El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite.

I.- …

II.- Por leyes o actos de la autoridad Federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invaden la esfera de competencia del autoridad federal”.

Lo que ratifica, el objetivo principal del juicio de amparo al salvaguardar, la supremacía constitucional de la ley y su estricta aplicación.

En segundo término, como lo habíamos señalado con anterioridad, es la observancia y cumplimiento a la inviolabilidad de las garantías individuales o constitucionales, que goza todo gobernado, cuyo parámetro principal versa en el artículo 1º Constitucional que dice:

“En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y condiciones que ella misma establece…”.

Imposición que resulta obligatoria para toda autoridad, que en función de sus facultades potestativas pueda emitir un acto de autoridad que viole sus derechos concedidos, como lo son las garantías individuales, ya sean de libertad, legalidad, seguridad jurídica, o de índole procesal etcétera, y ante tal situación surge el multicitado juicio de amparo, creado para resarcir los actos de autoridad que en forma ilegal o arbitraria, vulneran los derechos del individuo en su calidad de gobernado, y que, por la instauración del juicio de amparo a través de sus órganos jurisdiccionales, permite su resarcimiento, mismo que se encuentra regulado por el artículo 103 fracción I de nuestra Ley Suprema que a la letra dice:

“”…Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I.- Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales…”.

Lo anterior implica, que los principios regulados en nuestra Ley Suprema, se encuentran protegidos, por un juicio denominado de amparo, en el que todo gobernado sea persona física, moral a través de sus representantes, podrá solicitar el amparo y protección de la justicia federal, excitando de esta manera al órgano jurisdiccional federal, al resolver su controversia y declare el derecho al caso concreto, es decir, que mediante la resolución emitida por la autoridad federal, revoque o modifique aquel acto de autoridad que trajo como resultado la violación a sus garantías individuales, trayendo como consecuencia el control constitucional que ejerce la propia Ley suprema, surgido para hacer valer y preservar el debido cumplimiento a sus disposiciones Supremas.

Lo anterior, hace énfasis jubiloso, que nuestra ley suprema, en su articulado, permite advertir la gloriosa trascendencia histórica, cultura y social que el pueblo mexicano ha logrado a través de la lucha de ideas política, sociales y culturales que, enlazadas unas con otras conforman nuestro sistema judicial, que hace respetar la supremacía de su Ley Suprema y el respeto a los derechos del hombre, entendidos estos como garantías, individuales, en la que toda autoridad deberá respetar y salvaguardar en cada una sus actuaciones, apegadas en el estricto cumplimiento de la ley; logros y triunfos que, sin embargo, se ven vulnerados cada día, primero por las circunstancias imperativas de violencia e inseguridad social que afronta nuestro país, y segundo ante la ineficiente procuración de justicia que soslaya la Representación Social o el Ministerio Público, considerado como aquel órgano, que se le confiere el cuidado, y respeto en cada una de sus actuaciones, al actuar como representante del pueblo, de las clases humildes y huérfanas de justicia que depositan su confianza en aquel órgano de estado, que según les permitirá resarcir sus derechos, a través de esa representación, que, en la actualidad resulta endeble ante los problemas de corrupción e incapacidad jurídica, dejando en estado de indefensión total, a aquellos gobernados que por sufrir una injusticia social, ante los problemas de alta delincuencia y peligrosidad no pueden defenderse ni impugnar aquellas actuaciones insuficientes del Ministerio Público, limitados por la ley reglamentaria (Ley de Amparo), que transgrede las supremacía constitucional, al limitar al gobernado, ante un juicio criminal, que por no ser parte no puede hacer valer los derechos que le fueron consagrados por la Ley Suprema que brota de logros y alcances sociales y que van más allá de nuestras fronteras, y que, simplemente se minimizan ante tales limitantes jurídicas, viéndose vulnerada con esa postura, el goce y ejercicio subjetivo de su derecho constitucional, y el acceso al amparo y protección de la justicia federal, que en este caso resulta ser letra muerta, al no cumplir con el objetivo por el cual fue creado, como lo es, la salvaguarda de las garantías individuales; no pasa por alto que, nuestro sistema de impartición de justicia, procura para tal ofendido, el respaldo y protección de una institución de buena fe que representa los intereses de la sociedad, (Ministerio Público) a la cual, cede este gobernado sus derechos supremos que le confiere la constitución federal, al permitirle la Representatividad de sus intereses públicos subjetivos; al darle la pauta que tuviera la facultad acusatoria y gozara de un privilegio monopólico de ejercitar la acción penal, al solicitar la impartición de justicia a los órganos encargados a favor del gobernado; creándose en consecuencia la base de la división de funciones le es conferida al Ministerio Público en el artículo 21 Constitucional, que permitió que los gobernados no se hicieran justicia por propia mano, como uno de los objetivos principales de su creación; sin embargo, al encontrarnos en la actualidad con problemas de soborno, corrupción y falta de conocimiento técnico jurídico, suficiente para defender tales derechos, que debiera permitir por un lado la aplicación de las penas y medidas de seguridad como sanciones públicas aplicables al agente del delito por la comisión del hecho delictivo que se le impute, así como el resarcimiento de la reparación del daño ocasionado en detrimento o perjuicio del ofendido que surge como resultado de la litis penal instaurada, la cual resulta ser el objetivo principal del gobernado, que fue quien, en forma directa y personal resintió la acción criminosa que le produjo como consecuencia, del detrimento de sus derechos reales o personales, mismo que ante la presencia del órgano Técnico de la acusación, deben ser solicitados clara y precisamente con toda la pericia debida, en su pliego consignatorio y acusatorio, en el momento procesal respectivo, haciendo valer las consideraciones de hecho y derecho, jurisprudencias y leyes afines, a fin de cumplir con esa función acusatoria que, se ve minimizada a expectativas de derecho, que ante el error, corruptela y falla técnica del tal organismo, traen como resultado no lograr el cometido principal de Representatividad en pro de los derechos del ofendido, resultando que no recupere de lo que fue privado y pro ende no se le haga justicia, creando notoria impunidad; lo anterior, es una vivencia cotidiana que afronta nuestra sociedad en la actualidad, y ante tales acontecimientos deja en estado de indefensión a tal gobernado u ofendido, no bastando que se le finque responsabilidad al funcionario del Ministerio Público, por su actuar, y que pague institucional y penalmente por la falta incurrida; pues, al resultar responsable el servidor público, debe responder por los daños y perjuicios al ofendido por aquella mala actuación ministerial la cual en la actualidad se realiza institucionalmente, olvidando que el patrimonio que cuenta la institución de procuración, pertenece al erario nacional, dentro de los gastos de la administración de pública, y el pagar estos daños y perjuicios con dinero del erario nacional por los errores y corruptelas incurridas, originaría la pérdida de pagos y contribuciones que realizan los gobernados que son destinados en pro de la administración de justicia, y no para solapar actuaciones delictivas de esa institución, por lo que a juicio personal, no es la vía correcta para que se resarcen los derechos vulnerados del gobernado en su calidad de ofendido, por lo que es urgente que tenga acceso al medio de impugnación constitucional, que le permita realmente resarcir sus derechos vulnerados por tal acto, por lo que ante esa razón, debe ser factible que el gobernado en su calidad de ofendido pueda solicitar el amparo federal; pues aún, suponiendo la buena voluntad de los legisladores, ante esta legislación monopólica, se olvidaron de que tal institución pudiera caer en errores, técnicos o personales y que por su propia naturaleza de los actos que se emiten resulten de imposible reparación al no contar y quedar fuera, de un medio de control y defensa, que pueda poner un orden y esclarecer en forma real esas solicitudes y exigencias de justicia, y no que queden en meras expectativas de justicia, como se ve en la práctica diaria, cubriendo de esta forma las lagunas jurídicas que existen en la actualidad, cuando se recurre a la institución ministerial y esta a través de sus funcionarios por demás, elitistas, demagogos, corruptos y demás, con suma prepotencia cuando lo consideren atender y procurar justicia, empiezan sin la debida honradez, lealtad, honestidad y rapidez en una indagatoria, una prosecución y acusación endeble y falta de técnica jurídica, quedando en definitiva una resolución que no satisface, todo el juicio penal quedando en nada, o como en el principio, creando de esta manera impunidad; es aquí el por qué de la importancia de la reforma que no limite al gobernado y abra las posibilidades, para que goce realmente de todas las garantías que consagra nuestra Ley Fundamental y no sea letra muerta ese derecho subjetivo constitucional, debiendo dejar en igualdad de circunstancias al ofendido con el indiciado, encausado, procesado o sentenciado, en su calidad de gobernado o individuo, el cual tiene el pleno derecho de gozar de todas las garantías que concede la constitución misma a todo individuo, y en el caso de una debida impartición de justicia.

Asimismo, debe precisarse que el hecho de que, al permitirle el acceso a la solicitud de amparo, se pretenda limitar o quitar la facultad acusatoria, ni el ejercicio monopólico de la acción penal al Ministerio Público, pues, lo que se pretende con esta reforma, es el exacto cumplimiento del principio de la supremacía constitucional, el respeto y cuidado de la salvaguarda de las garantías individuales a que tiene derecho todo individuo en su calidad de gobernado, para que exista cabalmente un control constitucional, en el que cumpla con uno de los objetivos por el cual fue creado; para que las exigencias sociales de impartición de justicia sean ciertas y no queden en puras expectativas.

Por otra parte no pasa desapercibido, el criterio pronunciado por diversos juristas e instituciones, el considerar que al ofendido no le debe importar si se acredita o no el cuerpo del delito y responsabilidad penal del agente, ya que a él lo único que le debe importar es que se le satisfaga la reparación del daño, tan es así que es lo único que se le permite impugnar en vía de amparo, en este sentido desde mi punto de vista, considero que es una postura impositiva, fuera de los logros y avances históricos de nuestra legislación mexicana, pues es pertinente hacer mención en este sentido, que si bien el ofendido al momento de recurrir ante las autoridades de administración e impartición de justicia, es con el fin de que se la satisfagan de nueva cuenta sus derechos que le fueron vulnerados por una conducta considerada delictiva por la ley punitiva, antisocial por ser reprochada socialmente por el común de la gente y, pública por dañar el bien común, y del que resultó dañado su patrimonio, su integridad u otro bien jurídico tutelado por la ley, y por otra parte va con el fin de que tal agente criminal, se sancione conforme a las leyes penales aplicándole las penas y medidas de seguridad, haciéndole reprochable su actuar para prevenir su reincidencia y procurar su readaptación de los individuos, y consecuentemente su reparación del daño; sin embargo, yo me pregunto si después de haber hecho toda una serie de actos procesales ante las autoridades plenamente facultadas para la persecución y acusación de los delitos y recurrido al órgano jurisdiccional al cual se le faculta para la aplicación de las penas y medidas de seguridad que la ley le impune al sujeto por su actuar, resulta que por falla técnica, corruptela u otro acto análogo, permite que no se acredite el cuerpo del delito ni mucho menos la responsabilidad penal del agente, la psiquis o ánimo de los gobernados se defrauda, al ver salir al sujeto del delito como Juan por su casa, porque a juicio del juzgador no existieron elementos de prueba suficientes para integrar el cuerpo del delito, ya que el Organo de la Investigación, Persecución y todo lo demás, no reunió tales requisitos, no tuvo tiempo, o simplemente le falló su leal saber y entender como órgano técnico, perito en la materia, etc. etc., al cual simplemente se le fue, trayendo en consecuencia la no acreditación del cuerpo del delito o la responsabilidad penal del agente, y ante tales circunstancias, vemos reflejado, que sí, le debe interesar al ofendido, que se integren tales requisitos, ya que tal resolución no le dio la satisfacción que el agente del delito pagara ante la ley por la conducta criminosa que cometió, pues no hay que olvidar que el común de las personas siente y sufre por la pérdida de un familiar, un ser querido, o en sus bienes más personales, entendiendo que no sólo se limita a que se le pague la reparación del daño, sino que sus intereses van más allá como es evidente en este apartado, por ende al no acreditar tales premisas del cuerpo del delito o responsabilidad, vulneran las garantías del gobernado en su calidad de ofendido en un juicio criminal.

Es de recordar que tal limitante se inicia desde la determinación de los sujetos procesales considerados como partes en el juicio de amparo y aunque aparezca reiterativo es necesario recordar en este aspecto, lo que ciñe en la actualidad el artículo 5º de la Ley de Amparo;

Artículo 5º de la Ley de Amparo:

Fracción I.- “El agraviado o agraviados;”

Tomando en consideración que el agraviado o agraviados es aquel sujeto de derecho, que por aquel acto de autoridad (sea de una ley, un tratado, un reglamento o cualquier otro acto) sufre un agravio personal y directo que le inculca la violación de sus garantías individuales o constitucionales, y que en su calidad de gobernado tiene la posibilidad de impugnar cualquier resolución o acto que vulnere sus garantías constitucionales, en consecuencia, si en concreto nos basamos a un gobernado que en un asunto criminal tiene la calidad de víctima u ofendido, no puede mediante la vía jurisdiccional impugnar las resoluciones esas garantías individuales, aunque nuestra ley reglamentaria no especifique esta calidad de parte, nuestra ley suprema se la concede desde el momento que es considerado como individuo en calidad de gobernado y por ende, goza de las garantías que otorga la misma, por lo que en este sentido consideró que debe entablarse en el presente apartado su calidad de agraviado ampliamente y no nada más para el efecto de la reparación del daño, pues la circunstancia de que al resolver en forma desfavorable para el ofendido, quien sufre directamente el agravio personal y directo es éste, y no el ministerio público como erróneamente se considera, en virtud, de que si bien, el ministerio público es quien representa a la sociedad, esto no implica que sea él quien sufra el agravio directo y personal, ya que como ente jurídico su ámbito queda limitado, como se mencionó con anterioridad al conformarse la forma de gobierno, y permitirle la representatividad a esta institución, no limitó en sus derechos constitucionales del gobernado, el solicitar la debida impartición de justicia, no defenderse por sí ante las instituciones legales competentes para el ejercicio de sus derechos de ciudadano, ni mucho menos ser limitado en garantías de seguridad, certidumbre jurídica y exacta aplicación de la ley, lo único que debió y debe tomarse en cuenta, es de que esta cesión de derechos, es para no hacerse justicia por propia mano, ni hacer de esas acciones venganzas personales, por lo que la limitante, del derechos de solicitar el amparo de la justicia federal, únicamente para el efecto de la reparación del daño, resulta fuera del marco legal por la autoridad, cuando de constancias se establezca que se violan totalmente sus garantías, por error o deficiencia del ministerio público en su representatividad, sin que el órgano jurisdiccional pueda suplir sus deficiencias, a efecto de no invadir la división de funciones, dejándose en consecuencia, en total estado de indefensión al ofendido o la víctima en este tipo de circunstancias, resultando notoriamente perjudicado sin poder promover el juicio de amparo, para que se le puedan resarcir sus garantías, al solicitar el amparo y protección de la justicia.
limitación que se observa claramente en el artículo 10 de la ley de amparo que a la letra dice:
“El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación del daño o de responsabilidad civil...”
Por lo que considero, que la propuesta que debe confirmar la reforma constitucional en el sentido de su calidad de parte en el juicio de amparo, debe versar en una amplitud de acción constitucional que tiene todo gobernado, y en concreto el ofendido o víctima, existiendo de esta manera un verdadero control constitucional de las garantías y de la función del ministerio público en todas y cada una de sus actuaciones, ya que como lo hemos observado, las garantías otorgadas a todo gobernado, son en amplitud general, y por lo tanto no deben limitar tal gobernado ni sus garantías individuales, que al igual que el indiciado, procesado o encausado tiene derecho, como lo especifica en su artículo 20 y demás relativos de la constitución, que aunque son garantías de defensa reflejan un sinnúmero de derechos procesales que pueden ser impugnados en vía de amparo, y la pregunta correspondiente sería ¿y, el ofendido en dónde queda sus garantías individuales cuando en ningún momento ha perdido su calidad de gobernado, con plena capacidad de goce y ejercicio constitucional a los que tiene derecho?, tal y como se ha hecho énfasis en todo este análisis.
Habida cuenta lo anterior, la reforma de la ley de amparo en su capítulo II de la capacidad y personalidad, el cual en la actualidad dispone:
“art. 4.-...” (se transcribe).
para quedar como sigue:
Art. 4.- el juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o quien tenga derecho a hacerlo; en los juicios del orden criminal, tanto el procesado, la defensa y el ofendido que tenga debidamente acreditado en autos su calidad de coadyuvante.
Art. 5.- son partes en el juicio de amparo:
I.- el agraviado o agraviados que, independientemente de su calidad de parte en una controversia de diversa naturaleza, el acto que impugna le perjudique en forma personal y directa, sus garantías individuales, fundando y motivando el interés jurídico que reclama.
II.- la autoridad o autoridades responsables.
III.- (se deroga).
a), b) y c).- (se derogan).
IV.- ...
Art. 10.- (se abroga párrafo inicial parte primera).  en los juicios del orden criminal, podrán promover el juicio de amparo en contra de los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño.
Una vez expuesto lo anterior, en la que el suscrito he manifestado las consideraciones de hecho y derecho a juicio personal podrían coadyuvar, en una reforma que integrada de nuevas ideas y perspectivas, que buscan una mejor administración e impartición de justicia que tienen derecho y la que se les da, abundando la confianza en recurrir a los órganos encargados, llevando sus denuncias con el fin de que efectivamente se satisfagan sus derechos vulnerados. (José Antonio Hernández Pablo, Tomo III, páginas 2004 a 2022)

ARTÍCULO 4o. El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la persona física o moral  a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante legal, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a  un procedimiento penal, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permita expresamente; y promovida la demanda, sólo podrá seguirse y en su caso ampliarse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2145 y 2146)

PRIMERA CONSIDERACIÓN

ARTÍCULO 4° DE LA LEY DE AMPARO

La Ley de Amparo vigente no contempla que la víctima u ofendido, tengan derecho a solicitar la protección de la justicia federal en contra de las resoluciones de segunda instancia, en el procedimiento penal, que consideren afecta su esfera jurídica, por lo que se sugiere que dicha Ley establezca que tanto el sujeto activo como el pasivo del delito tengan el derecho de promover Juicio de Amparo cuando consideren que dicha resolución es violatoria de sus garantías, esto en atención al principio y garantía de igualdad que contempla la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 4° y 17. 

Por lo anterior, se sugiere se modifique la Ley de Amparo en su artículo 4º, para quedar de la siguiente manera:

“Art. 4º.- El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la Ley, el Tratado Internacional, el Reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí o por su representante; asimismo, si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, podrá promoverlo la víctima u ofendido, el procesado por sí o por su defensor, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta Ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.” (Eduardo Veraza Martínez-Cairo, Tomo IV, páginas 2358 y 2359).

Es así, que nuestra propuesta va hacia el artículo 107 constitucional porque de ahí habrá de derivarse necesariamente la nueva Ley de Amparo, y es entonces que proponemos reformas a la fracción I, en el principio relativo a instancia de parte agraviada, para que dicho principio se enriquezca con el interés público del estado para que la prosecución y resolución del juicio de amparo sea siempre oficiosa, pues al ser el amparo un procedimiento protector de las garantías individuales del gobernado, es trascendente que no quede al sólo arbitrio de la parte agraviada, puesto que la plena vigencia de los derechos humanos conlleva el más alto interés político en la realización de todo Estado de Derecho democrático, por cuanto que los derechos humanos son de alto contenido legitimador en la vida del Estado. (Felipe Chávez Carrillo, Tomo IV, página 2561).

En nuestro México existe una mínima información sobre los derechos difusos; también llamados derechos humanos de tercera generación por la doctrina francesa (1) , no existe una definición en concreto de los derechos difusos, pero el Doctor Héctor Fix Zamudio, menciona que como punto de partida, se pudiera intenta una descripción provisional de estos intereses, y los define así: “Como aquellos derechos subjetivos e intereses legítimos que corresponden a personas indeterminadas, pertenecientes a diversos grupos sociales, que se encuentran distribuidos en amplios sectores, de manera que no resulta fácil el establecimiento de los instrumentos adecuados para la tutela de los propios intereses…” (2), estos intereses son esencialmente el medio ambiente, el patrimonio histórico, arqueológico, artístico y cultural, entre otros.

Actualmente, en la vida contemporánea, nuestras autoridades originan conflictos que afectan no sólo a las personas individualmente consideradas, sino a grupos numerosos de individuos que pueden constituir amplios sectores de la población, esto, debido al gran desarrollo de adelantos tecnológicos y al progreso industrial, que se han presentado después de la segunda posguerra, en que la humanidad misma está implicada; y sin embargo, ha habido progreso en la vida social, pero lamentablemente también efectos negativos a veces en mayor proporción, puesto que se han dañado algunos de los intereses de los habitantes de nuestro territorio. “El Juicio de Amparo, tiene la ventaja de tener antecedentes históricos, y profundas raíces en México”. Así lo han manifestado grandes juristas mexicanos (3). Desde que empezó a practicarse el Juicio de Amparo en nuestro país fue por un agravio personal y de un número indeterminado de personas (4), el Juicio de Amparo puede llegar a ser una medida procesal correcta para prevenir daños colectivos, pues anula el acto reclamado y previene daños; y cuando se concede la suspensión, ordena que vuelvan las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación (5).

En la primera época del semanario judicial de la federación aparecen muchos casos en que un individuo promovía no sólo la defensa de su interés, sino también los de una comunidad (6).

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

En la época actual las Autoridades Políticas cometen muchas irregularidades en sus actos de gobierno por ejemplo el Ejecutivo Estatal que gobernaba en el año de 1991, en el Estado de Jalisco, sin pedir permiso al Instituto Nacional de Antropología e Historia ordenó colocar una estructura de acero sobre el patio principal del Palacio de Gobierno. Esta nueva construcción se cimentó sobre un tendido de concreto en la azotea, en el cual se apoyaba una seria de siete estructuras especiales deslizables por rieles que permitían cubrir y descubrir el patio oprimiendo sólo un botón.

La finalidad no era mala, el arquitecto asesor del Gobernador y responsable del proyecto admitió que nunca tomó en cuenta que dicha cubierta perjudicaría la imagen del edificio, no sólo desde el interior sino desde los cuatro puntos cardinales ubicados por las plazas de la Liberación, Armas y Laureles, así como la esquina de la calles Pedro Moreno y 16 de Septiembre.

Pero lo más serio es que tampoco contempló el peso de acero sobre paredes que datan del siglo XVI.

La construcción perjudicada con cada desplazamiento del techo las columnas que sostienen los muros de Palacio de Gobierno, habiendo más peligro en las escaleras y en la bóveda donde se encuentra el mural de José Clemente Orozco.

La autoridad violó la Ley de la materia además de una inversión de más de mil millones de lo que se especulaba, porque nadie supo realmente cuándo dinero se llevó a esta obra, posteriormente después de la Cumbre Iberoamericana, realizada en 1991 en esta entidad federativa, fue trasladado al Parque denominado solidaridad, actualmente se encuentra abandonado sin ninguna utilidad. Si no hayan retirado la estructura, los efectos hayan sido desastrozos. Estos perjuicios que ocasionan dichas autoridades, la sociedad no cuenta con instrumentos jurídicos con posibilidad de evitarlos, por lo que quedan sus intereses desprotegidos.

El peligro de estos daños, u otros similares afectar simultáneamente a muchos individuos, que constituye un fenómeno creciente y frecuente en las sociedades industriales. Las personas así lesionadas están frecuentemente en condiciones inadecuadas para obtener la protección jurisdiccional contra los perjuicios sufridos. Pueden inclusive ignorar sus derechos. Sus pretensiones individuales pueden ser demasiado mínimas el costo que en tiempo y dinero exige el proceso jurisdiccional, puede ser desproporcionado en relación con el resarcimiento posible. El anterior ejemplo nos obliga a recapacitar, para proponer medidas jurídicas de solución viables al problema, en los aspectos económico, político y social, y sobre todo en el ámbito jurisdiccional, que a las personas corresponde por la afectación, en un sector de la población, no organizada para defenderse.

El Juicio de Amparo tiene uno de los obstáculos más importantes para el acceso a los tribunales, en el concepto tradicional de la legitimación procesal, que se condiciona a la afectación de un interés directo, personal; y por otra parte, en el principio de congruencia de las resoluciones judiciales, en particular de las sentencias definitivas.

Tradicionalmente el que acude ante los tribunales federales, es preciso demostrar la existencia de una afectación en la esfera jurídica del justiciable y, por tanto, poseer un interés jurídico directo, que le otorgue legitimación procesal para actuar como parte en el proceso, cuando el interesado no puede acudir directamente, por tener alguna incapacidad o porque prefiere hacerlo por conducto de un representante; o cuando se trata de personas jurídicas colectivas, es preciso comprobar la existencia de un mandato judicial o de una disposición legal que otorgue dicha legitimación.

“En consecuencia, es la dimensión del grupo subjetivo lo que hace colectivo a un interés; pero es la indeterminación, la falta de límites precisos, en cuanto a la identificación de las personas que lo componen, lo que convierte a ese interés en difuso” (7); por lo tanto, el interés difuso se caracteriza, por corresponder a los sujetos de un grupo indeterminado, que se encuentran indefinidos, desorganizados, sin representantes legales.

Al crearse la acción colectiva en el juicio de amparo, la sentencia que lo concediera tendría efectos generales que beneficiarían a cualesquiera de los afectados, indistintamente si lo interpusieron o no.

En consecuencia, la representatividad en el ejercicio de derechos difusos correspondería a cualquiera de éstos (afectados), evitando un gran número en demandas y cumpliendo la garantía de una justicia rápida y expedita.

En el juicio de Amparo Mexicano la acción se limita a una afectación personal y directa y esto trae como consecuencia la relatividad de la sentencia.

Sin embargo los derechos difusos tiene limitación al tratar de ejercitar el juicio de amparo, ya que no reúne los requisitos que el artículo cuarto de la Ley de Amparo exige en el sentido de que sea por agravio directo y personal.

Dado que la naturaleza jurídica de los derechos difusos no ha sido bien determinada, supongo que lo anterior no hace posible que se ejercite la acción en el juicio de amparo.

JUSTIFICACIÓN.

Frente a estas limitaciones y restricciones ideadas por procesalistas clásicos, se encuentra el texto del artículo 17 constitucional, que llana y lisamente establece que: “los tribunales estarán expedidos para administrar justicia, en los términos y plazos que fije la ley”. En esta disposición constitucional no se habla de interés en el ejercicio d ella acción, tampoco se condiciona la facultad de acudir ante el órgano jurisdiccional en demanda de justicia a la previa prueba de la existencia de un derecho, o a demostración anticipada de la necesidad en que alguien se encuentre para preservar, declarar o constituir un derecho. En los términos del precepto constitucional citado, el acudir ante un juez en demanda de justicia, es uno de los derechos más esenciales del ciudadano, una garantía constitucional, otorgada a todo mundo, sin limitaciones ni condiciones.

Si una ley reglamentaria de procedimientos, no es más que una garantía de administración de justicia, consagrada por el precepto constitucional mencionado, cabría preguntar si las condiciones a que el artículo cuarto de la Ley de Amparo sujeta el ejercicio de la acción, deberían de ser constitucionales.

También han sido tradicionales los principios de la relatividad y la congruencia de los fallos judiciales. Por ese motivo, las sentencias que se dictan en la mayoría de los procesos poseen efectos particulares.

El limitado acceso a tribunales, acceso cada vez más selectivo, en épocas recientes, compromete necesariamente las doctrinas de la igualdad jurídica y de la igualdad ante la ley, y con ello, los principios del gobierno democrático, se ha hecho más selectivo el acceso a la justicia. Cada vez más, numerosos grupos d ella población pierden, por decirlo así, la posibilidad de perseguir judicialmente sus derechos. Los individuos que no pueden exigir judicialmente sus derechos, único medio institucional para hacerlos efectivos, no son prácticamente, titulares de ningún derecho. Los derechos que nos otorga la constitución constituyen una ventaja práctica para los mexicanos, sólo cuando existen instituciones que los hacer efectivos.

En respuesta a estos problemas propongo que nuestro Juicio de Amparo, contemple procedimiento clase, creando una figura jurídica específica, en beneficio de quienes se vieran afectados en cuestiones semejantes; es decir que a través de esta figura y por legitimación de la ley, pudiera representar a todos aquellos que se encuentren en las (sic)

Bajo ese contexto, deseo proponer que nuestra legislación se actualice, para que estos nuevos fenómenos sociales que están surgiendo.

Los Abogados necesitamos proponer modificaciones a nuestro derecho, de acuerdo a las necesidades que requiere. La sociedad

Propuesta:

1. Crear la Acción Colectiva dentro de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que conllevaría la modificación de los artículos 4 y 76 de la Ley de Amparo. (José Luis Enrique Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2569 a 2576).

ARTICULO 4º. El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los caos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

DEBERÁ DECIR:

ARTICULO 4º. El juicio de amparo puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de la defensoría pública, de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor. (José Reséndiz García, Tomo IV, página 2870).

ARTICULO 9.- El juicio de amparo puede promoverse:

I.- Por la persona física o moral a quien agravie la norma general o acto que se reclame, por su representante legal o por su defensor, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento penal, y

II.- Por cualquier persona en los casos del artículo 20 de esta ley.

Promovida la demanda, sólo podrá ampliarse y seguirse el juicio por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 4o.- El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

COMENTARIO.- Al igual que en el artículo primero, se estima necesario modificar algunos conceptos de los que se manejan, a fin de dejar bien delimitada la situación jurídica que se reglamenta, dado que en el precepto analizado, se define el concepto de legitimación en el juicio de amparo, y que como presupuesto procesal resulta trascendental o de suma importancia clarificar su alcance, por tanto, se propone canjear el concepto enunciativo de los actos que son producto legislativo (leyes, reglamentos, tratados internacionales, etc.) por “normas jurídicas” dado que así se involucran a todos los supuestos en general. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 82 y 83)
Artículo 5. Son partes en el juicio de amparo:

I.  El agraviado o agraviados;

II.  La autoridad o autoridades responsables;

PROPUESTAS

Autoridades Responsables.  En materia judicial, en el amparo por infracción de las garantías de legalidad y aplicación de la ley, los tribunales no deben ser considerados como partes. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, página 1774)

III.  El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter:

a).  La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento;

b).  El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstas afecten dicha reparación o responsabilidad;

PROPUESTAS

Las partes.

35.- Respecto de la parte quejosa existe el problema que implica el artículo 10 de la Ley de Amparo o sea, que solamente se pueden reclamar mediante el juicio de garantías aquellas resoluciones que dicten los tribunales penales, en el incidente de reparación de daño o de responsabilidad civil y aquellas resoluciones directamente relacionadas con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes afectos a la reparación o responsabilidad sin que, por consiguiente, el ofendido por el delito pueda presentar amparo contra resoluciones de distinta naturaleza.  La razón fundamental que se da para ello es que la acción penal es monopolio del Ministerio Público, que por consiguiente, sólo el o el reo pueden impugnar las resoluciones dictadas en el proceso penal.

De acuerdo con la Constitución, es cierto que, salvo el caso a que se refiere la fracción XVI  del artículo 107 de la Constitución, el Ministerio Público es el único que puede ejercitar la acción penal (art. 21);  pero la interpretación que se ha dado a esta facultad convierte el Ministerio Público en el dueño absoluto de la acción, haga lo que haga.  Por ello la reforma constitucional de 1994 facultó al ofendido a promover el juicio en contra de la negativa del Ministerio Público a ejercer la acción penal o cuando se desista de ella, lo que de alguna manera implica que el Ministerio Público ya no es el dueño absoluto de la acción penal, aún cuando es el único que puede promoverla, lo que no excluye la intervención del ofendido en el proceso, una vez ejercitada la acción, intervención  que podía calificarse de tercería coadyuvante y que sería como la intervención del tercero perjudicado en el juicio de amparo.  Por ello, es conveniente eliminar el artículo 10 de la ley, para que pueda el ofendido promover el juicio de amparo contra resoluciones dictadas en el proceso.  Asimismo habría que reformar la fracción III inciso b), del artículo 5 de la ley, para que el ofendido pudiera ser tercero en todos los amparos que promoviera el procesado, siempre y cuando se hubiera apersonado en el proceso.

Por otra parte, se niega la intervención del ofendido en el proceso porque se estima que lo mueven la venganza y el rencor y no el deseo de hacer justicia; que en muchos casos hay deseos de venganza es cierto; pero al mismo tiempo hay deseo de que el responsable reciba la pena que merece.

Y esto constituye una razón para aceptar la intervención del ofendido, ante la indiferencia lógica del Ministerio Público.  Por otra parte, la situación del ofendido en el proceso penal es la de una persona con una indefensión absoluta.  Se tiene derecho a que se repare el daño que sufrió; pero si dictan auto de libertad por falta de elementos, nunca podrá ser resarcido en el proceso penal y lo mismo ocurre si se dicta sentencia absolutoria, esté bien o esté mal dictada, haya hecho el Ministerio Público lo que debía hacer o no lo haya hecho, en cuanto aportar las pruebas necesarias para demostrar la responsabilidad del inculpado y la existencia del delito.  Y cuantas veces vemos que el Ministerio Público hace las cosas mal y el resultado es la liberación del presunto reo y la indefensión del ofendido, que nada puede hacer.

Estas reflexiones llevan más lejos; debería darse al ofendido intervención en el proceso, para que pudiera defender sus intereses; pero en tanto eso se hace, debe dársele la posibilidad de presentar el amparo en contra de las resoluciones esenciales del proceso: autos de sobreseimiento, autos de libertad por falta de elementos o de desvanecimiento de datos; sentencia definitiva, para que pueda defender su derecho a recibir una reparación, del daño que ha sufrido. 

Como es natural la intervención del ofendido en el juicio de amparo como quejoso o como tercero sería de acuerdo a las reglas y principios del juicio de garantías. 

36.- El artículo 5° en la fracción III, que se refiere a los terceros perjudicados, distingue al tercero en materia administrativa, del tercero en asuntos judiciales y en asuntos de carácter penal.  Respecto de éstos, como dije, debería admitirse la intervención del ofendido como tercero perjudicado en los amparos penales, por las razones ante dichas.(Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1056 a 1059)

c).  La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se trate de providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan interés directo en la subsistencia del acto reclamado.

Con idéntico criterio, propongo reformar el artículo 5 fracción III inciso b) de la Ley de Amparo, a efecto de que el ofendido o la víctima de un delito puedan participar en el Juicio de Amparo como terceros Perjudicados, acorde a las Garantías que les otorga el artículo 20 Constitucional.   Así, propongo que el texto del artículo 5 fracción III inciso b) de la Ley de Amparo quede de la siguiente manera: 

ARTICULO 5:

III.-

b) El ofendido, la víctima  o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito. ( Jorge Chessal Palau, Tomo II, página 788)

4.- El Ofendido por el delito como Quejoso o Tercero en el Juicio de Garantías.

Los artículos 5 fracción III, inciso b) y 10 de la Ley de Amparo tratan de manera diferente la manera como el ofendido por la comisión de un delito o la persona que tiene derecho a la reparación del daño, pueda actuar en el juicio de garantías.

Mientras que el ofendido o el que tiene derecho a la reparación puede actuar como tercero perjudicado en los juicios de garantías interpuestos por el reo en contra de la sentencia que además de encontrarlo culpable del delito lo obliga a reparar el daño y en contra de los que se interpongan para impugnar violaciones procesales
 o la interlocutoria que resuelva el incidente de reparación del daño, no puede actuar como quejoso en contra de las sentencias que absuelvan al presunto delincuente y las que lo condenen, aunque en ellas se resuelva la responsabilidad económica del delincuente al determinarse el  monto de los daños, ya que sólo podrá atacar con ese carácter, las violaciones procesales impugnables en amparo indirecto y las Interlocutorias que resuelvan el incidente de reparación del daño.

Lo primero que se puede decir es que los dos preceptos tratan de una manera diversa la participación del ofendido por el delito o sus causahabientes, lo que no me parece correcto, pues aunque participen con diverso carácter, en ambos casos su interés será obtener la reparación del daño causada por la comisión del delito. Pero lo más importante es que a la persona ofendida con el delito, prácticamente se le priva de la acción constitucional de amparo, pues con el pretexto de que la acción penal es un monopolio del Ministerio Público, y que con ella no se busca obtener venganza, sino defender los intereses de la sociedad, lo cierto es que se restringen los derechos del ofendido y con ello se reducen drásticamente sus posibilidades de obtener la reparación del daño.

Por estas razones considero que debería recapitularse sobre este tema y recordar la vieja tesis de la Corte que estimaba que la sentencia que absolvía al delincuente trascendía a la reparación del daño. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1624 y 1625)

COMENTARIO: La fracción tercera inciso a) del Artículo Quinto de la Ley de Amparo, limita la posibilidad de que personas distintas a las señaladas en este precepto, puedan ser consideradas como terceros perjudicados.

En efecto, si el amparo es promovido por el actor, el tercero perjudicado es el demandado.  Si este lo hace valer un tercero extraño, son terceros perjudicados tanto el actor como el demandado.

Empero, bajo el supuesto en el que exista pluralidad de actores o demandados, la ley no contempla que alguno de estos, sin ser contra parte o tercero extraño, pueda intervenir con tal carácter.

Es decir, tanto el co-actor como el co-demandado, o ambos, pueden tener el carácter de tercero perjudicado, cuando el amparo es promovido por otro semejante. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2043 y 2044)

IV.  El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten intereses particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Público Federal no podrá interponer los recursos que esta ley señala.

PROPUESTAS

VII.- Modificar el artículo 5 Fracción IV de la Ley de Amparo reformada el 10 de Enero de 1994, para precisar que el Ministerio Público Federal podrá interponer los recursos contenidos en el artículo 82 de esta Ley, siempre que tenga LEGITIMACIÓN E INTERÉS JURÍDICO, siguiendo los lineamientos del Amparo en Revisión Número 2,971/88, resuelto por el H. Pleno de la Suprema Corte, siendo Ministro Ponente FRANCISCO PAVÓN VASCONCELOS. En dicha Ejecutoria, se argumenta: 

“…sólo están legitimados en la causa:… los que jurídica y directamente van a ser afectados en sus derechos por la sentencia y, asimismo, únicamente tiene legitimación para recurrir ésta, la parte a la que la resolución haya afectado en su derecho, regla que se recoge también en el juicio de amparo tratándose del recurso de revisión.

En efecto, si velar por el orden constitucional y el interés público significa en el caso a estudio la facultad de actuar en defensa del interés que la Constitución y las leyes señalan específicamente como propio de la institución Ministerio Público, el concepto es correcto; pero si con ello se pretende sostener que con la sola invocación genérica o abstracta de defender la constitucionalidad, el Ministerio Público puede interponer los recursos en el amparo con toda discrecionalidad y fuera del interés que específicamente le encomienda la ley, se estará desfigurando, de entrada, el concepto de interés jurídico, que ya no estará sujeto  a la comprobación técnica acerca de si se dan objetivamente los supuestos de la norma específica, sino que bastará la expresión subjetiva del recurrente”. Mas adelante, se expresa: “Como corolario de lo expuesto debe considerarse que la atribución otorgada al Ministerio Público Federal para vigilar la constitucionalidad y legalidad en el juicio de amparo, como parte, no implica la de interponer recursos sin la demostración objetiva de que la resolución impugnada afecta el interés jurídico que la Constitución o las leyes le encomiendan de manera específica”. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, páginas 868 y 869)

XI.- Modificar el artículo 5 fracción IV de la Ley de Amparo reformado el 10 de enero de 1994, para otorgarle al Representante Social la facultad de interponer los Recursos de la Ley de Amparo siempre que tenga legitimación e interés jurídico. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, página 872)

1. Propongo una adición al artículo 5º, párrafo II, inciso c), parte final, de la Ley de Amparo, a fin de precisar que en el caso de la persona o personas que sin haber gestionado el acto reclamado tengan interés directo en la subsistencia del propio acto, sean designadas con toda precisión en el capítulo respectivo de la demanda de garantías, según las circunstancias de cada caso, pues la realidad y la experiencia demuestran que en infinidad de casos en que los actos reclamados debían permanecer subsistentes en beneficio de diversas personas y aun de comunidades enteras, estas jamás son oídas en el juicio de amparo respectivo, porque ni los agraviados las designan, ni los Juzgados de Distrito disponen de oficio tenerlas como terceros perjudicados. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, página 874)

37.- La fracción IV del artículo 5° otorga al Ministerio Público Federal el carácter de parte y lo faculta para intervenir en los juicios de amparo, para interponer los recursos, inclusive en amparos penales promovidos contra resoluciones de los tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la ley le impone para procurar la pronta y expedita administración de justicia; pero no se le faculta para interponer los recursos en amparos indirectos (sic) de materia civil y mercantil, excepto la familiar.

A esta redacción se llego después de 5 reformas al texto original, que sólo decía “son partes en el juicio de amparo:… IV El Ministerio público Federal”.  Y las reformas, todas, han tenido como finalidad hacer que el Ministerio Público Federal, de alguna manera, sea parte en el juicio, o sea, facultar al Ministerio Público para no intervenir en el juicio o facultándolo para interponer los recursos señalados en la ley, que por el sólo hecho de ser parte podría interponer, por lo que la reforma era inútil (véase, reforma a la Ley de Amparo, publicado en el Diario Oficial del 19 de febrero de 1951); se le facultó para promover la pronta y expedita administración de justicia (reforma publicada en el Diario Oficial de 7 de enero de 1980) y para interponer los recursos en amparos penales en que se reclamen resoluciones de los tribunales locales, y se le veda interponer los recursos en materia civil y mercantil, salvo en materia familiar (Diario Oficial de 10 de enero de 1994).

38.- Y si dije que las reformas fueron para darle vida al Ministerio Público Federal, lo hice con fundamento.  En las leyes de amparo de 1861, 1869, 1882 y en el Código de Procedimientos Federales de 1897, la autoridad no era parte en el juicio de amparo y era defendida por el Promotor Fiscal.  En el Código de Procedimientos Civiles de 1908 se otorgó a la autoridad responsable el carácter de parte y el Promotor Fiscal fue sustituido por el Ministerio Público y se le siguió considerando parte (art. 670 del Código citado).

A partir de entonces, la autoridad responsable se defendió sola y el Ministerio Público dejó de representarla, por lo que en una tesis de jurisprudencia antigua (se publico en el apéndice al tomo LXXVI del Semanario Judicial, 5ª época) se dijo que era una parte reguladora del procedimiento, que no era contendiente, que no tenía interés directo en el juicio en esta tesis se dijo también, que no debía tomarse en cuenta el recurso de revisión que interpusiera, lo que dio lugar a la reforma publicada el 19 de febrero de 1951. 

39.- En la realidad, en la mayoría de los casos, el Ministerio Público sólo hace un pedimento que presenta en las audiencias, generalmente anodino y superficial, al que nadie hace caso, lo que significa en la realidad que la institución no ha funcionado ni funciona y no lo ha hecho porque el Ministerio Público no tiene nada que hacer en el juicio de amparo. Los intereses del quejoso y del tercero perjudicado los cuida cada uno de ellos, la autoridad responsable se defiende por sí, y, por tanto, el Ministerio Público ni por el tercero, ni por la autoridad, ni por el quejoso interviene.  Se afirma que el Ministerio Público debe velar por el orden constitucional, debe vigilar y propugnar el acatamiento a los preceptos constitucionales.  Pero si esto fuere cierto, ¿cuál es el papel del Juez?  El juez al dictar sentencia en el amparo es quién vela por el ordenamiento constitucional y procura el cumplimiento de los preceptos de la Constitución.  Y si esto es así, y lo es, el Juez, al cumplir con su misión vela por la justicia, la seguridad y el orden y, como corolario, por los intereses de la sociedad, cumpliendo con el artículo 17 de la Constitución, buscando la justicia pronta y expedita.

Y en tales condiciones, el Ministerio Público queda sin función alguna, de la misma manera que no tiene función la quinta rueda de un carro que tiene cuatro.  Puede alegarse que debe cumplir las obligaciones que la ley le impone para procurar la pronta y expedita administración de justicia.  Independientemente de la deficiente expresión “administración de justicia”, porque la justicia no se administra, se imparte o no se imparte, se otorga o no se otorga, lo cierto es que el único precepto de la Ley de Amparo, que a tal obligación se refiere, es contrario a la división de poderes que establece la Constitución y, obviamente, a la independencia del Poder Judicial.  Tal facultad la confiere el artículo 157 de la Ley de Amparo, en cuyo primer párrafo se obliga a los jueces de Distrito a cuidar que los juicios de amparo no queden paralizados proveyendo todo lo que corresponda hasta dictar sentencia, en el segundo párrafo se faculta al Ministerio Público a cuidar el exacto cumplimiento de  esta disposición.  Y pregunto ¿el Ministerio Público vigilante del Juez? ¿el Ministerio Público, hoy por hoy, como órgano del Ejecutivo esta sobre el Juez?  Lo cierto es que, hasta donde yo sé, el Ministerio Público, con absoluta atingencia, no hace uso de esta facultad.   Por lo demás, se concreta, como dije, cuando interviene, a formular un pedimento, en ocasiones infundado y de ese pedimento queda una mención en la sentencia, una línea que dice el Ministerio Público formuló pedimento en tal sentido.

40.- En cuanto a la facultad de interponer la revisión en amparos en materia penal promovidos contra resoluciones de tribunales locales, por lo que he sabido, tal facultad ha dado lugar a que los Agentes del Ministerio Público soliciten dinero del quejoso, que ha obtenido una resolución favorable, para no interponer la revisión.  Así me lo han dicho compañeros que litigan en materia penal y, desde luego, resulta absurdo que el Ministerio Público Federal este litigando esos asuntos.   Pero ese absurdo tiene un remedio, que es substituir la actual redacción de la fracción IV del artículo 5° eliminando como parte al Ministerio Público Federal y facultando al Ministerio Público del proceso, sea federal, sea local, para que pueda comparecer como tercero perjudicado.  Y esto es lógico si en todas las controversias de tipo judicial se señala como tercero perjudicado a la contraparte del agraviado, ¿porque en materia penal no se ha de hacer?

41.-  Podrá parecer a muchos que esta eliminación del Ministerio Público Federal una medida excesivamente radical.  Tengo la impresión de que se sobrestima al Ministerio Público y se le considera una especie de superabogado, capaz de todo.  Pero cabe una observación; que todos aquéllos que intervienen en el juicio de garantías: postulantes, secretarios, jueces, magistrados, ministros, piensen que sucedería  si el Ministerio Público Federal deja de ser parte en el juicio de amparo.  Y si la respuesta es sincera, dirán que nada, porque,  repito, nada aporta, salvo honrosas excepciones en que hay agentes del Ministerio Público que realizan valiosos pedimentos, pero esas son las excepciones.  En materia civil y mercantil no intervienen y en ninguna de las dos pasa nada y lo mismo ocurriría en las demás materias. 

Por último, soy plenamente consiente  de que una solución como con la propuesta afecta a muchos intereses, en primer lugar, a los agentes del Ministerio Público adscritos a los diferentes juzgados, tribunales y Suprema Corte;  pero si se quiere ser congruente con la eficacia del juicio de amparo, con la rapidez con que debe dictarse sentencia, si buscamos leyes que sean útiles, una de las primeras cosas que debe tener el hacedor de la ley es quitar las instituciones que no trabajan ni funcionan.  Tal vez la dificultad más grande sea la inercia, las ideas anquilosadas; al Ministerio Público se le ve como la institución que debe intervenir en todo: en lo civil, en lo familiar, en lo penal, en todos lados se le encuentra y esto es malo para la propia institución, cuya papel debiera concretarse a ser el acusador en los procesos y el perseguidor de quienes  violen la ley, o sea, dedicarse a aquello a que lo faculta el artículo 21 de la Constitución.

En conclusión, el Ministerio Público en el amparo es un fósil, una institución que no tiene actualmente función en el juicio de garantías y, por ello, hay que suprimirlo.(Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1059 a 1064)

1.En primer término considero que para que sea más completa la nueva Ley de Amparo deben agregarse los artículos siguientes:

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el artículo 5º de la Ley de Amparo.

Artículo 5º Bis. Las partes en el juicio de amparo, pueden pedir, en todo tiempo, a su costa, copia certificada, o simple de cualquiera constancia o documento que obre en autos, las que mandará expedir el tribunal sin audiencia previa de las demás partes. 

Las copias certificadas de constancias judiciales serán autorizadas por el Secretario.

Artículo 5º Ter. No objetados en su oportunidad los documentos que se presentaren en el juicio de amparo, o resuelto definitivamente el punto relativo a las objeciones que se hubieren formulado, pueden las partes pedir en todo tiempo, que se les devuelvan los originales que hubieren presentado, dejando en su lugar copia certificada, cuando se trate de planos, esquemas, croquis y en general de otros documentos que no puedan ser copiados por el personal del tribunal, no podrán devolverse mientras el juicio no haya sido resuelto definitivamente, sin embargo podrán expedirse, a costa del interesado, copias cotejadas y autorizadas por el Secretario, igualmente puede la parte interesada, al presentar los documentos de que se trate acompañar copias de ellos, que se le devolverán previo cotejo y autorización del Secretario.

En todo caso de devolución de los originales, se harán en ellos, autorizadas por el Secretario, las indicaciones necesarias para identificar el juicio en que fueron presentados, expresándose si está pendiente o ya fue resuelto definitivamente, y en este último caso el sentido de la sentencia o ejecutoria. No es aplicable esta disposición a los documentos con que se acredite la personalidad.

Cuando no quepa en el documento la relación que previene el párrafo anterior, se le unirá una hoja en que se termine, poniendo el sello de la Secretaría de manera que abarque al documento y a la hora.

De la entrega de originales o expedición de copias certificadas se asentará razón en autos. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, páginas  1123 y 1124)

I.- LEGISLACIÓN ACTUAL.-

Los artículos 83 al 90 de la Ley de Amparo, regulan el Recurso de Revisión en general y completariamente el artículo 5º., fracción IV de la propia Ley, establece la intervención del Ministerio Público dentro del juicio de amparo, otorgándose la facultad para interponer ése y todos los recursos que establece la Ley.

El texto literal establece:

IV.- El Ministerio Público Federal quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta ley, inclusive para interponerlos en amparo penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia…"

Así pues, en el amparo bi-instancial según los anteriores preceptos, cabe el Recurso de Revisión para las partes en el juicio. A ese recurso, se contrae el presente estudio, y más exactamente el Amparo en materia Penal.

La razón es claramente preceptible:

Se afecta la Libertad Personal del quejoso, en los casos en que el Juez otorga la protección constitucional, contra actos privativos de la libertad individual y la Autoridad Responsable no recurre la sentencia protectora.

II. ANTECEDENTES Y LEGISLACIÓN ANTERIOR.-

El texto que databa de 1976 del artículo 5º., fracción IV de la Ley de amparo, anterior al texto vigente establecía:

"IV.- El Ministerio Público Federal, quien intervendrá cuando el caso de que se trata, afecta a su juicio el interés público; en los demás casos podrá hacerlo para promover la pronta y expedita administración de justicia. En los asuntos en que intervenga lo hará en los términos de esta Ley, y podrá interponer los recursos que señala la misma".

Posteriormente, se modificó en los siguientes términos:

"IV.- El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer recursos que señala esta ley, independientemente de las obligaciones que la misma le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia"

Estos textos propiciaron criterios encontrados que versaban sobre la facultad del Ministerio Público para interponer el recurso de Revisión en general.

Por una parte, hubo quienes se inclinaron abiertamente por reconocer la facultad en base al precepto que lo reconocía el carácter de parte en el Juicio de amparo.

De otro lado, hubo quienes sostuvieron que el papel del Ministerio Público, como parte, debía limitarse exclusivamente en su carácter de vigilante del orden constitucional, pero no con un interés propio para controvertir el derecho sustantivo sujeto a la litis constitucional, o sea, sin poder recurrir en revisión.

Esto es, se reconocía indiscutiblemente el carácter de la Institución del Ministerio Público como:

a).- Regulador del procedimiento.

b).- Órgano imparcial.

Con ello, se argumentaba que sin cuestionar el problema de fondo, esto es, sin hacer valer violaciones de derecho sustantivo del Ministerio Público podía limitarse a regular el procedimiento, de tal modo que fuese posible su intervención con ese carácter, pero sin tener un interés jurídico propio y directo, el cual sólo interesaba a las Autoridades Responsables conforme al artículo 87 de la Ley de Amparo.

En base a ese argumento, se llegaron a desechar o declarar infundados los recurso de revisión intentados por el Ministerio Público.

También, se argumento, sin llegar a la esencia del problema, que el Ministerio Público, representaba derechos sociales, en tanto que el Juicio de Amparo, tutelaba garantías individuales. O bien, que como  no se le ha dado al Ministerio Público la facultad de promover Juicio de Amparo, no puede iniciar una segunda instancia de algo que se le ha negado.

En fin, a todo argumento desconociendo el derecho del Ministerio Público a la revisión o sobre su incorrección como atribución dentro de sus funciones, se opone la letra de la ley vigente.

III.- QUÉ ES EL MINISTERIO PÚBLICO.-

Sin entrar a una amplia exposición histórica del surgimiento del Ministerio Público, como Institución dentro de nuestra estructura jurídica, cabe señalar que se trata de una institución compleja, cuya naturaleza no se ha precisado suficientemente, de ahí que sus atribuciones tengan ese mismo carácter impreciso. Se ha señalado que participa de las figuras del Procurador Fiscal español, pero también de un Ministerio Público en estricto sentido, de origen francés, y más aún, de alguna forma de la institución Anglo Americana del Attorney General (Héctor Fix Zamudio) Ministerio Público y Judicatura UNAM 1977 página 25.

En nuestro derecho, se trata de una institución que la Constitución enclava dentro de la organización del Poder Judicial Federal (capítulo IV), aunque la designación de los Funcionarios, la organización y su desenvolvimiento, están directamente a cargo del ejecutivo y dentro del área administrativa.

Cabe analizar el texto de la Constitución para apreciar que a la luz del artículo 102 de la Constitución, se establece la Institución del Ministerio Público cuya presidencia está a cargo de un Procurador General.

Véase el texto literal en lo conducente:

A. La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva, debiendo estar presididos por un Procurador General, el que deberá tener las mismas calidades requeridas para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia.

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, la persecución ante los Tribunales, de todos los delitos del orden federal y, por lo mismo, a él le corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita, pedir la aplicación de las penas e intervenir en todos los negocios que la ley determine.

En todos los negocios en que la Federación fuese parte, en los casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en los demás que deba intervenir el Ministerio Público de la Federación, el procurador General lo hará por sí o por medio de sus agentes.

El Procurador General de la República y sus agentes, serán responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones…"

IV.- PERSECUTOR O BIEN REPRESENTANTE SOCIAL.-

Distingue esa norma constitucional (artículo 102), en forma clara la Institución por un lado y las funciones del Procurador por el otro. De este, en esencia la de representar a la Federación y la de desempeñar el cargo de Consejero Jurídico del Gobierno.

Por otra parte, en lo que respecta en sí al Ministerio Público, se especifican claramente los lineamientos de su papel encomendado constitucionalmente y concretado en las funciones como persecutor de los delitos. En este ámbito, es el órgano o institución cuyas funciones o atribuciones se delinean en la siguiente forma en el precepto constitucional a estudio:

a).- Solicitar orden de aprehensión.

b).- buscar y presentar pruebas.

c).- Hacer que los juicios se tramiten con regularidad.

d).- Pedir la aplicación de las penas.

e).- Intervenir en todos los negocios que la Ley establece.

V.- POR QUE LA REVISIÓN?

Dentro de ese orden, la revisión como recurso en manos del Ministerio Público en Materia Penal, está incorrectamente tratada en la Ley de Amparo, pues la otorga al Ministerio Público como una Institución y ya se vio que se tendría que ubicar solamente en las atribuciones que tiene el Procurador como Representante Social, en torno a la vigilancia de la constitucionalidad y de la legalidad, en ello hay consenso general.

En efecto, coincidiendo con una corriente notable de opiniones en ese sentido, en un autorizado comentario a una edición de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, el Doctor Sergio García Ramírez califica al conjunto de atribuciones del Ministerio Público Federal, comprendidas en ese rubro, como de primer rango por encima de la titularidad de la acción penal y afirma:

"En esta dirección, el Ministerio Público prescinde de cualquier calidad de parte e incluso se desliga por así decirlo de la condición del órgano autoritario con intereses y fines institucionales propios suyos, para ponerse exclusivamente al servicio de la constitucionalidad y de la legalidad, esto es, de la juridicidad del estado de derecho. Por ello, es aquí donde con más fuerza descuella el carácter de representante Social que posee el Ministerio Público" Página 242 op. Cit. Serie Legislación Mexicana).

VI.- representante social versus ministerio público.-

La anterior afirmación de García Ramírez, es cierta en teoría, pero inexacta en la realidad porque se da como prioridad la organización del Ministerio Público y en un correcto análisis de sus facultades y atribuciones, se requiere no perder de vista que la norma constitucional finca las bases del Ministerio Público como Institución, y las funciones del procurador por la otra, si bien el Ministerio Público se ejerce por medio del Procurador y por los agentes nombrados por el Ejecutivo.

Ciertamente, es importante precisar los conceptos de Representante Social y de Ministerio Público en la práctica diaria de tales entidades jurídicas; de lo contrario se produce la confusión de ambas. Actualmente, eso ocurre.

Más aún, se dice que es inexacta la afirmación de que puede prescindir el Ministerio Público de su carácter de parte, cuando asume el de Representante Social, porque en la realidad no es así, tampoco el artículo 5º., fracción IV de la Ley de Amparo, hace este distingo.

En la vida jurídica, actualmente se le denomina indistintamente y esta terminología confusa llevó a la reforma de dicho artículo conforme aparece en el texto actual; por otra parte, en la práctica judicial son sinónimos Representante Social y Ministerio Público. Esta equiparación es errónea.

Además, aflora de inmediato la bipolaridad absolutamente contrastante en el ámbito jurídico, según se verá a continuación:

En una fase de averiguación, concretamente el ejercicio de la acción penal de la que es único titular el Ministerio Público, interviene como órgano persecutor del delito; luego, no es admisible que sin abandonar ese carácter, se desdoble y como Representante Social vele exclusivamente la constitucionalidad y la legalidad pues está presente indiscutiblemente su interés persecutor que solamente puede abandonar por desistimiento expreso del Procurador.

Es indiscutible que sus intereses en este aspecto, son encontrados en su contenido, pero necesariamente afines en su objetivo que es el de buscar la sanción de los delitos. Se pierde, pues, el pretendido carácter de Representante de la Sociedad, porque subsiste y aflora de inmediato la calidad de órgano persecutor.

Lo anterior se puede apreciar más claramente si se toma en cuenta que no existe, ni existiría un solo caso, en que el Ministerio Público interponga revisión contra una sentencia de amparo que haya negado la protección constitucional, contra un auto de formal prisión o una orden de aprehensión, por muy infundados que fuesen o por viciados de inconstitucionalidad que aparecieran. Tampoco se alza en recurso contra la negativa de amparo frente a una detención fuera de procedimiento judicial cuando es Autoridad Responsable el Ministerio Público investigador.

La ficción jurídica que justifica el recurso, salta a la vista.

Además, en la teoría del estado moderno, el ejercicio de la acción penal de suyo reviste el carácter de una facultad del Estado, preferente de salvaguarda de la sociedad la doctrina es copiosa en tal sentido y la constitución recoge esa corriente en el artículo 21:

"…La persecusión de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policía Judicial, la cual estará bajo la Autoridad y mando inmediato de aquél…".

Ciertamente, lo que se pretende con el ejercicio de la acción penal, es sujetar a proceso al inculpado y posteriormente precisada la acusación, obtener sentencia definitiva. Jamás, por absurdo, se dará el caso en que se ejercite acción penal y luego el Ministerio Público controvierta un juicio de Amparo, cuya sentencia sea desfavorable a los intereses del inculpado.

Se ha dicho siempre que en la aplicación de la Justicia, el Organo Jurisdiccional busca la verdad histórica y también los actos del Ministerio Público tienen esa finalidad como parte imparcial o de buena fe dentro del proceso penal, no obstante que se ha cuestionado siempre esa pretendida buena fe.

Sobre este tema, el Doctor García Ramírez, se pronuncia con sinceridad por la postura real que se describe en párrafos anteriores, sus palabras son tanto más reveladoras cuanto que confirman la irreconciliable dicotomía en que se sitúa el Ministerio Público al recurrir una sentencia de amparo penal que favorezca al indiciado:

"Tampoco discutiremos ahora los singulares y cuestionados caracteres del Ministerio Público en su calidad de parte procesal comprometida con el esclarecimiento de la verdad, más bien que con un designio formal de acusación. Empero valer insistir ¿, con alcance tanto para la averiguación previa como para el proceso, que el Ministerio Público se somete siempre al principio pro societate, en contraste con el Juzgador al que gobierna el principio In Dubio Pro Reo". Página 263 Op. Cit.

Nótese pues, que la línea que separa el carácter de órgano persecutor, de la función de Representante Social se vuelve invisible y se quiebra en la nada. A la vista jurídica de los agentes del Ministerio Público, que ejercen las funciones en los dos ámbitos, resulta en rigor un misterio incomprensible, sutileza a caso.

Para ellos el Ministerio Público que representan, es el poder real oponible al delito; esta en su ortodoxia.

VII.- PROCURADOR Y NO MINISTERIO PÚBLICO.-

Tanto los criterios que prevalecieron en torno a los textos anteriores de la fracción IV del artículo 5º., de la Ley de Amparo cuanto la letra del precepto en vigor, derivan de confundir la Institución del Ministerio Público, si se quiere, pero en su carácter de Representante del Procurador que lo es de la sociedad.

Lo cierto es que, contra el texto de la Constitución, el artículo 5º., autoriza al Ministerio Público (entiéndase órgano persecutor de los delitos) a interponer recursos en los Juicios de Amparo.

En efecto, sobre la intervención del Ministerio Público dentro del Juicio de Garantías, el artículo 107 fracción XV, establece:

"El Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Público Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios cuando el caso de que se trate carezca a su juicio, de interés público".

Esto es, alude al Procurador o al Agente del Ministerio Público que al efecto designe, pero no en sí la Institución del Ministerio Público la que es parte en los juicios de amparo.

Efectivamente, se trata de un principio básico de la Constitución y del orden jurídico que en aras del interés público tutela la legalidad y la constitucionalidad a cargo del Procurador General de la República o Abogado de la Federación.

Adviértase que lo anterior, no es una descripción de sutilezas, sino que se trata de precisar el lenguaje jurídico y su alcance, con el que se manejan Instituciones tan importantes como el recurso de revisión a manos del funcionario que representa al procurador (no al Ministerio Público), y que en la realidad suscita actuaciones que trascienden al ámbito de las garantías individuales, ya desprotegidos en la práctica, aunque afortunadamente aún tutelados sabiamente por nuestra Institución de Amparo.

VII.- EPÍLOGO.-

Surge así, una conclusión lógico-jurídica hasta cierto punto simplista: El Ministerio Público no debe tener el recurso de revisión en materia de amparo penal, ni aún como representante de la sociedad, porque ya figura paralelamente como parte del proceso.

La reforma introducida en 1983 el artículo 5º., fracción IV de la Ley de Amparo, resulta del todo desafortunada y debe derogarse.

Dar al Ministerio Público el Recurso de Revisión en materia de Amparo Penal, significa una práctica derivada más bien de principios empíricos sobre la representación social y no de una racional y cuidadosa investigación jurídica de las facultades del Ministerio Público.

Actualmente, esto es más grave cuando se vive entre otras, la crisis de libertad en un status social en que el orden jurídico se quebranta a diario.

El texto correcto que se propone:

"IV.- El Procurador General, quien podrá apersonarse con su representación social en los asuntos que a su juicio revistan interés público".(Andrés Flores Hernández, Tomo II, páginas  1352 a 1365)

3.- En el caso del Ministerio Público creo que su lugar como parte en el juicio de amparo no se justifica y tan sólo se trata de una mera tradición, pues si bien es cierto que ha sido parte en él desde la ley de 1861, también lo es que en ella sólo eran parte el quejoso y el M. P, quién en realidad actuaba como representante de la autoridad, sin embargo desde la aparición de la autoridad responsable en el juicio de garantías, es injustificada su existencia como parte, sin que obste a la anterior conclusión el hecho de que dicha institución represente los intereses de la sociedad, pues lo cierto es que esta afirmación es más teórica que real, pero sobre todo hay que tomar en cuenta que nadie va a tener más interés de que se gane el juicio que el propio quejoso, y nadie va a tener mayor preocupación de que se niegue o que se sobresea, que la autoridad responsable o el tercero perjudicado, por ello si en el juicio participan las partes que tienen un interés real y directo de que el juicio se gane o de que se pierda, creo que no tiene ninguna relevancia en dicho proceso la figura del M. P., y una prueba de ello es que infinidad de tribunales y la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo directo o en los recursos de revisión, no esperan que transcurran los 10 días que tiene el M. P. para que rinda su pedimento, pues antes de que esto suceda el expediente ya ha sido remitido al magistrado ponente o al ministro relator, y ello significa que a nadie le importa lo que diga el M. P. en su pedimento.

Por otro lado debo señalar que los únicos casos en que sí se justificaría la presencia del M. P. como parte en el juicio de amparo, sería en aquéllos en los que se hubiera impugnado un acto que proviniera de un procedimiento judicial en el que el M. P. fuera parte, pero su participación en el  proceso constitucional, no sería como Ministerio Público, sino como tercero perjudicado, por lo que quién tendría que comparecer al juicio de amparo sería el M. P. adscrito al juzgado responsable, el caso típico sería el M. P. de la causa penal, quién en los amparos promovidos por el procesado, debería comparecer como tercero perjudicado, por tener interés en la subsistencia del acto del juez. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1623 y 1624)

Ministerio Público Federal y Ombudsman Judicial.  La función de los agentes del Ministerio Público Federal debe redimensionarse en la nueva Ley, a modo de convertirlos en verdaderos vigilantes de la regularidad del procedimiento, de la actuación procesal de las partes e, incluso, de la actuación de los funcionarios y empleados de juzgados y tribunales para con los justiciables. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, página 1774)

La otra reforma a la Ley de Amparo que convendría discutir es la referente a la modificación de la fracción IV del artículo 5 de la mencionada ley, para sustituir al Ministerio Público Federal como parte en los juicios de amparo por los organismos de derechos humanos establecidos por la fracción B del artículo 102 constitucional, y correspondería a la Comisión Nacional de Derechos Humanos la intervención en los juicios de garantías en que se impugne la constitucionalidad de leyes federales o de actos atribuidos a autoridades que tengan tal carácter. En los casos en que se impugnen leyes locales o actos de autoridades no federales, esto es, municipales o estatales, entonces corresponderá intervenir al organismo de derechos humanos establecido por la legislatura local, en cumplimiento del citado apartado B del artículo 102 constitucional que corresponda.

Los organismos de derechos humanos tendrán las mismas facultades que la fracción XV del artículo 107 constitucional establece para el procurador general de la República o para  el agente del Ministerio Público Federal.

Reforma que, a mi juicio, tendría los siguientes efectos:

1.- Eliminar la incompatibilidad resultante del carácter múltiple que nuestra legislación atribuye a la institución del Ministerio Público, misma a la que se refirió Luis Cabrera en su célebre debate con Emilio Portes Gil, el entonces procurador general de la República.

2.- La intervención en el juicio de amparo de un organismo técnico especializado en derechos humanos permite prever un enriquecimiento jurídico humanista de las resoluciones de amparo, pues los planteamientos que este tipo de organismos formulen representan una perspectiva distinta a lo que el juzgador de amparo tendrá que responder.

3.- Pone en contacto a los integrantes de los organismos de derechos humanos con la realidad cotidiana de nuestro derecho positivo; además, permite la formación científica de dicho personal en las disciplinas procesales, con lo que se evitaría que siga su fluctuación entre la quimera, la intuición justiciera y el capricho, lo que ha llegado al extremo de hacer recomendaciones que sólo pueden cumplirse con reformas a la constitución local de la respectiva entidad federativa, lo cual se antoja absurdo.

Estoy seguro que esta reforma anclaría a las Comisiones de Derechos Humanos en las realidades terrenales de nuestro sistema jurídico.

4.- Permitiría intervenir a organismos locales en la justicia federal, y propiciará una especie de representación de estas entidades locales en el control constitucional de leyes o actos que no provengan de autoridades federales, con lo cual también se permite tener un enfoque diferente al dictar la sentencia en el amparo.

Otro aspecto que es importante destacar es que la actuación de los organismos de derechos humanos podría prevenir la interposición de amparos, lo cual no sucede con la actual regulación de la ley de amparo, pues si el quejoso opta por interponer queja ante estos organismos de derechos humanos resulta que cuando esta queja se resuelva y se emita la recomendación, sea desechada, o en su caso decida o no la autoridad aceptar la recomendación, con seguridad el término de quince días para interponer el amparo habrá fenecido y el quejoso quedará indefenso porque la oportunidad para interponer amparo habrá desaparecido. Considero que la persona que acude ante este tipo de organismos de derechos humanos debe conservar la posibilidad de recurrir en amparo en caso de que no tengan éxito sus gestiones porque se desechó la queja o porque la autoridad no aceptó la recomendación. En consecuencia, propongo que en la nueva ley de amparo se establezca como optativo para el quejoso acudir ante los organismos de derechos humanos cuando sean competentes para actuar,
 y que el término para interponer el juicio de amparo empiece a correr a partir de que se declare improcedente su queja, se niegue por cualquier razón a emitir la recomendación o la autoridad se rehúse a acatarla. 

Éstas son algunas de las inquietudes que deseo compartir para su discusión en torno a la estructura, alcance y contenido de una nueva ley de amparo. Reitero mi convicción de que la discusión que la nueva ley de amparo propiciará nos acercará a la solución más conveniente para revitalizar nuestro principal medio de control constitucional y de defensa de los derechos fundamentales de los gobernados. (José de Jesús Gudiño Pelayo, Tomo III, páginas 1886 a 1889)

ARTICULO 7.-    Son partes en el juicio de amparo:

I.-     El agraviado o agraviados ;

II.-    La autoridad o autoridades responsables;

III.-   El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese 

        carácter.

La contraparte del agraviado.  En materia penal tendrá ese carácter          el ofendido  o víctima del delito.

La persona o personas que hayan gestionado a su favor el acto reclamado cuando se trate de providencias dictadas por autoridades          distintas de la judicial o del trabajo ;  o que, sin haberlo gestionado,          tengan interés directo en la subsistencia del acto reclamado.

MOTIVOS.      Se   estima   conveniente   superar  la   teórica   consideración relativa a que en materia penal solo son partes, el Ministerio Público y el procesado, la que ha dado cuenta del desinterés del Ministerio Público para defender en el amparo el acto reclamado no sólo para que prevalezca la reparación del daño, sino también para que la aspiración de justicia del directamente lesionado sea una realidad, con ello se evitarían los irregulares manejos que se dan entre el defensor y los ministerios públicos adscritos a los órganos de amparo para recurrir o no recurrir determinadas resoluciones. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1899 y 1900)

El artículo 5º en la fracción IV de la Ley de Amparo, establece la situación del Ministerio Público Federal como parte en el juicio de amparo.

Este artículo se ha reformado en varias ocasiones, pero como podemos darnos cuenta, ninguna de ellas ha incorporado al Ministerio Público Federal o Local que ha sido parte acusadora a través del ejercicio de la acción penal en el proceso y que incluso la misma Ley de Amparo en el artículo 180, le da características de contraparte en el Juicio de Amparo directo al disponer que:  “El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso en asuntos del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de diez días contados desde el día siguiente al del emplazamiento a que se refiere el artículo 167.”

Este es quizá el único acto procesal que le corresponde al Ministerio Público en su calidad de parte acusadora en el proceso penal de donde se deriva el acto reclamado y sólo cuando se trata del amparo contra Resoluciones definitivas o que ponen fin al juicio.

En lo demás la figura de esta Institución no existe en la Ley de Amparo.

El texto original en la Ley de Amparo de 1936, sólo se refería al Ministerio Público como parte en el juicio de amparo, pero sin indicar cuales eran sus competencias pero necesariamente se referían a funciones de vigilancia y asesoría legal, es decir como equilibrador entre el Tribunal de Amparo y las autoridades responsables.

En 1951 se estableció la posibilidad de que el Ministerio Público Federal participara o interviniera en el juicio de amparo cuando la controversia fuera de interés público y que podía obtenerse de intervenir en caso de considerar que el asunto no tenía importancia pública.-  Esta reforma tuvo su origen en el hecho de que en la práctica el Órgano Ministerial sólo se concretaba a notificarse quizá de los amparos, burocráticamente pero sin que tuviese alguna participación importante.

En 1984 se reconoce la calidad de parte procesal al Ministerio Público Federal al establecerse la facultad de interponer recursos previstos en la Ley de Amparo, es decir ya no más como asesor o fiscalizador, sino como Representante Social, en interés de la legalidad.

Por último en 1994 se puso en vigencia una nueva reforma a la fracción IV del artículo 5º de la Ley de Amparo, quizá para explicitar los alcances de la atribución concedida al Ministerio Público Federal en materia penal, pero con una desafortunada redacción ya que sólo se incluye a la posibilidad de interponer recursos en resoluciones donde se reclamen Resoluciones de Tribunales locales, pero sin especificar porqué la diferencia con las resoluciones de la materia federal.

Sin embargo y a pesar de las reformas es necesario que en este precepto se incluya como parte del juicio de amparo a los Ministerios Públicos Federal y Local que han actuado como acusadores en el proceso penal de donde se deriva el acto reclamado, paras que esté representado el interés de la Ley Federal o Local y no se quede como simple espectador y al margen de lo que suceda con el procedimiento de amparo.

Por otra parte debe agregarse la posibilidad de que el Ministerio Público Federal y Local como parte en el proceso penal de donde se derive el acto reclamado, de que tenga facultad para interponer el Juicio de Amparo contra resoluciones absolutorias o de sobreseimiento en asuntos que la institución considere significativos o de importancia pública, ello a pesar de la jurisprudencia de la Corte que rechaza esta posibilidad en el sentido de que sólo se puede interponer amparo por un órgano público, como lo señala la Ley de Amparo en el artículo noveno, cuando pretende proteger intereses patrimoniales, porque este razonamiento es anacrónico y sólo tiene sentido en la concepción histórica del juicio de garantías que nació para proteger derechos del gobernado, pero que en la actualidad nadie niega su evolución y que ya ha sido admitido en ejecutorias por los Tribunales Colegiados en el sentido de que si procede interponer amparo, por parte de una autoridad cuando evidentemente se afecten sus atribuciones legales o constitucionales.

1.-  Son algunas las modificaciones al artículo 5º de la Ley de Amparo en relación con la calidad de parte en el juicio de amparo que tiene el Ministerio Público Federal, enunciados en 1951 hasta 1994.

2.-  Se ha modificado la concepción inicial de la institución como órgano de procuración, es decir con facultades de asesoramiento y de fiscalización, hasta darle la competencia de interponer recursos en la materia penal.

3.-  La reforma que ahora se propone, es que se incluya como parte a los Ministerios Públicos, tanto Federal como Local que tuvieron el carácter de acusadores en los procesos ordinarios de donde se derivan los actos reclamados por el quejoso y a los que sólo les permite la Ley de Amparo presentar alegatos en el amparo directo.

4.-  Debe establecerse en la fracción V del artículo 5º de la Ley de Amparo, que en amparos penales, tendrán la calidad de partes con todas las facultades legales inherentes, el Ministerio Público Local o Federal, que hubiere sido contraparte en el proceso ordinario penal de donde se deriva el acto reclamado, y establecerse la facultad de que en casos de importancia pública, estos órganos puedan interponer amparo contra sentencias absolutorias y de sobreseimiento. (Ramos Navarro Sánchez, Tomo III, páginas 2039 a 2042)

ARTÍCULO 5o. Son partes en el juicio de amparo:

I. El agraviado o agraviados;

II. La autoridad o autoridades responsables;

III. El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter:

a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o por cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento;

b)  La víctima, el ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstas afecten dicha reparación o responsabilidad;

c) La persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto contra el que se pide amparo, cuando se trate de providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan interés directo en la subsistencia del acto reclamado; y

IV. El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo se afecten intereses particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Público Federal no podrá interponer los recursos que esta ley señala. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2146 y 2147)

SEGUNDA CONSIDERACIÓN

ARTÍCULO 5° DE LA LEY DE AMPARO

Con el objeto de que el Juicio de Amparo se substancie en forma pronta y expedita de conformidad con lo establecido en el Artículo 17 de la Constitución de la República, se considera conveniente realizar un agregado al inciso a) de la fracción III, del Artículo 5° de la Ley de Amparo, con el fin de evitar retraso en la resolución del asunto, por impedimentos en el emplazamiento a personas que no tienen el carácter de tercero perjudicado, en virtud de que el acto reclamado no afecta su esfera jurídica.

Por lo anterior, se sugiere se realice la modificación específica a la Fracción III, del Artículo 5°, contenida en el LIBRO PRIMERO, DEL AMPARO EN GENERAL, TITULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, para quedar como a continuación se indica:

Art. 5°.-...

...

III.

...a)...o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento, siempre y cuando el acto reclamado afecte su esfera jurídica; (Eduardo Veraza Martínez-Cairo, Tomo IV, páginas 2359 y 2360).

El Ministerio Público del Fuero Común es una Institución que dentro de sus funciones y objetivos específicos que prevé su Ley Orgánica respectiva, tiene como finalidad general, que desde sus orígenes históricos le ha correspondido defender los intereses sociales o del Estado; de ahí la necesidad de que se dé intervención concreta en los Juicios de Amparo, para defender el fin primordial que debe perseguir, esto es, velar por la exacta observancia de las leyes, del orden constitucional, y específicamente, vigilar y propugnar el acatamiento de los preceptos constitucionales y legales que consagran las garantías constitucionales. Por tal motivo debe considerársele como parte autónoma en el Juicio de Amparo, con una propia intervención procesal donde le competan todos y cada uno de los actos procesales referibles a la actividad de las demás partes, por ende, en los Juicios de Garantías en materia penal, debe estimarse que el Ministerio Público del fuero común debe tener todos los derechos procesales en su calidad, de parte, además, con este carácter , debe hacer uso de la facultad procesal de ejercitar todos los actos e interponer todos los recursos que la ley concede, ya que debe tomarse en cuenta que aun cuando el interés que tiene esta Institución en el Juicio de Amparo, evidentemente no es el mismo que pueda abrigar la autoridad responsable al defender la constitucionalidad del acto reclamado, sin embargo, es un interés propio, más elevado quizá que el de aquella, que es velar, como antes se dijo, por la observancia del orden constitucional y legal en los casos de procedencia del Juicio de Amparo.   Por esta razón, debe incluirse en el Artículo quinto de la propia Ley, específicamente en la fracción IV, para que cuando se estime que una resolución cualquiera que sea su contenido, adversos o favorable a la autoridad responsable o al quejoso, no ha sido dictada debidamente por el Juez de Amparo, observando la Ley y la Constitucionalidad, ejercite la facultad procesal de impugnarla con los medios jurídicos que la Ley de la materia establece independientemente de que no los hagan valer las otras partes.   En esas condiciones y en virtud de su condición de parte en el Juicio de Amparo, y además, por la finalidad especifica que le debe corresponder en éste, el Ministerio Publico del Fuero Común podrá ejercitar todos loa actos procesales e interponer todos los recursos que en calidad de tal le debe incumbir; todo lo anterior pone de manifiesto el interés directo que tiene dicha Institución en el Juicio de Amparo, para que se le dote de facultad procesal para impugnar una resolución que no ha sido dictada por el juzgador de amparo, en los términos señalados, y sobre todo, cuando la ha consentido la autoridad responsable.   Ahora bien la fracción XV del Artículo 107 de la Constitución textualiza:   “El Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Publico Federal que al efecto designare será parte en todos los Juicio; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés publico.”   Alude expresamente al Ministerio Publico Federal, y por tanto, resulta necesario reformarse para incluir los términos “Procuradores de los Estados o el Agente del Ministerio del Fuero Común.”   A su vez, la fracción IV del Artículo 5º de la Ley de Amparo, dispone que es parte del Juicio de Amparo el Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales, cuando se reclamen resoluciones de Tribunales Locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia; de ahí que la necesidad de adicionar una fracción al articulo en comento para incluir al Ministerio Publico del Fuero Común, radica en que ambas Instituciones persiguen el mismo fin primordial, que es defender los intereses de la sociedad, velando por la exacta observancia de las leyes, bajo la esfera del régimen de su respectiva competencia. En esas condiciones, al pretenderse que se incluya una nueva fracción dentro del articulo 5º de la Ley de Amparo por lo que el Ministerio Público del Fuero Común, es indispensable para que vele con toda la eficacia por los intereses de la sociedad, que en un Juicio de Amparo su actuación procesal como parte, no se contraiga a la sola formalicen de su pedimento o dictamen en relación con las cuestiones de fondo y suspensional, como sucede en la practica con el Ministerio Publico Federal, si no que deben de otórgasele todos los derechos que la Ley y la Jurisprudencia consagran en favor de las demás partes en el Juicio de Garantías sobre todo el de interponer los recursos que procedan (revisión, queja o reclamación), a efecto de que las resoluciones contrarias o desfavorables a sus pretensiones o que de alguna manera afecten los intereses de la sociedad, sean debidamente ponderadas en alzada y, en su caso, se revoquen.   A mayor abundamiento, al adicionarse el Ministerio Publico del Fuero Común a la fracción IV tantas veces señaladas, en términos estrictamente legales, debe legitimarse procesalmente para interponer los recursos de revisión, queja y reclamación contra las resoluciones que se dicten en el Juicio de Amparo en sus respectivos casos.   En esa legitimación la prevén con toda claridad los artículos 86, 96 y 103, de la Ley de Amparo, al desprenderse de su texto que los citados medios de impugnación, pueden ser interpuestos “Por cualquiera de las partes”, teniendo indiscutiblemente esa calidad la referida Institución Social, una vez adicionada la fracción V del Artículo 5º del Ordenamiento legal invocado.   Por otro lado, al quedar de manifiesto el interés directo del Ministerio Público del Fuero Común para ejercitar su acción en el Juicio de Amparo, que no es otro que la defensa de los intereses sociales que representa, dentro de los cuales se encuentra ofendido, quien tiene derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, aun cuando es parte en el Juicio de Amparo en términos de la fracción III, inciso b) del Artículo antes citado, y por tanto, ésta legitimado plenamente para promover el amparo, surge la necesidad de que por tener dicho ofendido la calidad de coadyuvante del Ministerio Publico en la exigibilidad de la reparación del daño , o como se dijo , exigir la responsabilidad civil proveniente de un delito, se deben de sentar las reglas conforme a las cuales se confiera a dicha representación social, la legitimación en causa para asumir la representación del ofendido, para deducir los derechos que le concierne, ya que en múltiples casos la practica nos pone de relieve su precaria condición socioeconómica, algunas veces producto del menoscabo patrimonial causado con motivo del delito, o bien por el desconocimiento de la materia, y debido a estos factores se ve imposibilitado para acudir al Juicio de Garantías debidamente representado a defender sus derechos, lo que seria complemento para que la Institución social referida, cumpla con una de sus misiones que tradicionalmente tiene asignadas, consistente en velar por los derechos de la sociedad mediante la estricta observancia de las leyes.

5…;

V.- El Ministerio Publico del Fuero Común, quien podrá intervenir en los Juicios de Amparo atendiendo a su competencia o ámbito de atribuciones locales así como sus respectivas circunscripciones territoriales, pudiendo además interponer los recursos que señala esta Ley únicamente en Amparos Penales cuando se reclamen resoluciones de Tribunales Locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia. (Miguel Angel Peña Guerrero, Tomo IV, páginas 2630 a 2637).

El artículo 5º de la Ley de Amparo vigente reconoce como partes en el Juicio de Amparo: I.- El agraviado o agraviados; II.- La autoridad o autoridades responsables y III.- El tercero o terceros perjudicados.

El inciso A refiere que tienen el carácter de tercero o terceros perjudicados la contraparte del agraviado, cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento.

Así también el inciso B refiere que tienen carácter de tercero perjudicado el ofendido o las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad.

JUSTIFICACIÓN DE LA REFORMA PROPUESTA

El Artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla la serie de garantías que tiene el inculpado en todo proceso del orden penal. Garantías que en forma ineludible debe cumplir toda autoridad en el ámbito penal precisamente con estricto respeto a la garantía de seguridad jurídica.

Pero también el citado Numeral en su párrafo último concede una garantía a las víctimas del delito o a los ofendidos y textualmente dice:

En todo proceso penal la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y, las demás que señalen las Leyes”.

Es de explorado derecho saber que la Constitución Política en todos los ámbitos que regula, lo hace de una manera amplia y general y que como consecuencia es a través de la Legislación Secundaria o Reglamentaria mediante las cuales se regula en forma más amplia, más específica y a su vez más concreta la aplicación de los citados Preceptos Constitucionales y así tenemos que tanto las diferentes Legislaciones Penales de los Estados como de las Legislaciones de aplicación Federal como lo es en este caso a comentar la Ley de Amparo, también regula aspectos reconocidos como garantías que se otorgan a lo que la Ley de Amparo llama terceros perjudicados y que en Materia Penal reconoce este carácter a los ofendidos o a las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño, y que la Legislación Penal da el carácter de ofendidos o agraviados, según el caso.

La legislación penal ha sufrido una serie de reformas en los últimos años, con la frecuencia necesaria que no ocurría anteriormente, ante la necesidad de hacer frente a un gran problema como lo es la inseguridad y la impunidad.

Se han endurecido las Leyes, se han incrementado las penas, se han eliminado beneficios a los sentenciados, se han alargado los plazos para que opere la prescripción, se ha incrementado el catálogo de los delitos graves, se ha reformado el contenido de los Artículos 16 y 19 Constitucionales con la finalidad de que con mayor facilidad se pueda actuar en contra de los delincuentes requiriéndose al respecto que para girar órdenes de aprehensión o decretar formal prisión, únicamente se requiere la comprobación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad penal del indiciado. Todas estas reformas que se han realizado han dejado de sustentarse en la pureza que recomiendan las diferentes corrientes penalistas como podría ser la corriente finalista o causalista, misma que ha tenido una justificación, ya que la delincuencia no respeta ni corrientes penales ni disposiciones constitucionales o de leyes secundarias en la realización de sus actos delictivos.

Como consecuencia, existe una imperiosa necesidad de buscar el equilibrio, justo que se requiere exista entre todos los derechos que se reconocen al acusado con los derechos procedimientales que deberían reconocerse a la parte ofendida, a la parte agraviada.

Como ya se mencionó, el párrafo final del Artículo 20 Constitucional reconoce como derechos a las víctimas o a los ofendidos los siguientes:

A).- Recibir asesoría jurídica; B).- A satisfacer la reparación del daño cuando proceda; C).- A coadyuvar con el Ministerio Público; D).- A que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y E).- A las demás que señalen las Leyes.

Como ya se mencionó, el inciso B de la Fracción III del artículo 5º de la Ley de Amparo, reconoce el carácter de tercero o terceros perjudicados en Materia Penal al ofendido o las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño, pero siempre que se afecte dicha reparación.

Concretamente la Legislación Penal del Estado de Hidalgo en su Artículo 8º de la Ley Adjetiva Penal cuyo Numeral establece cuáles son las partes en el proceso penal y que únicamente reconoce como partes al Ministerio Público, así como al inculpado y su defensor, que por lo que hace al ofendido o a su representante se le reconoce el carácter de coadyuvante del Ministerio Público, que a su vez el artículo 43 del mismo Ordenamiento establece cuáles son los derechos que tiene el ofendido y su Asesor Jurídico y reconoce como derechos los siguientes: I.- A recibir asesoría jurídica; II.- Cuando lo solicite sea  informado del desarrollo de la averiguación previa o del proceso; III.- A recibir la asistencia médica que requiera; IV.- A estar presente acompañado de su asesor jurídico en el desarrollo de los actos procedimientales en que el inculpado tenga ese derecho, teniendo la participación que prevé este Código; V.- Ser notificado de las resoluciones en términos de Ley; VI.- A coadyuvar con el Ministerio Público, a partir del auto de radicación del proceso; VII.- A que se le satisfaga la reparación de los daños y perjuicios provenientes del delito; VIII.- A solicitar medidas precautorias; IX.- A formular conclusiones e interponer los recursos que procedan y X.- Las demás que señalen las Leyes.

También es importante señalar el derecho que le concede al ofendido el Artículo 44 del mismo Código que textualmente dice: “La persona ofendida por el delito o su representante podrán proporcionar al Ministerio Público durante la averiguación previa o al Juzgador durante el proceso, directamente o por medio de aquél, todos los datos o elementos de prueba tendientes a la comprobación de los elementos del tipo penal y de la probable o plena responsabilidad del inculpado, según el caso, y a la procedencia y monto de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por la realización del delito.”

Con base en tales antecedentes constitucionales ya comentados, así como tomando como referencia los preceptos de las Legislaciones Penales del Fuero Común, resulta necesario que la Legislación de Amparo en lo conducente resulte congruente, tanto con el Artículo 20 Constitucional párrafo último como con el espíritu que han tomado las Legislaciones Penales de los Estados al reconocer derechos a la parte ofendida.

Ya se mencionó que efectivamente la Ley de Amparo reconoce ciertos derechos al ofendido como ya se dijo en su Artículo 5º Fracción III Inciso B, pero exclusivamente con la finalidad de que su intervención se concrete cuando se afecte su derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil provenientes de la comisión del delito, cierto es también que conforme a las últimas reformas a la Legislación de Amparo se establece la intervención que se dará al Agente del Ministerio Público del Fuero Común Adscrito al Juzgado Penal del cual emane el acto reclamado, sin embargo, no es suficiente dicha participación del citado Agente del Ministerio Público del Fuero Común, ya que resulta necesario que la parte ofendida tuviera la oportunidad de que se le diera el derecho para participar dentro del Juicio de Garantías para alegar y aportar las pruebas conducentes a demostrar también como es de su interés el sostener que el acto reclamado se encuentra debidamente fundado y motivado, pues sólo de esta manera se lograría el justo equilibrio entre el indiciado y el ofendido, entre el procesado y el ofendido o en su caso entre el sentenciado y el ofendido, según la etapa en que se interponga el juicio de amparo, lo cual daría una mayor satisfacción a los ofendidos o agraviados el tener la participación más adecuada dentro de un proceso penal para efecto de que también él sea debidamente oído en las diferentes instancias procesales incluido el juicio de garantías. (Bruno Méndez Rodríguez, Tomo IV, páginas 2775 a 2780).

ARTICULO 5º.- Son partes en el juicio de amparo:

I a III…

El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten intereses particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Público Federal no podrá interponer los recursos que esta ley señala.

DEBERÁ DECIR:

ARTICULO 5º.- Son partes en el juicio de amparo:

I a III…

IV.- El Ministerio Público de la Federación y la Defensoría Pública Federal, quienes podrán intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que sus respectivas leyes les precisan, hasta lograr la pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten interese particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Público de la Federación no podrá interponer los recursos que esta ley señala. (José Reséndiz García, Tomo IV, páginas 2871 a 2872).

ARTÍCULO 5º. Son partes en el juicio de amparo…………

Fracción IV: El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia.

Se propone la reforma en el sentido de que también se reconozca la personalidad jurídica en dichos juicios al Ministerio Público del Fuero Común adscrito a los Juzgados y Tribunales Superiores del Fuero Común, en virtud de que, se considera que, de acuerdo a los artículos 37, 38, 39 y 40 de la Ley de Amparo al momento de iniciarse un juicio de garantías se tiene que dar vista al representante social de la Federación, como parte, pero como no existe ninguno adscrito a estos, puede intervenir el Ministerio Público del Fuero Común en su calidad de auxiliar del mismo, y que le reconoce la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. (Josefina Mondragón Lerma, Tomo V, página 36)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 10.- Son partes en el juicio de amparo:…

d).- El inculpado, cuando el amparo sea promovido por las personas a que se refiere el artículo 13 de esta Ley.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 5o.- Son partes en el juicio de amparo:…

COMENTARIO.- En la redacción general del artículo anterior, encontramos una tendencia exagerada a la distinción de las personas (singular o plural), por ejemplo agraviado o agraviados, tercero o terceros perjudicados; sin embargo, aún cuando tal señalamiento no está de más, para los efectos legislativos, presenta cierta dificultad en su manejo, esto es, que una norma jurídica validamente puede ser redactada de manera singular y aplicarse por analogía a los casos de dos o más personas, de lo contrario a fin encontrar homogeneidad en toda la legislación, sería necesario hacer esa precisión en cada concepto que se maneje, lo cual no conduciría a nada práctico; bajo esa tesitura, se estima que en todo caso sería necesario incluir un dispositivo que estatuyera la aplicabilidad de un concepto singular a casos de varios individuos y abreviar la redacción de toda la legislación en cuanto a este aspecto se refiere.

Ahora bien, en cuanto al fondo, las dos primeras fracciones, no ameritan mayor comentario, si tomamos en cuenta que las definiciones legales del agraviado o quejoso y de la autoridad responsable se encuentran contenidas en diversos dispositivos de la propia ley (artículos 4° y 11). Sin embargo, en cuanto a las personas que pueden intervenir como terceros perjudicados, tal como lo refiere el proyecto en estudio, sería conveniente incluir en un apartado distinto, al inculpado, cuando el juicio de amparo sea promovido en términos del artículo 10 de la Ley de Amparo vigente, incluyendo en este último numeral un supuesto de procedencia específico del juicio de amparo contra resoluciones que confirmen el acuerdo de no ejercicio de la acción penal. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 83 a 87)
Se propone para proteger el patrimonio e intereses de los menores de  edad, que indebidamente sean afectados por  no  contar  con  la representación legal respectiva.

TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 5°  Son partes en el juicio de amparo: …
IV. El Ministerio Público Federal,   quien   podrá intervenir  en  todos  los juicios  e  interponer  los recursos que señale la ley, inclusive para interponerlos en    amparos  penales
cuando   se   reclamen
resoluciones de Tribunales Locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley le precisa para procurar una pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que solo afecten intereses particulares, excluyendo la materia    familiar,    el Ministerio Público Federal no  podrá  interponer los recursos  que  esta  ley señala, excepto cuando se trate de proteger el patrimonio e intereses de los menores de edad, que indebidamente sean afectados por no contar con la representación legal. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, páginas 165 y 166)

V. En el artículo 5 de la Ley de Amparo vigente, con indudable cierto y para facilitar el conocimiento a justiciables, estudiosos, juzgadores etc. se expresa quienes ostentan el carácter de parte en los juicios de amparo, y por ende al tener dicho carácter están legitimados para desplegar válidamente su actividad procesal en los diversos procedimientos de amparo, pero resulta contradictorio que en los numerales 155 último párrafo y 180 del mismo ordenamiento, se le conceda intervención en los amparos indirectos y directos, al Agente del Ministerio Público que participó en la causa penal de donde deriva el acto reclamado, pero se le notifica (emplaza) sólo para que alegue, pues al no conferirle el carácter de parte, únicamente puede desplegar esa actividad procesal “alegar”, lo que carece de trascendencia procesal, porque ni siquiera es obligatorio para el juzgador, tomar en cuenta tales alegaciones.

A lo anterior se suma la circunstancia de que pueden intervenir en los amparos de naturaleza penal, dos Agentes del Ministerio Público, uno el adscrito al juez natural que conoció o está conociendo de la causa penal y otro del adscrito al Juzgado  o Tribunal Federal, (que conoce del amparo) o bien cuando se trata de delitos de índole federal, podrán intervenir dos Agentes del Ministerio Público, pero ambos Federales, uno el adscrito al Juzgado (federal) que conoció de la causa penal y otro el Adscrito al Juzgado o Tribunal (Federal) que conoce del juicio de amparo, lo que resulta una incongruencia, puesto que se trata de la misma institución, es decir, con la intervención de dos Agentes del Ministerio Público, se ignora o  soslaya la unidad de la institución del Ministerio Público.

Mi propuesta entonces se encausa en el sentido de que el Agente del Ministerio Público que participó en la causa penal de donde derivan los actos reclamados, no tenga intervención de los juicios de amparo indirectos ni directos, pues nada aporta al juicio, ni existe una mejora en la administración de justicia. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, páginas 230 y 231)
Artículo 6.  El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente o impedido, pero en tal caso, el juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido ya catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.

PROPUESTAS

Art. 6°.- ... Si el menor de edad hubiera cumplido ya 14 años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.
Enmienda.

Se deroga la parte transcrita.

Motivos.

A esa edad el menor no puede discernir sobre la idoneidad del representante, el interés público exige el juez haga el nombramiento. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, página 1135)

I.- EXPOSICION DE MOTIVOS.-  El artículo 6 de la Ley de Amparo menciona al menor de edad en el juicio de amparo y las condiciones para su intervención en este proceso judicial; sin embargo considero que es ambiguo, ya que el Código Civil menciona al menor con incapacidad por su edad pero también menciona a otras personas que por su condición física o mental también presentan incapacidad legal, que pueden ser aquellas personas disminuidas o perturbadas mentalmente, o que sean adictas a sustancias tóxicas o al alcohol; todas estas personas que sufren según trastorno, de tal forma su limitación o alteración a su inteligencia no les permita gobernarse solos o manifestar su voluntad por algún medio.

Aunque la ley no señala como incapacitados a los invidentes, ya que esta deficiencia física solo les limita un órgano de su cuerpo, también es cierto que los actos de autoridad que les afecten, sólo pueden tener la certeza de su contenido hasta que alguna persona de su entera confianza se los lea o haga saber en su contenido.

Similar situación pueden estar aquellas personas que no sepan leer y escribir, o que por su origen no conozcan el español al cien por ciento, por pertenecer a un grupo étnico de nuestro País, porque sólo conocerán la realidad del acto de autoridad que quieran combatir sino hasta que una persona de su entera confianza les haga saber el contenido del mismo.

En estos dos últimos puntos de vista no se trata de demostrar en contra de la autoridad común y corriente, sino salvaguardar en su totalidad los derechos constitucionales de las personas, que por alguna causa o circunstancia física o mental, se encuentran en desventaja frente a los demás incluyendo la autoridad en cualquiera de sus tres niveles; por lo cual me permito exponerle el siguiente:

PROYECTO.-  (se propone crear un artículo nuevo que sería el siguiente)  ART. 7.-  El término para interponer el juicio de amparo no le surtirá efectos a los menores de edad, incapacitados, invidentes o personas que por su ignorancia desconozcan el idioma español, sino a partir de que su legítimo representante sea notificado o se entere de la ley o acto de autoridad que afecte sus intereses y/o derechos, o esté debidamente representado en juicio; si el juez considera que las personas antes mencionadas, no se encuentran debidamente representados, o considera que la atención de los intereses jurídicos de los mismos no se atienden con la debida diligencia, podrá el juzgador designarle un tutor especial para que lo represente en juicio o buen nombrarle un Defensor Federal de Oficio que lo asesore y represente en juicio; asimismo le dará vista al Ministerio Público Federal Adscrito para la intervención que conforme a derecho le corresponda. 

Lo anterior se aplicará en igual forma para los casos que las personas antes mencionadas, sea tercero perjudicado, o para los efectos de la reparación del daño a que se refieren los artículos 5 y 10 de esta misma Ley.

Las personas a que se refiere el presente artículo, acreditará su situación personal con el acta de nacimiento, informe médico o reporte psicológico dependiendo de su situación personal; en caso de no tener o poder obtener esta documentación el quejoso el Juez girará los oficios correspondientes para lograr su obtención, tanto al registro civil donde se haya registrado el menor de edad o a una Institución pública del sector salud, a consideración del propio juzgador. La expedición de estas constancias no causarán contribución alguna.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, páginas 1372 a 1374)

ARTICULO .-   El menor de edad podrá pedir amparo cuando su legal representante no lo haga o esté ausente o impedido; en tal caso, el Juez, sin perjuicio de dictar las providencias  que sean urgentes, le nombrará al que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido doce años podrá designar representante  desde el escrito de demanda, de no hacerlo se lo nombrará el Juez, el cual cesará en su encargo tan luego como el menor  designe al que ha de representarlo.

MOTIVOS.-   Se amplia la posibilidad de que el menor solicite amparo en los casos en que el representante no lo haga; además, se posibilita al mayor de doce años designar representante no solo en el escrito de demanda sino en cualquier etapa del juicio, en cuyo caso cesará la designación que hiciere el juzgador. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1900 a 1901)

ARTÍCULO 6o. El menor de edad o el incapaz  podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente o impedido, pero en tal caso, el Juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, tal designación podrá recaer en alguno de los defensores de oficio.

Si el menor hubiere cumplido ya catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2147)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 11.- El menor de edad o el incapaz podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando carezca de éste o se halle ausente o impedido o se negare a promoverlo, pero en tal caso, el juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, pudiendo recaer tal designación en un defensor de oficio federal.

Si el menor hubiere cumplido ya catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 6o.- El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente o impedido, pero en tal caso, el juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido ya catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.

COMENTARIO.- En el proyecto de reforma que fue elaborado tiempo atrás y que no ha sido concretizado, se propone adicionar el presente artículo con la siguiente frase “el menor de edad o el incapaz”; dicha anexión se considera por demás correcta, si para ello tomamos en consideración que el espíritu legislativo en general, tiende a proteger de manera determinante los derechos de los menores y los incapaces, y las razones son obvias, dada su naturaleza humana, por tanto es necesario que los dispositivos sobre salvedades procesales en el juicio de amparo que beneficien a este gremio, queden bien definidos para facilitar su utilización. 

De igual manera en el mencionado proyecto se propone precisar que la designación sobre representante especial para que intervenga en un juicio de garantías en favor de un menor de edad o incapaz, cuando éste sea promovido por dicho menor sin tal representación, podrá recaer en un defensor de oficio federal; sin embargo, contrario a la naturaleza de la modificación anterior aquí no sería necesaria o al menos indispensable tal precisión, habida cuenta que esa acción procesal está dirigida al Juzgador, no al gobernado y por lo mismo, es este quien con base en el análisis particular que haga del asunto podrá designar a la  persona mas conveniente a los intereses del quejoso (menor o incapaz), de lo contrario se pudiera caer en la costumbre de siempre nombrar con carácter de representante especial al mencionado defensor público federal, sin examinar a fondo la adecuada viabilidad de ello. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 87 y 88)

TEXTO ACTUAL

Artículo 6°.-

JUSTIFICACIÓN

Si un menor de edad no se presenta acompañado de un adulto,  ni  siquiera  se  le escucha, menos aun conoce la forma   de   entablar  una demanda de amparo, que es por lo que se propone que el representante social proteja y asesore al menor en tanto se nombra por el C. Juez, un representante especial.

TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 6°.- 

…

El menor de edad que no se encuentre legítimamente representado, podrá pedir  amparo, acudiendo con   el   Ministerio Público, para que este lo  represente  en  el juicio, en tanto que el juez sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombre un representante   especial para que intervenga en el juicio. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, página 166)
Artículo 7.  Derogado.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 7o. Derogado: D.O.F. 20 de mayo de 1986.

Nota aclaratoria: se sugiere tengan a bien, asignar a éste Artículo el texto correspondiente a la secuencia lógica  en la numeración de esta Ley. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2147)
Artículo 8. Las personas morales privadas podrán pedir amparo por medio de sus legítimos representantes. 

Artículo 8. Bis.  Derogado.

Artículo 9. Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquéllas.

PROPUESTAS

ARTICULO .-   Las personas morales oficiales podrán acudir al juicio de amparo por conducto de los servidores públicos que determinen las  leyes, siempre que el acto o Ley afecte sus intereses patrimoniales. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1901)

Las personas morales oficiales estarán exentas de prestar las garantías que en esta ley se exige a las partes.

Primero quiero referirme a los inconvenientes objetivos de la aplicación del segundo párrafo del artículo 9o. de la Ley de Amparo.

El segundo párrafo del artículo 9o. se agregó para entrar en vigor en mil novecientos ochenta y ocho. Si bien ahorrará enormes cantidades de dinero al fisco federal, representa un privilegio indebido, por injusto, a una de las partes en el juicio de amparo. En caso de que la persona moral oficial pierda el juicio, será verdaderamente difícil obtener el pago de los daños y perjuicios y demás prestaciones a su cargo, lo que, hasta antes de la multicitada adición, se podía lograr con mayor facilidad pues el artículo 129 de la Ley de Amparo, que establece un incidente para hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que se otorguen con motivo de la suspensión, podía aplicarse también en relación con las personas morales de derecho público, lo que ya no es posible a partir de la adición que nos ocupa.

La exposición de motivos de esa desafortunada adición, es la siguiente:

"La adición del segundo párrafo del artículo 9o. (es) para que las personas morales oficiales estén exentas de otorgar las garantías que la Ley de Amparo exige, en congruencia con lo dispuesto por el artículo 4o. del Código Federal de Procedimientos Civiles, que se aplica supletoriamente en los términos del artículo 2o. de la ley de la materia."

El artículo 4o., primer párrafo, del Código Federal de Procedimientos Civiles aplicado supletoriamente en los términos del artículo 2o. de la Ley de Amparo, dispone: "Art. 4o. Las instituciones, servicios y dependencias de la administración pública de la Federación y de las entidades federativas tendrán, dentro del procedimiento judicial, en cualquiera forma en que intervengan, la misma situación que otra parte cualquiera; pero nunca podrá dictarse, en su contra, mandamiento de ejecución ni providencia de embargo, y estarán exentos de prestar las garantías que este código exija de las partes..."

Por su parte, la exposición de motivos del Código Federal de Procedimientos Civiles, respecto de las garantías del artículo 4o., dispone:

"...y respecto a las garantías, se juzga que el Estado siempre es solvente, pues es un principio general de derecho público, y en especial, del derecho fiscal, que el Estado debe obtener, de los habitantes del país, los ingresos indispensables para cumplir sus fines, de manera que está siempre en posibilidad de contar con un patrimonio que le permita responder, en general, de sus obligaciones, sin necesidad de una garantía especial".

Como se desprende de los textos transcritos, para la adición del segundo párrafo del artículo que nos ocupa, se tomó en consideración la solvencia del Estado. El legislador se olvidó que la característica de la solvencia, por sí sola, no implica que quien sufre daños y perjuicios con la suspensión o ejecución de los actos reclamados, se vaya a ver resarcido de los mismos inmediatamente que lo demuestre, lo cual no es así, pues debe pasar por una serie de trámites, antes de que vea reparado el daño que sufrió en su patrimonio, si es que a la postre lo logra, que es precisamente lo que trató de evitar el legislador con el artículo 129 de la Ley de Amparo, en el que se establece, primero la obligación de garantizar y, segundo, un procedimiento sumario para hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que se otorguen con motivo de la suspensión, procedimiento al que ya no deben sujetarse las personas oficiales de derecho público, por lo que los particulares deberán seguir otras vías, para hacer efectiva su responsabilidad en los juicios de amparo.

Ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación se había pronunciado, en diversos precedentes, en torno del inconveniente de tomar en consideración la solvencia del Estado para no obligarlo a garantizar daños y perjuicios, con fundamento en el artículo 4o. del Código Federal de Procedimientos Civiles y otras leyes especiales que exentan a las personas morales oficiales de otorgar garantías. El criterio de que se trata se ha venido sustentando desde mil novecientos cuarenta y nueve y aún sigue en vigor, dado que las razones que lo apoyan son irrefutables y más aún en la actualidad.

Entre otras muchas, existen dos ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se han hecho cargo de este problema, desde los años cuarenta y a las que enseguida me refiero:

PRIMERA EJECUTORIA. "Como la Constitución Federal, en forma general y categórica, establece la obligación de constituir garantía a todos los quejosos que pidan amparo (Art. 107, fr. X, actual) y quieran lograr la suspensión del acto reclamado, es incuestionable que aun las personas morales de derecho público que vayan al juicio de amparo prescindiendo de ese atributo y colocándose en el plano que corresponde a un particular, están obligadas a constituir dicha garantía, sin que puedan alegar en contrario que hay otras leyes que tienen carácter secundario y que eximen al Estado, cuando litiga, de cumplir con su obligación, porque dichas leyes no pueden prevalecer sobre la Constitución. No importa la alegación de que el Estado es solvente para responder de todas sus obligaciones y que por esta razón, no debe obligársele a constituir garantías de ninguna especie, puesto que la solvencia, por sí sola, no exime a nadie de la obligación de dar fianza, cuando la ley lo exige en forma categórica. De otro modo, bastaría acreditar esa solvencia para liberar de esa carga al obligado, pues entonces se llegaría a la conclusión de que no sólo el Estado, sino cualquier persona moral de derecho público o privado y hasta un particular que demuestren ser solventes, no deben llenar esta exigencia, pues si la Constitución, como ley de carácter primario, fundamentalmente estableció la obligación para todo quejoso, de constituir garantías para lograr la suspensión, como donde la ley no distingue nadie debe distinguir, debe prescindirse de la idea de que el Estado es el que está litigando, puesto que sus funciones se desdoblan cuando obra como sujeto de derecho público, y cuando obra como sujeto de derecho privado, y en el segundo aspecto, tiene todos los derechos y todas las obligaciones de un particular y es lógico aceptar que está en la obligación de constituir fianza para responder de los daños y perjuicios que puedan causarse con la suspensión, cuando defiende sus intereses patrimoniales". (Quinta época. Tomo LXXXII, pág. 891. Resuelto el 10 de octubre de 1944).

SEGUNDA EJECUTORIA. "Conforme a los artículos 107, fracción VI (ahora fracción X) de la Constitución y 125 de la Ley de Amparo, tratándose de la suspensión de actos reclamados en juicios de amparo, la suspensión debe concederse en todo caso previo el otorgamiento de una garantía, sin que en tales preceptos se haga distinción alguna ni se señalen excepciones de ninguna especie; y como, además, en la realidad de los hechos, no obstante la notoria solvencia del Estado, el particular tropieza con tales dificultades para conseguir que se hagan efectivas las responsabilidades en que el Estado haya incurrido con motivo de la suspensión del acto reclamado por su representante legal, dificultades que, en numerosos casos, hacen nugatorios los derechos adquiridos por dicho particular, ello es un motivo más para exigir que el Ministerio Público, en todo caso, otorgue la garantía que señalan, sin excepción alguna, los preceptos legales que se han mencionado". (Quinta época. Tomo XCIX, pág. 555. Resuelto el 28 de enero de 1949).

Deriva de las transcripciones precedentes, que la sola solvencia no es suficiente para eximir a nadie del multicitado otorgamiento, pues de ser así, no sólo se eximiría al Estado, sino a toda persona, ya sea de derecho público o privado, quienes, por el solo hecho de demostrar su solvencia, ya no estarían obligados al otorgamiento de las garantías.

También la Suprema Corte consideró que, si bien existen leyes secundarias que eximen al Estado de otorgar garantías, esas leyes no pueden prevalecer sobre la Constitución Federal.

En estas condiciones, queda demostrado que los motivos que tuvo el legislador para agregar el segundo párrafo al artículo 9o. de la Ley de Amparo, no únicamente son inatendibles, sino que antes de la adición, se esgrimían precisamente para obligar al Estado a otorgar las garantías que exige la ley de la materia.

A continuación abordaré el problema de la inconstitucionalidad del párrafo en cuestión.

El fundamento constitucional del otorgamiento de la garantía, se halla en la fracción X, del artículo 107, de la Carta Magna, el cual es del tenor siguiente:

"Art. 107...

"...

"X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir al agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público.

"Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;"

El numeral constitucional copiado no hace distinciones entre las personas físicas o morales, de derecho público o de derecho privado para otorgar garantías, luego entonces, cualquier norma secundaria que sí distinga entre quiénes deben garantizar y quiénes no, es contraria a la Carta Magna.

Ahora bien, el fundamento legal, se encuentra en los artículos 125 a 129, entre otros, de la Ley de Amparo y hasta antes de la adición del segundo párrafo al artículo 9o. del propio ordenamiento, no se establecía ninguna diferencia entre las personas particulares de derecho privado y las personas oficiales de derecho público, para el otorgamiento de garantías.

En efecto, precedentemente a la adición de su segundo párrafo, el artículo 9o. de la Ley de Amparo, decía:

"Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclamen afecte los intereses patrimoniales de aquéllas".

Hasta aquí, el artículo 9o. se encontraba en perfecta armonía con el numeral 107, fracción X, constitucional, porque no aludía a las garantías y contragarantías que esta fracción exige a las partes para el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado o para su ejecución.

Con motivo de las reformas que entraron en vigor el quince de enero de mil novecientos noventa y ocho, se le agregó al artículo 9o., un segundo párrafo, que actualmente dice: "Las personas morales oficiales estarán exentas de prestar las garantías que en esta ley se exige a las partes".

Como se desprende de la adición de mérito, a partir de la misma, las personas morales oficiales ya no tienen obligación de garantizar los posibles daños o perjuicios que se pueden ocasionar con la ejecución de los actos reclamados.

Por tanto, el privilegio indebido que la adición del segundo párrafo del artículo 9o. de la Ley de Amparo, trajo consigo a las personas morales oficiales de derecho público es inconstitucional, porque es contrario al numeral 107, fracción X, de la Carta Magna, y por consiguiente a la garantía de igualdad de las partes en el proceso, consagrada en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna y este principio debe ser inviolable, sobre todo en materia de administración de justicia. (Genaro Góngora Pimentel, Tomo I, páginas 174 a 181)

Se propone la supresión del párrafo segundo del artículo 9º de la Ley de Amparo que exime a las personas morales oficiales de prestar las garantías que la Ley exige a las partes; toda vez que son partes en el juicio: y esa exención propicia que se promuevan injustificadamente juicios de amparo con la finalidad de retardar el cumplimiento de los laudos.(Antonio Montes Peña, Tomo II, página 1255)

Artículo 9º.  Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de Amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la Normatividad que se reclame afecten los intereses patrimoniales de aquellas, (LAS PERSONAS MORALES OFICIALES ESTARÁN OBLIGADAS A PRESTAR LAS GARANTÍAS QUE ESTA LEY SE EXIGE A LAS PARTES.)

Se considera de acuerdo a estas propuestas que las personas morales oficiales al igual que las demás deben otorgar garantía cuando lo exija la Ley, en atención al principio de igualdad o paridad ante la ley de las partes, en virtud de ser una garantía Constitucional, por o que no puede haber privilegios hacia personas 
morales oficiales mismo que se traduce en discriminación para otras personas, independientemente de que tales personas por estar al servicio del País, resulten ser más obligadas a someterse al imperio de la Normatividad que nos rige.(Julián Andrade Requena, Tomo II, páginas 1259 y 1260)

4.- Obligar a los Organismos exentos de fijar fianzas, que la exhiban para dar más formalidad al juicio de amparo. (Héctor Manuel Medrano Hurtado, Tomo III, página 1800)

ARTICULO 11.- Las personas morales oficiales, menores de edad, discapacitados y personas de la tercera edad, ofendidos o víctimas del delito estarán exentos de prestar las garantías que exige esta  Ley.  Lo mismo ocurrirá con los grupos étnicos que incurran en notorio atraso cultural y económico.

MOTIVOS.   Se extiende el beneficio previsto en el artículo a sectores sociales  vulnerables, con la finalidad de que el juicio no sea un medio que sólo este al alcance de las personas que cultural o económicamente tengan mayores posibilidades de obtener  sus beneficios. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1901)

La parte conducente del texto de este precepto ha sido objeto de una indebida interposición de demandas de amparo por parte de funcionarios que representan a las diversas entidades estatales, al pretender proteger sus derechos patrimoniales sin que les asista este derecho, porque en muchas ocasiones lo que realmente pretenden  defender son los derechos sociales de la entidad a la que representan, esto a razón, que de la lectura de la parte conducente de este artículo no se puede desentrañar el sentido esencial que pretendió establecer el legislador.

CONSIDERACIONES SOBRE LA NECESIDAD DE REFORMAR EL ARTÍCULO 9º DE LA LEY DE AMPARO.

Bajo el supuesto de que el artículo 9º de la Ley de Amparo se encuentra en el Capítulo Segundo de este ordenamiento jurídico denominado “De la capacidad y personalidad” refiriéndose a la de las personas que ostentan el derecho de ejercitar la acción de amparo; así como el supuesto que los gobernados son los únicos titulares de la acción de la demanda de amparo, es de suma importancia advertir que existe una “aparente excepción” a la regla general de que solamente los poseedores de garantías individuales son los únicos facultados para solicitar la protección de la Justicia Federal cuando una Ley o acto de autoridad ha vulnerado su esfera jurídica y se utiliza el término excepción aparente, porque es el sentido que se deja ver de la lectura de la parte conducente del artículo en comento.

 “ARTICULO 9o.- Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquéllas.

...”

En efecto, pues el verbo “podrán” utilizado por el legislador está indicando una permisibilidad al sujeto de la oración que en este caso son las personas morales. Asimismo y siguiendo con el contenido de este numeral, se tiene que la autorización reconocida es la de ocurrir en demanda de amparo, siempre y cuando sea “por conducto de un funcionario o representante”, y en ese sentido este primer supuesto no es exclusivo para las personas morales oficiales, puesto que es un requisito que deben cubrir todas las personas morales ya sean de carácter público o particulares, debido a su calidad de entes abstractos de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 4º de la Ley de amparo.

Por otra parte, el otro de los supuestos que deben satisfacer es el que además la Ley o acto que se reclamen hayan afectado los intereses patrimoniales de la entidad gubernamental, requisitos estos que deben ser cumplidos sin dejar de observar los de forma exigidos por la misma Ley a cualquier impetrante del juicio de garantías.

Siendo este el sentido literal que se desprende de la lectura del artículo 9º de la Ley de Amparo.

Pero hay que recordar que existe una diferencia entre lo que es Ley y norma, pues por norma se entiende que es el precepto establecido en un ordenamiento jurídico, es lo que se lee, lo que se aprecia, y la Ley es el espíritu de la norma, la cual está conformada por el derecho tutelado por la norma, por lo que el texto del artículo en cita, así como cualquier otro precepto legal ha sido objeto de la necesidad de recurrir a otras fuentes del derecho como lo son la jurisprudencia o la doctrina con la finalidad de descubrir su esencia o propiamente dicho para desentrañar la Ley protegida por este precepto. 

Lo anterior encuentra sustento en diversos criterios jurisprudenciales, los cuales muestran que el espíritu del artículo 9º del que se viene hablando no lo ostentan únicamente la representación hecha por la persona que cuente con las suficientes facultades reconocidas para ello, ni la autorización literal que reconoce este artículo en el sentido que, para que las personas morales oficiales puedan solicitar el amparo de la Justicia Federal, es necesaria una afectación en su patrimonio, esto es así:

Al hablar de las personas morales oficiales, se está haciendo referencia del calificativo de la composición de su personalidad que se desprende de la teoría de la ficción de DUROCQ, con la cual se da a entender que dicha personalidad es desprendida de la abstracción para así poder discernir entre los intereses o deberes jurídicos particulares de los colectivos de todos aquellos individuos que conforman entre sí una asociación o una agrupación de personas, comprendiendo que esta estimación únicamente es para distinguir la calidad civil que tienen las personas morales oficiales y es por esta abstracción que solamente la afectación que pudiesen sufrir únicamente puede ser material, siendo así que siempre se va a ver reflejada en su patrimonio. Por lo que hasta aquí pudiera parecer que es acertada la expresión utilizada en el artículo noveno.

Pero por tener la calidad de oficiales, los entes gubuernamentales tienen una doble personalidad, a saber: cuando realizan actos inherentes a ellos, con la finalidad de cumplir sus funciones, que  es cuando sus actos revisten el imperium de autoridad concedida por el Estado; y cuando simplemente actúan como “personas morales,” sin su calidad de oficiales, que es cuando sus relaciones con los demás gobernados se da en un plano de igualdad de circunstancias, puesto que los actos realizados por las personas morales oficiales dentro de estas relaciones carecen de imperatividad, coercitividad y unilateralidad, por lo que entonces cuando actúen bajo este segundo carácter es cuando se reconoce el derecho a las personas morales oficiales a solicitar el amparo y protección de la Justicia Federal.

En efecto, si el objeto del juicio de garantías es el de resolver toda controversia que se suscite por leyes y actos de autoridades que vulneren las garantías de los gobernados de acuerdo a lo dispuesto por la fracción primera del artículo 103 constitucional y que en esencia se reproduce en el artículo primero de la Ley de amparo, esto es lo que da a lugar a considerar que la finalidad del juicio de amparo es la protección a esos derechos subjetivos públicos que les son reconocidos a las personas físicas y morales que guardan una relación jurídica de subordinación frente al Estado, toda vez que su esfera jurídica puede verse afectada por actos provenientes de cualquier órgano estatal, siendo este el sentido en el que la procedencia del juicio de amparo opera siempre que el solicitante de la demanda de garantías sea un gobernado.

Y bajo esta hipótesis se puede sostener que las personas morales oficiales pueden solicitar como cualquier gobernado el amparo y protección de la justicia federal, en contra de una Ley o un acto de autoridad, siempre que acudan en calidad de gobernados, que es la hipótesis que realmente debería de exigir el artículo 9º de la Ley de amparo, más no la de “en defensa de su patrimonio”. porque en todo caso, las personas morales ya sean públicas o particulares, como abstracción de un interés colectivo que son, solamente pueden ser tangible la afectación que haga una Ley o acto de autoridad, en su patrimonio.

Pero tratándose de personas morales oficiales, otros derechos que ostentan son los derechos políticos, que son los inherentes al ejercicio de sus facultades, los cuales no encuentran protección a través del juicio de amparo, siendo este el aspecto toral del presente estudio toda vez que el texto del artículo noveno ha sido objeto ya sea por ignorancia o por razones políticas de interposiciones de demandas de amparo improcedentes por parte de los representantes de diferentes autoridades, que causan una tramitación innecesaria de estos al Poder Judicial de la Federación, pudiéndose impedir la ociosidad de su despacho si el texto del multicitado numeral estableciera de manera clara y precisa el sentido con los límites y alcances que realmente consagra este numeral, y para robustecer lo anterior se invoca el contenido de la tesis emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, misma que se encuentra visible en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo XII del mes de octubre, en la página 415, de la Novena Epoca, en el que se narra para formar este criterio, que el 26 de enero de 1993, se decretó un acuerdo en el Estado de Chihuahua, cuyo contenido establecía despojar y privar al Municipio de Ciudad Delicias, de esa misma entidad, de las funciones de la prestación del servicio de Registro Civil de ese Municipio, por lo que como consecuencia de esa privación se derivaba una afectación en su patrimonio, toda vez que se le desposeía el derecho del cobro de ese servicio, lo que representaba que la anulación de esos ingresos repercutía directamente en una parte de su patrimonio, por lo que su Presidente Municipal interpuso una demanda de amparo en contra de dicho acuerdo con el objeto de impedir que se ejecutara el mismo, toda vez que en caso de que esto ocurriera se le privaría a ese Municipio de la función de la prestación del servicio de Registro Civil, el cual representaba una parte de sus ingresos, que componen su patrimonio, pero cabe advertir que también es cierto que en dicha demanda de amparo se encontraba implícita la intención más que de proteger su patrimonio, era la de la defensa de la privación de sus facultades de ejercer la función de la prestación del servicio de Registro Civil bajo los argumentos vertidos en su demanda de garantías que en caso de cumplimentarse dicho acuerdo se vería afectado éste Municipio en su esfera patrimonial, a razón de que de la realización de esa función obtenía ingresos los cuales formaban una parte de su patrimonio, con lo que de acuerdo al texto del artículo 9º, la demanda interpuesta por el Presidente Municipal de Ciudad Delicias, cumplía con las exigencias del artículo 9º, ya que fue interpuesta por el Presidente Municipal, quien contaba con las facultades otorgadas por la ley de ser la persona quien debidamente podía representar a ese Municipio, además que el acuerdo impugnado afectaba los intereses patrimoniales del Municipio, situación esta, que es incorrecta ya que no se puede ignorar que la privación del ejercicio de la función de Registro Civil repercutía en las facultades de que el Municipio estaba investido, es decir, el servicio de Registro Civil que venía desempeñando era parte de las funciones que como persona moral oficial o bien como autoridad tenía delegada, por lo que es de sostenerse tal y como lo establece el sentido de este criterio jurisprudencial, la interposición de su demanda resulta improcedente, bajo el entendido que el objeto de del juicio de amparo es la protección de las garantías individuales de los gobernados con motivo de la aplicación de una Ley o acto de autoridad, más no protege derechos sociales como lo es la facultad del ejercicio de la función de Registro Civil. 

DEMANDA DE AMPARO IMPROCEDENTE. LO ES AQUELLA INTERPUESTA POR UNA PERSONA MORAL OFICIAL, CUANDO SU OBJETIVO ES DEFENDER DE OTRAS AUTORIDADES SUS DERECHOS PUBLICOS.  Es cierto que conforme a lo dispuesto por el artículo 9, de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, las personas morales oficiales, como lo es un Municipio del Estado de Chihuahua, pueden promover el juicio de amparo, pero sólo en su carácter de entidad jurídica y en defensa de sus derechos privados, pero no en su carácter de entidad pública o autoridad y en defensa de sus derechos públicos, con objeto de protegerse contra actos de otras autoridades que lesionen dichos derechos, pues en este caso se está frente a derechos políticos, en el cual indiscutiblemente no pueden existir violaciones de garantías individuales. Consecuentemente, si en un caso particular, un municipio, por conducto de su presidente municipal, reclamó de diversas autoridades del gobierno del propio Estado de Chihuahua: "El acuerdo número cuatro de fecha 26 de enero de 1993, así como los acuerdos, órdenes verbales o escritas, oficios, comunicaciones, a fin de despojar y como consecuencia privar al municipio de Ciudad Delicias, Chihuahua, de las funciones relativas a la prestación del servicio del Registro Civil y en consecuencia afectar el patrimonio económico consistente en los ingresos que se obtienen con motivo de dicha prestación a través del cobro de la celebración, asiento y expedición de los actos del Registro Civil consistentes en nacimiento, matrimonio, divorcio, defunción, tutela, etc., así como el despojo de los bienes y enseres que constituyen las oficinas propiedad del municipio. De igual manera, todos los actos que deriven de dicho acuerdo"; y de la autoridad responsable ejecutora, jefe del Departamento del Registro Civil, reclamó la obediencia, cumplimiento y ejecución por sí o por medio de los agentes a sus órdenes de los actos reclamados a las autoridades responsables ordenadoras; es inconcuso que de tales actos reclamados, se evidencia que la autoridad municipal recurrente entabló su demanda de amparo para proteger sus derechos públicos, consistentes en la prestación del servicio del Registro Civil contra los actos de privación de dicho servicio, reclamados a las autoridades estatales mencionadas, por cuyas razones es indiscutible que la demanda de amparo del recurrente, conforme a lo dispuesto por el artículo 145 de la Ley de Amparo, es notoriamente improcedente, puesto que con ella consta el motivo manifiesto e indudable de improcedencia aludido.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTIMO CIRCUITO.

Amparo en revisión 64/93. Municipio de la Ciudad Delicias, Chihuahua. 29 de abril de 1993. (Manifestando el Magistrado Víctor Manuel Campuzano Medina, que está de acuerdo con el sentido de la ejecutoria, mas no con el tratamiento). Unanimidad de votos. Ponente: Angel Gregorio Vázquez González. Secretaria: Blanca Estela Quezada Rojas.

JUSTIFICACIÓN DE LA PROPUESTA.

Y así como este ejemplo existen muchos otros en los que los representantes de las autoridades interponen demandas de amparo en las cuales con conocimiento de causa pretenden defender actos inherentes a sus facultades sin saber cual es su intención, pero con la cierta consecuencia que esto representa para el Poder Judicial Federal, como ya se dijo atender asuntos que únicamente lo que causan es una carga de trabajo que impide que se puedan estudiar otros conflictos sometidos a su consideración, además que una precisa observancia en este precepto impediría que la atención de los jueces no sea ocupada en examinar la procedencia de este tipo de demandas pudiéndose evitar esta distracción.

PROPUESTA DE REFORMA.

Bajo este orden de ideas se considera que la hipótesis que debería establecer el artículo 9º de la Ley de Amparo es:

“ARTÍCULO 9º.- Las personas morales oficiales para que puedan ocurrir en demanda de amparo debe ser bajo su carácter de gobernados, siempre que la Ley o acto de autoridad que impugnan no restrinjan las facultades de su función de autoridades.” (Rafael Mercado Dávila, Tomo III, páginas 2120 a 2128)

ARTÍCULO 9o. Las personas morales oficiales, es decir la Federación, los Estados, el Distrito Federal  y los Municipios  podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquéllas.

Las personas morales oficiales estarán exentas de prestar las garantías que en esta ley se exige a las partes. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2147 y 2148)
A).- CAPITULO II

DE LA CAPACIDAD Y PERSONALIDAD

ARTICULO 9.-  Definir las personas morales oficiales, es decir, quienes son consideradas en este supuesto, Secretarías de Estado, Municipios, Organos desconcentrados, Organismos Públicos Descentralizados, Dependencias Federales y/o Estatales. 

B).- Se efectúa esta propuesta de definición, en virtud de que la Ley Federal no considera con precisión  la naturaleza de las Organismos Públicos Descentralizados, es decir, a pesar de que los Organismos Públicos, reciben Subsidio Federal el criterio de los juzgados no les otorga tal carácter, manifiestan  que por la personalidad jurídica no se afecta a la Federación cuando se recibe un daño al patrimonio, omitiendo considerar que por manejar subsidio federal se causa perjuicio a la Federación, por ser esta quien otorga el recurso.

C).- ARTICULO 9.- Las personas morales oficiales, Secretarías de Estado, Municipios, Organismos Públicos Descentralizados, Organos Descentralizados, Dependencias Federales y/o Estatales podrán ocurrir en demanda de Amparo, por conducto, de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la Ley que se reclamen afectan los intereses patrimoniales de aquéllas.

Las personas morales oficiales estarán exentas de prestar las garantías que en esta Ley se exige a las partes. (Regina Fernández Cabrera, Tomo IV, páginas 2388 y 2389).

ARTÍCULO 9º.-  Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquéllas, pero cuando lo interpongan sólo para el efecto de impedir el cumplimiento de sus obligaciones y retardar la ejecución de los fallos cubrirán por reparación del daño, hasta con un 30% del importe de los aspectos materia de la litis de donde emana el acto reclamado o de la cantidad que resulte, según dictamen pericial, integrado con un perito designado por las partes o por un representante:  de las agraviadas, de los terceros perjudicados, de las autoridades responsables involucradas.  (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 18)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 12.- La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando la norma general o el acto que se reclame afecte intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad.

Lo dispuesto en este artículo es aplicable a las personas morales oficiales que la ley otorgue el carácter de autoridad.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 9 (primer párrafo).- Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses patrimoniales de aquéllas.

COMENTARIO DE SECUENCIA.- Resulta indispensable mencionar que un gran numero de dispositivos de la ley de amparo, al hacer referencia al acto reclamado, los divide en dos grandes grupos, las leyes y los actos en general; sin embargo ya quedó patentizada la propuesta de cambiar el primero de ellos por un concepto mas amplio en que se incluyan los diversos actos legislativos, por tanto ya no habrán de mencionarse las razones anteriores cuando en la redacción de algunos de los preceptos se incluya esa denominación sobre la generalidad de los actos impugnables en vía de amparo. 

COMENTARIO.- En el proyecto de reforma aludido, se propone variar la redacción enumerativa por una limitativa, esto es, en lugar de referirse a “las personas morales oficiales”, iniciar dicho precepto mencionándolas (La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios), lo cual se considera atinado pues ello da mayor certeza jurídica a las partes en el juicio de amparo, cuando les corresponda litigar en su contra. 

Por otra parte, se comparte la postura de modificar el concepto “actos que afecten intereses patrimoniales” por “actos que afecten intereses distintos de los que correspondan a su función de autoridad”, pues en este último articulado reluce el espíritu del legislador en cuanto a la salvedad limitada en que las personas morales oficiales pueden acceder al juicio de garantías, que es precisamente cuando no intervengan como autoridad sino que se encuentren en un supuesto de igualdad jurídica frente al gobernado. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 89 y 90)
Artículo 10. El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. También podrán promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

PROPUESTAS

1.- El artículo 20 Constitucional en su parte final establece que  “En todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y los demás que señalen las leyes.”   Esta disposición vanguardista, no ha encontrado reflejo aun en la Ley de Amparo, puesto que el artículo 10 de dicho ordenamiento limita el ejercicio de la Acción Constitucional a cuatro casos específicos y muy concretos relacionados con la reparación del daño y la responsabilidad civil: “El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrá promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. También podrá promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.”   Por tanto, considero necesario que se modifique la Ley de Amparo en su artículo 10 para dar cabida a las Garantías contenidas en el artículo 20 Constitucional, incluyendo aquellos derechos que la ley reglamentaria otorgue a las víctimas, no expresamente consignadas en el texto de la Carta Suprema:

ARTICULO 10: “El ofendido, la víctima  o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito,  podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación del daño o de responsabilidad civil. También podrá promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño o a la responsabilidad civil, pudiendo además promoverlo en los casos previstos por el artículo 20 Constitucional en su último párrafo.” (Jorge Chessal Palau, Tomo II, páginas  787 y 788)

35.- Respecto de la parte quejosa existe el problema que implica el artículo 10 de la Ley de Amparo o sea, que solamente se pueden reclamar mediante el juicio de garantías aquellas resoluciones que dicten los tribunales penales, en el incidente de reparación de daño o de responsabilidad civil y aquellas resoluciones directamente relacionadas con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes afectos a la reparación o responsabilidad sin que, por consiguiente, el ofendido por el delito pueda presentar amparo contra resoluciones de distinta naturaleza.  La razón fundamental que se da para ello es que la acción penal es monopolio del Ministerio Público, que por consiguiente, sólo el o el reo pueden impugnar las resoluciones dictadas en el proceso penal.

De acuerdo con la Constitución, es cierto que, salvo el caso a que se refiere la fracción XVI  del artículo 107 de la Constitución, el Ministerio Público es el único que puede ejercitar la acción penal (art. 21);  pero la interpretación que se ha dado a esta facultad convierte el Ministerio Público en el dueño absoluto de la acción, haga lo que haga.  Por ello la reforma constitucional de 1994 facultó al ofendido a promover el juicio en contra de la negativa del Ministerio Público a ejercer la acción penal o cuando se desista de ella, lo que de alguna manera implica que el Ministerio Público ya no es el dueño absoluto de la acción penal, aún cuando es el único que puede promoverla, lo que no excluye la intervención del ofendido en el proceso, una vez ejercitada la acción, intervención  que podía calificarse de tercería coadyuvante y que sería como la intervención del tercero perjudicado en el juicio de amparo.  Por ello, es conveniente eliminar el artículo 10 de la ley, para que pueda el ofendido promover el juicio de amparo contra resoluciones dictadas en el proceso.  Asimismo habría que reformar la fracción III inciso b), del artículo 5 de la ley, para que el ofendido pudiera ser tercero en todos los amparos que promoviera el procesado, siempre y cuando se hubiera apersonado en el proceso.

Por otra parte, se niega la intervención del ofendido en el proceso porque se estima que lo mueven la venganza y el rencor y no el deseo de hacer justicia; que en muchos casos hay deseos de venganza es cierto; pero al mismo tiempo hay deseo de que el responsable reciba la pena que merece.

Y esto constituye una razón para aceptar la intervención del ofendido, ante la indiferencia lógica del Ministerio Público.  Por otra parte, la situación del ofendido en el proceso penal es la de una persona con una indefensión absoluta.  Se tiene derecho a que se repare el daño que sufrió; pero si dictan auto de libertad por falta de elementos, nunca podrá ser resarcido en el proceso penal y lo mismo ocurre si se dicta sentencia absolutoria, esté bien o esté mal dictada, haya hecho el Ministerio Público lo que debía hacer o no lo haya hecho, en cuanto aportar las pruebas necesarias para demostrar la responsabilidad del inculpado y la existencia del delito.  Y cuantas veces vemos que el Ministerio Público hace las cosas mal y el resultado es la liberación del presunto reo y la indefensión del ofendido, que nada puede hacer.

Estas reflexiones llevan más lejos; debería darse al ofendido intervención en el proceso, para que pudiera defender sus intereses; pero en tanto eso se hace, debe dársele la posibilidad de presentar el amparo en contra de las resoluciones esenciales del proceso: autos de sobreseimiento, autos de libertad por falta de elementos o de desvanecimiento de datos; sentencia definitiva, para que pueda defender su derecho a recibir una reparación, del daño que ha sufrido. 

Como es natural la intervención del ofendido en el juicio de amparo como quejoso o como tercero sería de acuerdo a las reglas y principios del juicio de garantías. 

36.- El artículo 5° en la fracción III, que se refiere a los terceros perjudicados, distingue al tercero en materia administrativa, del tercero en asuntos judiciales y en asuntos de carácter penal.  Respecto de éstos, como dije, debería admitirse la intervención del ofendido como tercero perjudicado en los amparos penales, por las razones ante dichas.(Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1056 a 1059)

ARTICULO .-   El ofendido o las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de delito, podrán promover juicio de amparo contra actos que tengan por objeto no procesar al inculpado o eximirlo de responsabilidad penal ; ya sea por el dictado de determinaciones de no ejercicio de la acción penal, resoluciones que nieguen ordenes de comparecencia o aprehensión, autos que decreten la libertad por falta de elementos  para procesar o  por inexistencia de delito, desistimiento de la acción penal, confirmación de conclusiones inacusatorias, autos que determinen que la acción penal está extinguida,  los que dicten la libertad por  desvanecimiento de datos y los que señalen que quedó comprobada una causa excluyente  de responsabilidad penal, así como las sentencias absolutorias no recurridas por el Ministerio Público o que recurridas sean confirmadas por la alzada.

Para que proceda el amparo contra autos que nieguen el libramiento de ordenes de aprehensión y comparecencia, es necesario que el Ministerio Público no realice actos tendentes a lograr su dictado en un mes, o que aportadas se niegue nuevamente.   Lo mismo ocurrirá con los autos de libertad por falta de elementos para procesar.

Se trata de autos de inexistencia de delito, procederá el juicio contra la resolución confirmatoria dictada por la alzada o por la ausencia del recurso por parte del Ministerio Público.

También podrá promover el juicio contra actos surgidos  en el procedimiento penal, relacionados con el aseguramiento del objeto del delito y los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

MOTIVOS.   De las prerrogativas que la persona tiene en un estado de derecho, las que estén vinculadas con el derecho represivo, punitivo o penal, según sea el término que se estime más adecuado, tienen una jerarquía  mayúscula con relación  a los otros ámbitos del derecho porque recaen  sobre la libertad y patrimonio de las personas pero, sobre todo, en el ámbito de justicia.

Conocidos son los derechos públicos  subjetivos que enumera la constitución y las leyes que de ella derivan  a favor del reo, que han  dado pábulo  a señalar que el sistema penal es de y para el reo, olvidando a la víctima del delito.

Por ello, con este precepto se pretende rescatar el derecho de las víctimas a una justicia constitucional que ha probado en México y el mundo su eficacia y confiabilidad, dotándolas de amplias posibilidades para acudir al juicio de amparo.

No pasa inadvertido que se establece la procedencia del juicio de garantías contra determinaciones de no ejercicio de la acción penal y desistimiento de ésta, así como otras resoluciones que indudablemente pueden afectar a la víctima ; y,  que el constituyente permanente opero reforma constitucional para que las dos primeras fueren combatidas jurisdiccionalmente ; sin embargo, ninguna entidad federativa ni la federación establecieron el medio que programó el Código Político, lo cual dio pauta a que los tribunales federales resolvieran por la procedencia del juicio unos y otros la negaron, resultando todo ello en demérito de la víctima del delito.

Así que en el precepto, se recoge la inactividad legislativa en la materia y se soluciona la contradicción de criterios de los Tribunales Federales, haciendo procedente el juicio y ampliando sus alcances. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1901 a 1904)

2.- Se sugiere adicionar los artículos 10 y 114 de la Ley de Amparo, con un párrafo que haga congruente la garantía que tutela el tercer párrafo del artículo 21 Constitucional, que prevé que las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional, de tal manera que en la propia Ley de Amparo se establezca la posibilidad de interponer el juicio de garantías contra tales determinaciones.

Así, deberá considerarse que el juicio de amparo es procedente contra dichas determinaciones, en virtud de que el artículo 103 de la Constitución establece que el juicio de amparo procede contra actos de autoridad que violen garantías individuales, siendo la Ley de Amparo el ordenamiento jurídico reglamentario idóneo para establecer la procedencia del juicio de garantías en contra de las resoluciones a que se ha hecho referencia. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2065)

ARTÍCULO 10.  La víctima, el ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo  en los siguientes casos:

Contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. podrán 

 Contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

Contra las resoluciones del Ministerio Público, ratificadas por el Procurador General que confirmen el  no ejercicio, o el desistimiento de la acción penal, según el Artículo 21 de la Constitución Federal. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2148)

I.- En relación con el ofendido en materia penal.

Como excepción al espíritu protector del juicio de garantías, se encuentra en la actualidad, la limitación del ofendido o del titular del derecho a la reparación del daño o a la responsabilidad civil en contra del delincuente, para ejercer la acción de amparo, pues tiene sólo capacidad para ocurrir al juicio de garantías contra los actos que emanan del incidente de reparación del daño o de responsabilidad civil y contra aquellos actos que surjan dentro del procedimiento penal, pero relacionados, inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño o a la responsabilidad civil.

El precepto aludido, dice:

ARTÍCULO 10. El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. También podrán promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

Ahora bien, los antecedentes legislativos, en particular, la adición del último párrafo del articulo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el diario Oficial de la Federación de tres de septiembre de mil novecientos noventa y tres, y la reforma al artículo 21 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación de treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, revelan la elevación a rango de garantía individual de seguridad jurídica del querellante, denunciante, víctima del delito o de los familiares de éste, o del legalmente interesado por la comisión de un ¡lícito, la de exigir y obtener la persecución de los delitos, a través del sometimiento al control jurisdiccional las resoluciones sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, con el propósito de garantizar los derechos de las víctimas y la protección misma de la sociedad, evitando que algún delito quede, injustificadamente, sin persecución.

De lo anterior se sigue que la acción penal no constituye un poder o prerrogativa que el Ministerio Público pueda ejercer a su libre arbitrio, toda vez que ésta nace y se desarrolla con el propósito de castigar a los sujetos que hubieran afectado a la sociedad con la comisión de un hecho delictuoso y que su ejercicio es obligatorio siempre y cuando se reúnan los requisitos necesarios para su procedencia.

La finalidad de la reforma aludida, es que tales determinaciones se regulen por normas y criterios objetivos, a fin de que el no ejercicio de la acción penal sea regido dentro de un Estado de Derecho ya que, cuando resultan injustificados, violan en perjuicio del denunciante, querellante, víctima del delito o de los familiares de ésta, o del interesado legalmente en la persecución del delito, la garantía de seguridad jurídica consagrada en la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política.

En atención a lo anterior, es patente que tales determinaciones al resultar injustificadas, afectan los intereses jurídicos de la sociedad y, por ende, los del ofendido, persona que ha resentido directa o indirectamente la conducta calificada como delito, en especial, al privarle de la posibilidad de obtener la reparación del daño, por lo que es éste, por sí, por medio de sus representantes o, en su caso, sus sucesores, está legitimado para ejercer al respecto la acción que corresponda a fin de que se revisen por órgano jurisdiccional y éstas a su vez, son susceptibles de control constitucional a través del juicio de garantías.

Conforme a lo anterior, si las determinaciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal pueden resultar violatorias de las garantías individuales del ofendido, por la misma razón puede serlo cualquier resolución indebida o ilegal pronunciada en un proceso que impida una decisión sobre la reparación del daño a la que tiene derecho, en su carácter de víctima del delito, por lo que no existe razón lógica para constreñirlo a impugnar lo relativo a la comprobación del delito o delitos cometidos ni lo tocante a la responsabilidad penal del acusado, habida cuenta que los razonamientos anteriores, también son aplicables a las decisiones judiciales, por lo que debe concluirse que el juicio de amparo es plenamente procedente para reclamarlas.

La jurisprudencia emanada de la interpretación de la citada reforma, apunta en el mismo sentido.

Para constatarlo, basta consultar el Tomo VI, Diciembre de 1997, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el cual aparecen las tesis sustentadas por el Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, números CLXV, CLXVI, y CLXVII, en las páginas 25, 108 y 111, las cuales, respectivamente, dicen:

ACCIÓN PENAL. EL ARTÍCUL0 21, PÁRRAFO CUARTO, CONSTITUCIONAL
GARANTÍA DEL DERECHO, SE ERIGE EN  DE IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO SOBRE EL NO EJERCICIO 0 DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA. En la iniciativa presidencial que dio origen a la reforma al artículo 21 constitucional, que entró en vigor el l° de enero de 1995, se reconoció la necesidad de someter al control jurisdiccional las resoluciones sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, con el propósito de garantizar los derechos de las víctimas y la protección misma de la sociedad, evitando que algún delito quede, injustificadamente, sin persecución. Del dictamen elaborado por las Comisiones Unidas de Justicia., Puntos Constitucionales y Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, en cuanto a la iniciativa en comento descuella, como elemento preponderante, la determinación de hacer efectiva la seguridad jurídica de los gobernados en lo referente a las funciones que el Ministerio Público tiene encomendadas de perseguir los delitos y ejercer la acción penal, otorgando a aquéllos la oportunidad de impugnar las determinaciones respecto del no ejercicio y desistimiento de la acción penal, para lograr, por un lado, que las víctimas de los delitos o sus familiares obtengan una reparación del daño; por otro, que se abata la impunidad; y, además, que se impida que por actos de corrupción., la representación social no cumpla con sus funciones constitucionales. A su vez, el dictamen emitido respecto de la iniciativa presidencial por las Comisiones Unidas de la Cámara de Diputados, que dio paso a la aprobación con modificaciones de la citada iniciativa, pone de relieve el propósito legislativo de elevar al carácter de garantía individual el derecho de impugnar las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, para hacer efectivo el respeto a la seguridad jurídica. Esos antecedentes legislativos son reveladores del nacimiento de la garantía individual de impugnar las resoluciones de mérito, por lo que es factible lograr que, mediante el juicio de amparo, el Ministerio Público, por vía de consecuencia, ejerza la acción penal o retire el desistimiento.

ACCION PENAL. LAS RESOLUCIONES SOBRE EL NO EJERCICIO 0 DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA, SON SUSCEPTIBLES DE VIOLAR GARANTÍAS INDIVIDUALES Y, POR TANTO, EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO. La acción penal es el poder de que está dotado el Ministerio Público para solicitar la actuación del órgano jurisdiccional y la instauración del proceso penal en contra de persona determinada, con el propósito de que se aplique la pena o medida de seguridad correspondiente, mientras que el desistimiento de tal acción es la renuncia a esa solicitud o el abandono del derecho respectivo, que la representación social expresa dentro del proceso para evitar que éste continúe o que culmine. Por consiguiente, si la acción penal es el elemento que todo proceso penal necesita para activarse, funcionar y producir sus efectos, su no ejercicio da lugar a que no se inicie y su desistimiento a que, ya iniciado, se sobresea.  En términos del artículo 21, párrafo primero, constitucional, el Ministerio Público, en su carácter de representante social, es el que se encuentra legitimado para ejercer la acción penal; sin embargo, no constituye un poder o prerrogativa que pueda ejercer a su libre arbitrio, toda vez que ésta nace y se desarrolla con el propósito de castigar a los sujetos que hubieren afectado a la sociedad con la comisión de un hecho delictuoso, de donde deriva que el ejercicio de la acción penal es obligatorio siempre y cuando se reúnan los requisitos necesarios para su procedencia, los que se encuentran previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La finalidad de la reforma al artículo 21 constitucional, que entró en vigor el lo. de enero de 1995, es que tales determinaciones se hallen reguladas por normas y criterios objetivos, a fin de que el no ejercicio de la acción penal sea regido dentro de un Estado de derecho. En ese orden de ideas, la negativa sobre el ejercicio de la acción penal o el desistimiento de ésta, cuando resultan injustificados, violan en perjuicio del denunciante, querellante, víctima  del delito o de los familiares de ésta, o del interesado legalmente en la persecución del delito, la garantía de seguridad jurídica consagrada en la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política. Además, es patente que tales determinaciones afectan los intereses jurídicos de la sociedad y, por ende, del ofendido, persona que ha resentido directa o indirectamente la conducta calificada como delito, en especial, al privarle de la posibilidad de obtener la reparación del daño, por lo que es éste, por sí, por medio de sus representantes o, en su caso, sus sucesores, el legitimado para ejercer al respecto la acción de garantías. Conforme a lo anterior, si las determinaciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal pueden resultar directamente violatorias de las garantías individuales del ofendido, el juicio de amparo es plenamente procedente para reclamarlas.

ACCION PENAL. LA PROCEDENCIA DEL AMPARO RESPECTO DE LAS RESOLUCIONES SOBRE EL NO EJERCICIO 0 DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA, NO INVADE EL MONOPOLIO DEL MINISTERIO PÚBLICO AL RESPECTO. La intervención del Poder Judicial Federal, en su función de instructor y resolutor del juicio de amparo en contra de las resoluciones sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, no puede considerarse invasora del monopolio que respecto del ejercicio de esa acción establece el artículo 102 de la Constitución General de la República, en favor del Ministerio Público, ya que en tal carácter, no llegará a conocer como Juez ordinario, ni en primera ni en segunda instancias del proceso, puesto que investido como juzgador constitucional, no es un tribunal de justicia común que., por medio de su arbitrio, valore acciones, pruebas y personas para aplicar las le es con el conocimiento inmediato de los hechos que acontecieron, sino que es un tribunal de garantías constitucionales que respetando el arbitrio de los jueces del orden común, en la estimación legal de los hechos y en la apreciación de las pruebas, solamente juzga, a través del juicio de amparo, si con motivo de los actos de autoridad, sea esta judicial, legislativa o administrativa, se han conculcado o no los derechos del gobernado garantizados por la Constitución, otorgando o negando la protección de la Justicia Federal en cada caso concreto.

Desde la perspectiva legislativa constitucional y jurisprudencial apuntada, concerniente a la elevación, a rango de garantía individual, el derecho del ofendido a la reparación del daño; en lo atinente a que la acción penal no es una prerrogativa del Ministerio Público y acerca de que la revisión de ésta por el Poder Judicial no constituye invasión al monopolio de la acción penal, aunado al propósito de no hacer ilusorio el derecho del ofendido al resarcimiento del daño, son circunstancias que permiten arribar a la conclusión de que debe admitirse la demanda de amparo interpuesta por aquél contra cualquier resolución pronunciada en un proceso, que impida una decisión sobre la reparación del daño a la que tiene derecho, en su carácter de víctima u ofendido.

Si se continuara restringiendo el acceso de éstos al juicio de amparo como hoy sucede, se seguiría impidiendo el análisis constitucional de la determinación de la autoridad responsable acerca de la configuración del delito o delitos que hubieran motivado la acusación o la querella, y sobre la responsabilidad atribuida al acusado, haciendo imposible, para la víctima, la obtención de su derecho a la reparación de daño, con indudable violación, en su perjuicio, de las garantías individuales consignadas en los artículos 14, 20 y 21 de la Constitución Federal.

A lo anterior se agrega que la Ley de Amparo en su artículo 5°, fracción III, inciso b), le reconoce al ofendido por el delito la calidad jurídica de parte, automática y lógicamente está admitiendo que participa de los elementos legales y materiales para conducirse como tal, con la posibilidad de desarrollar su actividad procesal con tal carácter, con todos los derechos y obligaciones que jurídicamente le son inherentes.

Así, procede concluir que cuando el ofendido con derecho a la reparación del daño intente el juicio de garantías contra actos judiciales del orden penal contra cualquier resolución pronunciada que impida una decisión sobre la reparación del daño a la que tiene derecho, debe tramitarse y resolverse según proceda, incluidos entre aquellos actos de autoridad, las sentencias. absolutorias que, obviamente, atento a ese sentido, no contendrán declaración sobre la reparación del daño, aspecto que constituye la máxima afectación de ese derecho a la obtención de la indemnización respectiva.

Lo contrario, significarla soslayar la evolución legislativa y jurisprudencial al respecto, así como el objetivo y los principios que rigen el juicio de amparo que, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 103 y 107 de nuestra Carta Magna, procede contra leyes o actos de autoridad que violen garantías individuales, como son las que consagran los artículos 14 y 21 constitucionales, en perjuicio del ofendido por un hecho delictuoso.

Por lo anterior, se efectúa la siguiente propuesta:

Que la Nueva Ley de Amparo prescinda de un precepto de contenido similar al artículo 10 del actual ordenamiento, pues contribuiría a la consecución de los altos fines y a la actualización del espíritu protector del juicio de garantías, al eliminar la limitación del ofendido o del titular del derecho a la reparación del daño o a la responsabilidad civil en contra del delincuente, para ejercer la acción de amparo. (Herminio Huerta Díaz, Tomo IV, páginas 2856 a 2904).

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 13.- La víctima, el ofendido o  las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo en los siguientes casos:

I.- Contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil;

II.- Contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil;

III.- Contra las resoluciones jurisdiccionales que confirmen el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal por parte del Ministerio Público, dictadas en los términos del párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional. 

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 10.- El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. También podrán promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

COMENTARIO.- Como ya se tiene expuesto, en comunión con el proyecto de reforma, se considera necesario incluir en este precepto, un supuesto específico de procedencia del juicio de amparo promovido por el agraviado, cuando el acto reclamado se haga consistir en el acuerdo o resolución que determina en forma definitiva la determinación del no ejercicio de la acción penal (Las razones de fondo se contienen en la jurisprudencia relativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación).

Ahora bien, en el proyecto de reforma (no concretizado), se propone agregar como titular del derecho que se contiene en tal artículo a “la víctima”, sin embargo, su connotación en el derecho penal se utiliza como sinónimo de ofendido, agraviado, sujeto pasivo, etcétera, por tanto, es de considerarse innecesaria tal distinción, no obstante que se trate de concepto jurídicos diversos, toda vez que la legislación penal no los distingue, y debe haber comunión entre esta última con todo el sistema jurídico de normatividad, máxime que la Ley de Amparo, ha retomado en su esencia la validez de actos jurídicos creados y sancionados a la luz de la reglamentación que los rija. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 92 a 94)
Artículo 11. Es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado.

PROPUESTAS

En cuanto a la conceptualización de lo que debe entenderse por “autoridad responsable” para los efectos del juicio de amparo, la legislación sobre la materia también requiere urgentemente ser puesta al día para bien de la tutela de las garantías individuales.

En épocas anteriores, en las que los esquemas del aparato gubernamental se caracterizaba por su absoluta sencillez, resultaba inimaginable que ciertas funciones de derecho público pudieran confiarse a entes o personas no identificables plenamente con la administración pública y, menos aun, que en esos casos pudieran confiarse facultades substantivas, procedimentales o de ejecución. Sin embargo, las necesidades de la vida moderna han introducido marcadas variantes al respecto, que deben ser asumidas por el legislador para no restar eficacia al decretamiento de ordenamientos.

Es precisamente por dichas razones que la Ley de Amparo irremediablemente debe conceptualizar de manera mucho más amplia la figura de la autoridad responsable, para brindar efectiva protección a los particulares, muchas veces atacados en su persona e intereses por entes o personas no ubicables francamente dentro de la estructura gubernamental, pero que tienen la investidura suficiente para emitir actos de molestia desde distintos puntos de vista, no subsanables por otras vías legales, diferentes a las de juicio de garantías.

Esta propuesta se vincula también con algunas figuras procedimentales o instancias específicas surgidas de tratados internacionales que nuestro país ha suscrito, sobre todo en materia económica y comercial, las cuales rebasan nuestro marco organizacional histórico y, por lo mismo, ameritan ser contempladas específicamente. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, páginas 112 y 113)

42.- La redacción original del artículo 11 de la Ley de Amparo, era mejor que la de hoy, porque al agregarle las palabras “promulga, publica” no le agregaron nada, y por ello deben suprimirse.  Por otra parte esta definición ha sido criticada por muchos y con razón, pues con la multiplicación de organismos de carácter público, se han multiplicado las entidades que, de una manera, o de otra pueden afectar la esfera jurídica de los particulares, unas como ordenadoras otras como ejecutoras.   Y la Suprema Corte, en tesis de jurisprudencia publicada en el tomo V correspondiente a febrero de 1997, del Semanario Judicial de la Federación, a la novena época, establece que son  autoridades, para efectos del juicio de amparo, los funcionarios de organismos públicos que puedan emitir actos unilaterales que modifiquen la situación del quejoso y, en relación con los organismos descentralizados, tal como lo dice el ministro José de Jesús Gudiño Pelayo deben ser autoridades responsables los organismos descentralizados cuando realizan una función publica, cuando hay una relación de derecho público y, respecto de las universidades, la Suprema Corte ha establecido en jurisprudencia publicada en el tomo V citado, que no procede el amparo cuando el acto  reclamado deriva de una relación laboral y cabría preguntar, si el acto no deriva de una relación laboral ¿procede el amparo?   Las universidades publicas realizan una función que la ley actual encomienda al Estado y son por consiguiente, organismos descentralizados, entes públicos que realizan una función del Estado, pero sus actos ¿podrán reclamarse en amparo?  La respuesta – en mi concepto – debe de ser negativa, por la naturaleza de la institución y de los actos que realiza, que en verdad, no pueden considerarse actos de autoridad para efectos del amparo, pues hay un pacto implícito: el educando acepta ciertas reglas para poder ser enseñado y si no las cumple, será sancionado de alguna manera: se le cancelará la matricula, se le expulsará, actos que pueden ser revisados en la misma universidad y en cuanto a esas resoluciones, si no son académicas, tal vez pudiera proceder el amparo. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas  1064 y 1065)

1.- Las partes en el juicio de garantías es un tema sobre el que hay que reflexionar; en efecto, el concepto de autoridad responsable ha ido modificándose sobre todo en la novena época, pero creo que no es suficiente, ya que es necesario que haya un reconocimiento expreso de la Ley de que en algunos casos los órganos desconcentrados del estado pueden ser autoridad responsable para efectos del amparo, sobre todo cuando por su posición como partes del estado, aunque con personalidad distinta a él, pueden realizar actos en agravio de los particulares. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1621)

Es de todos conocido que existe una multitud de criterios que han sido creados para definir el concepto de autoridad responsable en el juicio de amparo. Tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como los Tribunales Colegiados de Circuito han utilizado ríos de tinta sobre tal aspecto. Siguiendo el principio de facilidad para la obtención de la protección federal, el cual debe ser el espíritu principal que impere en la reforma que se pretende, se impone la necesidad de modificar el concepto de autoridad responsable que actualmente prevalece en la Ley de Amparo en el artículo 11, el cual textualmente señala: “es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado”. Dicho concepto es insuficiente para determinar contra que entidades procede el juicio de garantías, toda vez que existen un sin número de organismos creados bajo la administración pública descentralizada, que en su actividad ya de derecho o de facto ejercen funciones de autoridad, o bien realizan actos equiparables a los actos de autoridad, mismos que causan molestia en los particulares o privación de sus derechos. Dichos organismos en ocasiones desempeñan la prestación de servicios vitales para la población  como el agua potable, electricidad, limpia, educación, etc.

Ahora que el Estado tiende hacia el camino de la privatización de muchos caminos, no es de dudarse que en un futuro próximo existan centros de rehabilitación operados por particulares o servicios de seguridad pública concesionados a particulares, para que operen en función de alguna ley que así lo permita. Proponemos respetuosamente se modifique radicalmente la noción de autoridad responsable a efecto de que cualquier organismo que de hecho o de facto pueda general un acto de molestia o privación de derechos a un particular, en base a una ley que así lo permita, se le considere autoridad responsable para los efectos del juicio de amparo, y que sus actos entren bajo el control constitucional encomendado al Poder Judicial Federal. Por lo que se propone el siguiente concepto de autoridad responsable:

ARTICULO 11.- Es autoridad responsable, aquella, que con apoyo en la ley, en su decisión o con su actuar pueda modificar una situación jurídica en forma general o particular. (Roberto Aguirre Navar, Tomo III, páginas 1711 y 1712)

ARTICULO 13.-   Es autoridad responsable la que dicta, promulga, pública, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la Ley o acto reclamado ;  también lo son los organismos públicos que deben su actuación a disposiciones de carácter general y obligatorio,  como los entes que de hecho o de derecho impongan coercitivamente sus determinaciones por ser pública la fuerza de que disponen.

MOTIVOS.    Se amplia el concepto legal de autoridad responsable, comprendiendo a los organismos públicos que jurisprudencialmente tienen carácter de autoridades responsables :  sin embargo, existen en los que con frecuencia emiten actos que  son esencialmente de autoridad, empezando por la emisión de sus leyes, como las Universidades, las que pueden contener disposiciones que transtoquen el contenido constitucional. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1904)

ARTÍCULO 11. Es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado, o bien la que estando obligada a realizar un acto no cumple con ello. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2148)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 14.- Es autoridad responsable la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la norma general o el acto reclamados, y la que estando obligada a realizar un acto, lo omite.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 11.- Es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado.

COMENTARIO.- Si se observa, la idea impregnada en el articulo anterior, de acuerdo con el texto de la ley en vigor, presupone que los actos susceptibles de reclamarse en vía de amparo, son siempre de carácter positivo y por consecuencia sólo será autoridad responsable la que los despliegue. Al respecto es indispensable incluir (según se propone en el proyecto mencionado) que también tiene el carácter de autoridad responsable “la que estando obligada a realizar el acto lo omite”;  pues con esa distinción es evidente que se clarifica y amplia el concepto referido, lo cual hace mas viable determinar quienes pueden ser señalados con ese carácter en el procedimiento constitucional, encontrando congruencia además con lo que dispone el numeral 80 de la citada Ley de Amparo, en cuanto a que una de las vías de cumplimiento al fallo constitucional, cuando el acto reclamado es de carácter negativo, es precisamente obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir por su parte, lo que la misma garantía exija.

Por otra parte, no estaría de más mencionar de acuerdo con los criterios jurisprudenciales, algunos supuestos específicos sobre quienes pueden ser considerados como autoridades responsables, sobre todo en tratándose de organismos públicos descentralizados que son los que se prestan a mayor confusión, o simple y llanamente establecer cuales son los atributos del acto de autoridad (imperativo, coercitivo y unilateral) para en base a ello, el gobernado pueda identificar quien actúa y puede ser señalado como autoridad responsable y quien no. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 92 y 93)
Artículo 12. En los casos no previstos por esta Ley, la personalidad se justificará en el juicio de amparo en la misma forma que determine la ley que rija la materia de la que emane el acto reclamado; y en caso de que ella no lo prevenga, se estará a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Tanto el agraviado como el tercero perjudicado podrán constituir apoderado para que los represente en el juicio de amparo, por medio de escrito ratificado ante el juez de Distrito o autoridad que conozca de dicho juicio.

PROPUESTAS

ARTICULO.- En los casos no previstos en esta Ley, la personalidad se de la (sic) que emana el reclamado; también se justificará con las constancias que demuestren el reconocimiento que de ella hizo la responsable.

Tanto el agraviado cono el tercero perjudicado podrán constituir apoderado para que los represente, por medio de escrito ratificado ante la autoridad que conozca del juicio de amparo. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1904)

ARTICULO.- En los casos no previstos en esta Ley, la personalidad se de la (sic) que emana el reclamado; también se justificará con las constancias que demuestren el reconocimiento que de ella hizo la responsable.

Tanto el agraviado cono el tercero perjudicado podrán constituir apoderado para que los represente, por medio de escrito ratificado ante la autoridad que conozca del juicio de amparo. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1905)

ARTÍCULO 12. En los casos no previstos por esta ley, la personalidad se justificará en el juicio de amparo en la misma forma que determine la ley que rija la materia de la que emane el acto reclamado; y en caso de que ella no lo prevenga, se estará a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Tanto el agraviado como el tercero perjudicado podrán  designar apoderado para que los represente en el juicio de amparo, por medio de escrito ratificado ante el Juez de Distrito o autoridad que conozca de dicho juicio. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2148 y 2149)

Artículo 12.- 

...

Quienes interpongan amparo en nombre y representación de un núcleo de población acreditarán su personalidad en la siguiente forma:

I. Los miembros del Comisariado o del Consejo de Vigilancia, con la copia del acta de la Asamblea General en la que hayan sido electos. No podrá desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término para el que fueron electos, si no se ha hecho una nueva elección de los Comisariados.

II. Los miembros del núcleo perjudicado, con cualquier constancia fehaciente.

...

Tienen representación para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población: 

I. Los miembros del Comisariado o del Consejo de Vigilancia o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población ejidal, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisariado no ha interpuesto la demanda de amparo.

II. Quienes la tengan en los términos de la legislación aplicable, en los casos de acciones de restitución, dotación y ampliación de ejido, de creación de nuevos centros de población y reconocimiento y titulación de bienes comunales.

Si se omitiere la justificación de la personalidad en los términos del presente artículo, el Juez mandará prevenir a los interesados para que la acrediten, sin perjuicio de que por sep44arado solicite de las autoridades respectivas las constancias necesarias. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, páginas 2726 y 2727).

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 16.- En los casos no previstos por esta Ley, la personalidad se justificará en el juicio de amparo en la misma forma que determine la ley que rija la materia de la que emane el acto reclamado; y en caso de que ella no lo prevenga, se estará a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Tanto el agraviado como el tercero perjudicado podrán constituir apoderado para que los represente en el juicio de amparo, por medio de escrito ratificado ante el órgano jurisdiccional que conozca de dicho juicio.

No se requiere cláusula especial en el poder general para que el mandatario promueva y siga el juicio de amparo; pero sí para que desista de éste o de los recursos.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 12.- En los casos no previstos por esta Ley, la personalidad se justificará en el juicio de amparo en la misma forma que determine la ley que rija la materia de la que emane el acto reclamado; y en caso de que ella no lo prevenga, se estará a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Tanto el agraviado como el tercero perjudicado podrán constituir apoderado para que los represente en el juicio de amparo, por medio de escrito ratificado ante el juez de Distrito o autoridad que conozca de dicho juicio. 
ARTICULO 14.- No se requiere cláusula especial en el poder general para que el mandatario promueva y siga el juicio de amparo; pero sí para que desista de éste.

COMENTARIO.- Se considera adecuado suprimir de la frase subrayada, “el juez de Distrito”, pues éste quedaría incluido en la redacción resultante, a saber: el órgano jurisdiccional o la autoridad que conozca del juicio de amparo, incluso presentaría una amplia flexibilidad para enmarcar en tal concepto además, a los Magistrados de Circuito y al superior jerárquico de la autoridad a quien se atribuye la violación, en tratándose de jurisdicción concurrente de acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la legislación en consulta.

Por lo que se refiere al tercer párrafo del proyecto de reforma, cuyo supuesto fáctico es casi idéntico al contenido en el artículo 14 de la norma reglamentaria del juicio de amparo en vigor, debe mencionarse que resulta atinada la adecuación, pues en dicho precepto sólo se procura ser explícito en cuanto a los alcances de la representación, resaltando que el desistimiento del juicio sólo opera mediante cláusula especial y que esa figura es de igual exigencia en tratándose de los recursos, según se propone especificar en el proyecto, lo cual como la ya se dijo es adecuado, habida cuenta que evitará dudas al respecto. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 94 a 96)
Artículo 13. Cuando alguno de los interesados tenga reconocida su personalidad ante la autoridad responsable, tal personalidad será admitida en el juicio de amparo para todos los efectos legales, siempre que compruebe tal circunstancia con las constancias respectivas.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 13. Cuando alguno de los interesados tenga reconocida su personalidad ante la autoridad responsable, tal personalidad será admitida en el juicio de amparo para todos los efectos legales, siempre que compruebe tal circunstancia con las constancias respectivas. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2149)

COMENTARIO.

El artículo 13 de la de Amparo determina que la personalidad de los interesados debe ser admitida en el juicio de garantías, para todos los efectos legales, cuando se tenga reconocida por la autoridad responsable, sin embargo, se estima conveniente que se precise en la ley la posibilidad de que las partes objeten y realicen las impugnaciones correspondientes a fin de que no obstante haberse admitido la demanda, sea analizada por el juzgador. 

REFORMA.

ARTÍCULO 13. Cuando alguno de los interesados tenga reconocida su personalidad ante la autoridad responsable, tal personalidad será admitida en el juicio de amparo para todos los efectos legales, siempre que compruebe tal circunstancia con las constancias respectivas. Lo anterior sin perjuicio de que el juez o autoridad que conozca del amparo, pueda advertir de oficio alguna irregularidad, o de que las partes en el mismo hagan valer la falta de personalidad. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, página 246)
Artículo 14. No se requiere cláusula especial en el poder general para que el mandatario promueva y siga el juicio de amparo; pero sí para que desista de éste.

PROPUESTAS

2.- Se sugiere adicionar los artículos 10 y 114 de la Ley de Amparo, con un párrafo que haga congruente la garantía que tutela el tercer párrafo del artículo 21 Constitucional, que prevé que las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional, de tal manera que en la propia Ley de Amparo se establezca la posibilidad de interponer el juicio de garantías contra tales determinaciones.

Así, deberá considerarse que el juicio de amparo es procedente contra dichas determinaciones, en virtud de que el artículo 103 de la Constitución establece que el juicio de amparo procede contra actos de autoridad que violen garantías individuales, siendo la Ley de Amparo el ordenamiento jurídico reglamentario idóneo para establecer la procedencia del juicio de garantías en contra de las resoluciones a que se ha hecho referencia. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2065)

ARTÍCULO 14. No se requiere cláusula especial en el poder general para que el mandatario promueva y siga el juicio de amparo; pero sí para que desista de éste, o de los recursos que procedan en materia de amparo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2149)
Artículo 15. En caso de fallecimiento del agraviado o del tercero perjudicado, el representante de uno u otro continuará en el desempeño de su cometido cuando el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales, entretanto interviene la sucesión en el juicio de amparo.

PROPUESTAS

Art. 15.- EN CASO DE FALLECIMIENTO DEL AGRAVIADO O DEL TERCERO PERJUDICADO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO AFECTE DERECHOS PATRIMONIALES, SE SUSPENDERÁ EL PROCEDIMIENTO HASTA QUE INTERVENGA EL REPRESENTANTE LEGAL DE LA SUCESIÓN.

Motivos.

Al proseguirse el juicio de amparo falleciendo el quejoso o tercero perjudicado, con el representante de los mismos, se puede afectar el patrimonio de los herederos sin ser oídos ni vencidos en juicio.  La representación se extingue con la muerte del representado, en este caso, el representante ninguna personalidad tiene, como forma de representación de los herederos o de quienes tengan algún interés legítimo en el acervo hereditario. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas  1135 y 1136)

ARTICULO 15.-   En caso de que fallezca el agraviado o el tercero perjudicado, continuará el juicio con el representante de uno y otro, entre tanto interviene la sucesión, siempre que el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1905)

ARTÍCULO 15. En caso de fallecimiento del agraviado o del tercero perjudicado, el representante de uno u otro continuará en el desempeño de su cometido cuando el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales, entretanto interviene la sucesión en el juicio de amparo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2149)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO .- En caso de fallecimiento del agraviado o del tercero perjudicado, el representante de uno u otro continuará en el desempeño de su cometido cuando el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales, entretanto interviene la sucesión en el juicio de amparo.

Si la sucesión no interviene dentro del plazo de veinte días contado a partir del en que el juzgado de Distrito o Tribunal de Circuito tenga conocimiento del fallecimiento a efecto de lograr su emplazamiento, se girarán instrucciones al Ministerio Público a fin de que la localice o, en su caso, se haga la denuncia correspondiente.

El juez o tribunal, inmediatamente de que tenga conocimiento del fallecimiento del quejoso o del tercero perjudicado, si careciere de representante, suspenderá todo procedimiento, con excepción del incidente de suspensión. En éste designará a un representante del fallecido para que intervenga con plenitud de facultades, pudiendo recaer la designación en un defensor de oficio federal.

Cualquiera de las partes que tenga conocimiento del fallecimiento del quejoso o del tercero perjudicado, deberá de inmediato, informar de ello a la autoridad que esté conocimiento del amparo.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 15.- En caso de fallecimiento del agraviado o del tercero perjudicado, el representante de uno u otro continuará en el desempeño de su cometido cuando el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales, entretanto interviene la sucesión en el juicio de amparo.

COMENTARIO.- El proyecto de reforma, propone imponer a las partes la obligación de informar al órgano de control constitucional, cuando sea de su conocimiento, el fallecimiento del quejoso; empero, aún cuando ello no conduciría al sobreseimiento, precisamente por que el supuesto establecido en dicho precepto se refiere a un juicio de amparo en que el acto reclamado no afecte solamente derechos personales, cabe decir que esa obligación ya se encuentra plasmada en el artículo 74, fracción IV, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, con mayor razón si tenemos en consideración que es al juzgador a quien corresponde determinar sobre la procedencia o no del sobreseimiento y a las partes sólo hacer del conocimiento de éste dicha circunstancia, por tanto resulta innecesaria la inclusión de tal obligación en este apartado.

Además de lo anterior, se sugiere normar un procedimiento mediante el cual, la autoridad de amparo al tener conocimiento del fallecimiento de un quejoso, si éste no tiene representante, se suspenda del juicio, hasta en tanto interviene la sucesión, comisionando incluso al Ministerio Público a realizar la indagación correspondiente o a denunciar dicha sucesión; de lo antes expuesto, se advierte con claridad que dicho procedimiento tiene como fin primordial que el juicio no quede paralizado a raíz del fallecimiento del quejoso, sin embargo, aunque de manera mas general, esa obligación ya pesa sobre la autoridad de amparo, de conformidad con lo que dispone el artículo 157 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, por tanto, se considera que no es necesario realizar una precisión sobre un supuesto en particular. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 97 y 98)

1.- Adicionar un segundo y tercer párrafos al artículo 15, para quedar como sigue:

"ART. 15.- ...

"En caso de no tener representante el agraviado o el tercero perjudicado al momento de su fallecimiento, cualquier persona podrá notificar esa circunstancia al Juez o Tribunal que conozca del juicio de amparo, quien suspenderá desde luego el procedimiento por un lapso hasta de dos meses, mientras se apersona el albacea. Si transcurrido dicho término no se apersona éste ni se acredita que se encuentre pendiente de designación en el juicio sucesorio respectivo, se sobreseerá el juicio de garantías si el fallecido fuera el quejoso; o bien, se continuará con la representación del Ministerio Público de la Federación adscrito, si el fallecido fuere el tercero perjudicado.

Si en la demanda de amparo manifiesta el quejoso, bajo protesta de decir verdad, tener conocimiento de que el tercero perjudicado ya falleció, o cuando ello se conozca al pretender emplazarlo, tal emplazamiento se verificará; por conducto de su albacea, y en caso de que aún no se haya designado éste, se notificará a cualquier familiar del tercero perjudicado fallecido, para que en el término de dos meses se apersone el albacea, o acredite encontrarse pendiente su designación en el juicio sucesorio correspondiente, apercibido que de no hacerlo así, se celebrará la audiencia constitucional en la que será; representado por el Ministerio Público de la Federación adscrito." (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, páginas 237 y 238)
Artículo 16. Si el acto reclamado emana de un procedimiento del orden penal, bastará, para la admisión de la demanda, la aseveración que de su carácter haga el defensor. En este caso, la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá al juez o tribunal que conozca del asunto, que le remita la certificación correspondiente.

Si apareciere que el promovente del juicio carece del carácter con que se ostentó, la autoridad que conozca del amparo le impondrá una multa de tres a treinta días de salario y ordenará la ratificación de la demanda. Si el agraviado no la ratificare, se tendrá por no interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas en el expediente principal y en el incidente de suspensión; si la ratificare, se tramitará el juicio, entendiéndose las diligencias directamente con el agraviado mientras no constituya representante.

PROPUESTAS

ARTICULO 16.-    Si el acto reclamado emana de un procedimiento de orden penal, la personalidad del agraviado se reconocerá desde luego, pera el órgano de amparo requerirá a los responsables las constancias en las que obre la calidad de indiciado u ofendido. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1905)

ARTÍCULO 16. Si el acto reclamado emana de un procedimiento del orden penal, bastará, para la admisión de la demanda, la aseveración que de su carácter haga el defensor. En este caso, la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá al Juez o tribunal que conozca del asunto, que le remita la certificación correspondiente.

Si apareciere que el promovente del juicio carece del carácter con que se ostentó, la autoridad que conozca del amparo le impondrá una multa de tres a treinta días de Salario y ordenará la ratificación de la demanda. Si el agraviado no la ratificare, se tendrá por no interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas en el expediente principal y en el incidente de suspensión; si la ratificare, se tramitará el juicio, entendiéndose las diligencias directamente con el agraviado mientras no designe representante. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2149 y 2150)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 19.- Si el acto reclamado emana de un procedimiento del orden penal, bastará, para la admisión de la demanda, la aseveración que de su carácter haga el defensor. En este caso, la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá al juez o tribunal que conozca del asunto, que le remita la certificación correspondiente.

Si apareciere que el promovente del juicio carece del carácter con que se ostentó, la autoridad que conozca del amparo ordenará la ratificación de la demanda. Si el agraviado no la ratificare, se tendrá por no interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas en el expediente principal y en el incidente de suspensión; si la ratificare, se tramitará el juicio, entendiéndose las diligencias directamente con el agraviado mientras no constituya representante.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 16.- Si el acto reclamado emana de un procedimiento del orden penal, bastará, para la admisión de la demanda, la aseveración que de su carácter haga el defensor. En este caso, la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá al juez o tribunal que conozca del asunto, que le remita la certificación correspondiente.

Si apareciere que el promovente del juicio carece del carácter con que se ostentó, la autoridad que conozca del amparo le impondrá una multa de tres a treinta días de salario y ordenará la ratificación de la demanda. Si el agraviado no la ratificare, se tendrá por no interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas en el expediente principal y en el incidente de suspensión; si la ratificare, se tramitará el juicio, entendiéndose las diligencias directamente con el agraviado mientras no constituya representante.

COMENTARIO.- La única modificación al anterior precepto que se propone, de acuerdo con la tendencia de reglamentar en un articulado específico lo relativo a las multas, y en general a los medios de apremio y sanciones disciplinarias, estriba precisamente en suprimir lo relativo a la imposición de la sanción pecuniaria que refiere, para que pase a formar parte del capítulo relativo. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 99 y 100)
Artículo 17. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

PROPUESTAS

“ARTICULO 17.- ………………………

Tratándose de los actos señalados en el párrafo anterior los jueces de Distrito en Materia Penal o los que en su defecto conozcan de esta Materia, deberán circular diariamente a través de la res electrónica, las demandas de amparo que reciban, indicando el nombre del quejoso, los actos reclamados y las autoridades responsables.

Asimismo harán lo propio respecto de las incidencias de los juicios según se produzcan, hasta que la sentencia dictada cause ejecutoria, y sea cumplida.”

MOTIVO

La sugestión tiene por objeto evitar el abuso que se viene haciendo del Juicio de Amparo, por parte de presuntos responsables, que solicitan la protección de la Justicia Federal contra ordenes de aprehensión, cuando con anterioridad ya han promovido otro u otros, Juicios en contra de los mismos actos reclamados y de las mismas autoridades, y, al concederceles de las suspensiones provisional y definitiva, evaden la acción de la Justicia mientras se tramita el nuevo juicio, se dicta sentencia y se resuelve el recurso de revisión, reiniciando el ciclo varias veces. 

De llevarse a cabo la reforma, se evitaría la recurrencia descrita, pues los jueces estarían en posibilidad de conocer en pantalla los datos que le permitan desechar de plano la demanda, esto en relación con adiciones que también se propone pro separado al Artículo 145. (Armando Díaz Olivares, Tomo I, páginas 91 y 92)

Las palabras expulsión y deportación tienen un problema terminológico, se refieren a la orden de salida de un extranjero en un país determinado.

Con frecuencia, se usan indistintamente, debido a la falta de precisión de sus diferencias, y lo único que provoca es confusión en su significado.

En la expulsión, el extranjero  tiene una situación migratoria y sanitaria apegada a derecho, pero su permanencia en el país, se juzga inconveniente.

Por otro lado, en la deportación, el extranjero tiene una situación migratoria o sanitaria irregular. Con la deportación se obliga al extranjero a salir del país cuando no reúne, o deja de reunir, los requisitos sanitario y migratorios necesarios para su internación.

Legislación

Expulsión

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en su Art. 1°.- “En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”.

Es cierto  que tanto nacionales como extranjeros cuentan con todas las garantías que otorga la Constitución, pero en la última parte del artículo anterior, se señala que existe una excepción a al regla y está restricción o suspensión de las garantías puede darse si la propia constitución así lo establece.

En el Capítulo III., De Los Extranjeros señala que: “Art. 33.- Son extranjeros los que no posean las calidades determinadas en el artículo 30 (Mexicanos por nacimiento o por naturalización). Tienen derecho a las garantías que otorga el Capítulo I, Titulo Primero, de la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de juicio previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconveniente.

Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos políticos del país”.

Del artículo anterior, se puede desprender la facultad discrecional que tiene el Ejecutivo, cuando por motivos razonables, resulta necesario  que un extranjero abandone el país sin necesidad de juicio previo. 

La expulsión es una política que no es bien vista por algunos países, debido a lo enérgica que puede parecer para los intereses internaciones.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en su informe 4/99 referente al caso de expulsión de tres sacerdotes extranjeros en 1995, considera que respeta las políticas de los Estados en materia de migración y el respeto a la soberanía, pero que medidas como la expulsión no lo justifican.

La idea de la CIDH no es correcta. Los Estados tienen la libertad total de dictar las políticas en materia de migración que estimen pertinentes.

El Estado Mexicano admite a todos los extranjeros que deseen internarse en el país, siempre y cuando reúnan los requisitos  legales para ello, e incluso concederles la nacionalidad mexicana cuando cumplen con los requisitos establecidos.

No existe por parte de los Estados Unidos Mexicanos, algún tipo de discriminación como en algunos otros países, por ejemplo el de la sede de la CIDH, solamente existen excepciones para la estancia  de extranjeros que atentan con el desarrollo pacifico de la nación.

Hans Kelsen afirmó en su momento, que el Gobierno puede expulsar a los extranjeros en cualquier momento y por cualquier razón, y ese poder puede estar limitado por tratados especiales.

Una expulsión debe ser conforme a derecho, es decir, fundada y motivada, además de no ser arbitraria y estar apegada a la normatividad nacional  e internacional.

En ningún momento, una expulsión fundada en el artículo 33 de la Constitución es contraria a derecho, ya que no contrapone a ninguna ley nacional o convenio internacional.

La Convención sobre Condiciones de los Extranjeros, firmada en la Habana, el 20 de febrero de 1928, ratificada por nuestro país con reservas el día 20 de febrero de 1931 que limita el Derecho de Expulsión, a pesar que el texto  del artículo 6° establece que “Los Estados pueden por motivo de orden o de seguridad pública, expulsar al extranjero domiciliado, residente o simplemente de paso por su territorio. Los Estados están obligados a recibir a los nacionales que, expulsados del extranjero, se dirijan a su territorio”. No contraviene al artículo 33 Constitucional, ya que el texto de la reserva mexicana indica. “El Gobierno Mexicano hace reserva de lo que concierne al derecho de expulsión de los extranjeros, instituido por el artículo sexto de la convención; dicho derecho será siempre ejercido por México en la forma y con la extensión establecido por su Ley Constitución.

La aplicación del artículo 33 Constitucional, en ningún momento se opone a la convención anterior, además de que no se está violando precepto alguno a nivel nacional e internacional.

Numerosos Juicios de Amparo se han promovido por considerar que la expulsión de extranjeros viola la Garantía de Audiencia contenida en el artículo 14 Constitucional, Art. 14. - ... “Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho”.

La apreciación de que al expulsar a un extranjero aplicando en artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se violan las garantías  individuales o los derechos es errónea.

No se viola el artículo 14 con la aplicación del 33, la expulsión es una excepción a la regla, pero tal apreciación puede ser producto de la falta de una ley reglamentaria al artículo 33 constitucional.

Organismos como la CIDH, ha establecido equivocadamente en sus informes recientes relacionados con casos de expulsión de sacerdotes extranjeros en México, que con la aplicación del Art. 33 Constitucional se está violando la garantía de libertad de credos establecida en el artículo 24 constitucional, este artículo establece que:... “Todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos del culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley.”

Como se observa de la lectura del articulo anterior, en ningún momento se prohibe que un sacerdote predique su religión, pero la ley nunca permitirá que un sacerdote extranjero cambie el matiz de su sermón religioso por la tonalidad política. Relacionado con este argumento, el artículo 9° de la citada Constitución señala que:... “No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país”...

La ley permite que exista libertad de culto y libertad de reunión, pero existen limitantes para los extranjeros en esta materia. Al igual que a nacionales, a los extranjeros se les permite la libertad de culto, pero el que un sacerdote extranjero utilice su investidura para inmiscuirse en asuntos políticos nacionales es intolerable.

La aplicación del artículo 33 tampoco contraviene a lo establecido en la Convención Americana en su artículo 7 que establece:

...2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en la condiciones fijadas de antemano por las constituciones políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas... En esta parte se establece la excepción de la expulsión.

...5 Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá  derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso
... Esta parte del artículo en la que la CIDH funda sus recomendaciones en materia de expulsión de sacerdotes extranjeros, no aplica, porque se refiere a los procesos jurisdiccionales a los que pueden ser sujetos cualquier individuo dentro del territorio nacional, pero cuando hablamos de expulsión nos estamos refiriendo a una medida aplicada por el Ejecutivo que carece de una ley reglamentaria.

De igual forma, no se viola la libertad de tránsito contenida  en el artículo 11 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra dice: Art. 11. Todo hombre tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvo-conducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio de este derecho estará  subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.

No se viola la libertad de tránsito con la aplicación del artículo 33, debido a que en la parte del artículo anterior...” El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa.”

En relación a la expulsión, la Ley General de Población en su Capítulo X Del procedimiento de verificación y vigilancia establece en el ARTICULO 151 (Reformado primer párrafo, D.O. 4 de enero de 1999): 

“... Fuera de los puntos fijos de revisión establecidos conforme a las disposiciones  de esta Ley, la Secretaría de Gobernación, a través del personal de los servicios de migración y de la Policía Federal Preventiva, podrá llevar a cabo las siguientes diligencia:

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

l. Visitas de verificación;

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

ll. Comparecencia del extranjero ante la autoridad migratoria;

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

lll. Recepción de desahogo de denuncias y testimonios;

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

IV. Solicitud de informes.

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

V. Revisión migratoria en rutas o puntos provisionales distintos a los establecidos, y 

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

VI. Obtención de los demás elementos de convicción necesarios para la aplicación de esta Ley, su Reglamento y demás disposiciones administrativas procedentes.

(ADICIONADA, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

ARTICULO 152. Si con motivo de la verificación se desprende alguna infracción a lo dispuestos en la Ley, su Reglamento o demás disposiciones aplicables que amerite la expulsión del extranjero, el personal autorizado podrá llevar a cabo su aseguramiento.

En el artículo anterior se señala específicamente el establecimiento de la expulsión en el artículo 33 Constitucional, así como la facultad de llevar a cabo o no el aseguramiento del extranjero.

Si se opta por el aseguramiento del extranjero que debe observar los siguiente:

ARTICULO 153. La Secretaría de Gobernación, considerando las circunstancias especiales que concurran en cada caso, podrá entregar al extranjero asegurado, en custodia provisional,  a persona o institución de reconocida solvencia.

El  extranjero entregado en custodia estará obligado a otorgar una garantía, comparecer ante la autoridad migratoria las veces que así se le requiera y firmar en el libro de control de extranjeros. 

(ADICIONADO, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

ARTICULO 154. La Secretaría de Gobernación, al requerir la comparecencia del extranjero a que se refiere la fracción II del artículo 151 de esta Ley, deberá cumplir con las siguientes formalidades:

I. Al citarlo, lo hará por escrito con acuse de recibo, haciéndole saber el motivo de la comparecencia; el lugar, hora, día, mes y año en que tendrá verificativo; en su caso, los hechos que se le imputen y su derecho a ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho  convenga, y 

II. Apercibirlo que de no concurrir a dicha comparecencia, salvo causa plenamente justificada, se tendrán presuntivamente por ciertos los hechos que se le imputen y se le aplicarán las sanciones previstas por la Ley.

(ADICIONADO, D.O.8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

ARTICULO 155. De la comparecencia aludida en el artículo anterior, se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos presentados por el compareciente, en caso de no hacerlo, la Secretaría de Gobernación los nombrará. En el acta se hará constar:

Lugar, hora, día, mes y año en la que se inicie y concluya la diligencia;

Nombre y domicilio del compareciente:

Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos;

Relación sucinta de los hechos y circunstancias ocurridas durante la diligencia, dejando asentado el dicho del compareciente, y 

Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia. Si se negara a firmar el compareciente, ello no afectará la validez del acta, dejándose constancia de este hecho en la misma.

(ADICIONADO, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

ARTICULO 156. El oficio en el que se disponga la revisión a la que alude la fracción V del artículo 151 deberá  señalar, como mínimo:

l. Responsable de la revisión y personal asignado a la misma;

II. Duración de la revisión, y 

III. Zona geográfica y lugar en la que se efectuará la revisión.

El responsable de la revisión rendirá un informe diario de actividades a su superior jerárquico.

(ADICIONADO, D.O. 8 DE NOVIEMBRE DE 1996)

ARTICULO 157- Una vez cubiertos los requisitos previstos en este Capítulo, la Secretaría de Gobernación resolverá lo conducente en un máximo de quince días  hábiles, debiendo notificarlo al interesado, personalmente, a través de su representante legal, o por correo certificado con acuse de recibo.

También son aplicables las disposiciones establecidas en el Reglamento de la Ley General de Población siguientes: 

ARTICULO 115. Los extranjeros sólo podrán dedicarse a las actividades expresamente autorizadas por la Secretaría, y cuando así proceda o se estime necesario se señalará en la autorización correspondiente el lugar de su residencia.

La Secretaría podrá establecer las actividades, con la amplitud o restricción que considere pertinente en cada caso.

En los casos que lo requiera el interés público, la Secretaría por medio de disposiciones administrativas de carácter general, podrá establecer restricciones al lugar de residencia de los extranjeros, o cualquier modalidad respecto de las actividades a que éstos se dediquen.

En esta parte del Reglamento, se señala que los extranjeros sólo podrán dedicarse a las actividades específicamente autorizadas por la Secretaría de Gobernación, por lo que en el caso de no cumplir con lo anterior, estaríamos frente a la infracción de una ley administrativa.

ARTICULO 116. De conformidad  con el artículo 60 de la Ley, para que un extranjero pueda dedicarse a otras actividades además de aquellas que le hayan sido expresamente autorizadas, deberá obtener el permiso correspondiente de la Secretaria, previo cumplimiento de los requisitos que la misma determine.

Por otro lado los artículos 60 y 61 señalan:

ARTICULO 60. Para que un extranjero pueda ejercer otras actividades, además de aquellas que le hayan sido expresamente autorizadas, requiere permiso de la Secretaría de Gobernación.

ARTICULO 61. Quienes tengan a su servicio o bajo dependencia económica extranjeros, están obligados a informar a la Secretaria de Gobernación en un término de quince días, sobre cualquier circunstancia que altere o pueda modificar las condiciones migratorias a las que éstos se encuentren sujetos. Además quedarán obligadas a sufragar los gastos que origine la expulsión del extranjero cuando la Secretaría de Gobernación la ordene.

Cada calidad migratoria, establece ciertos requisitos que deberán cubrir los extranjeros. Debido a que en nuestro país existe un registro de las calidades migratorias de extranjeros, no se permite que los extranjeros se dediquen a realizar actividades por las que no están autorizadas por su calidad migratoria, porque no se tendría un control de los extranjeros internados en el país establecido por las políticas poblacionales.

Relacionado con los procesos de inspección y vigilancia, el Reglamento de la Ley General de Población  señala en su artículo 140. ...De conformidad con lo establecido  en el artículo 7º. De la Ley, las autoridades Migratorias tendrán facultad para ejercer sobre los extranjeros que se encuentren en el país, las funciones de inspección y vigilancia que correspondan y aplicarán las sanciones establecidas en la Ley, sin perjuicio de lo dispuesto por otros ordenamientos legales, observando en todo caso, el respeto a los derechos humanos, y con apego a los procedimientos legales correspondientes.

De conformidad con el mismo ordenamiento, las inspecciones migratorias se sujetarán a lo siguiente:

ARTICULO 141. - ...I. La persona que realice la inspección que corresponda, deberá contar con un oficio de comisión, el cual hará constar el objeto del acto de inspección, el lugar donde éste va a efecutarse y el nombre de la persona a la que va dirigido, en el caso de que se disponga de éste, fecha, fundamento legal, así como el nombre, firma y cargo del servidor público que lo expide y del que la realizará.

II. El inspector o empleado comisionado, deberá identificarse ante el extranjero o la persona ante quien se realice la inspección, con la credencial que lo acredite como servidor público de la Dirección General de Servicios Migratorios de la Secretaría de Gobernación.

ARTICULO 142. Del resultado del acto de inspección, la autoridad determinará si es necesaria la comparecencia del extranjero. En tal caso, le será enviado el citatorio correspondiente, a fin de que se presente, dentro del término que se le fije, ante la autoridad que corresponda, la cual levantará el acta administrativa conducente en presencia de dos testigos, y procederá a entregar copia autógrafa de la misma al interesado.

ARTICULO 143. La Secretaría calificará si existe violación a la Ley General de Población, su Reglamento y demás normas aplicables, y en este caso, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción para determinar la sanción a que la persona se haya hecho acreedora, debiendo siempre tomar en cuenta las circunstancias que hubieren concurrido, las pruebas que aporte el infractor y lo que manifieste al respecto.

Cuando se hayan reunido todos los elementos señalados, la Secretaría dictará la resolución que proceda debidamente motivada y fundada, debiendo ser notificada personalmente o por correo certificado con acuse de recibo al interesado o a través de su representante.

(F. DE E., D. O. 16 DE NOVIEMBRE DE 1992)

ARTICULO 144. En caso de comisión de un delito, se procederá a poner a la persona a disposición de la autoridad correspondiente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 143 de la Ley.

(F. DE E., D. O. 16 DE NOVIEMBRE DE 1992)

ARTICULO 145. Las autoridades de la República a que se refiere el artículo 67 de la Ley, están obligadas a poner de inmediato a disposición de la Secretaría, a los extranjeros que no acrediten su legal estancia. En caso de incumplimiento se aplicará la sanción prevista por el artículo 114 de la Ley.

b) Deportación

Deportar es obligar a cualquier extranjero que no reúne o ha dejado de reunir los requisitos sanitarios y migratorio necesarios para su internación en el país, a salir del país.

Los requisitos para que un extranjero pueda internarse en el país son los siguientes, establecidos en la Ley General de Población:

“ARTICULO 62. Para internarse en la República los extranjeros deberán cumplir los requisitos siguientes:

Presentar certificado oficial de buena salud física y mental, expedido por las autoridades del país de donde procedan, en los casos que fije la Secretaría de Gobernación;

Ser aprobados en el examen que efectúen las autoridades sanitarias;

Proporcionar a las autoridades de Migración, bajo protesta de decir verdad, los informes que les sean solicitados;

Identificarse por medio de documentos idóneos y auténticos y, en su caso, acreditar su calidad migratoria;

Presentar certificado oficial de sus antecedentes, expedido por la autoridad del lugar donde hayan residido habitualmente, en los casos que fije la Secretaría de Gobernación; y

Llenar los requisitos que se señalen en sus permisos  de internación.

La Ley General de Población en materia de deportación, señala en el artículo 27 que:

“...Los extranjeros cuya internación sea rechazada por el servicio de migración, por no poseer documentación migratoria o por no estar ésta en regla, así como los polizontes, deberán salir del país por cuenta de la empresa de transportes que propició su internación sin perjuicio de las sanciones que les correspondan de acuerdo con esta ley”.

Un caso  de deportación se puede presentar cuando no se cumple con lo establecido en el artículo 53 de la Ley General de Población:

“ARTICULO 53. Los Inmigrantes con residencia legal en el país durante cinco años, podrán adquirir la calidad migratoria de Inmigrados, siempre que hayan observado las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos y que sus actividades hayan sido honestas y positivas para la comunidad. En tanto no se resuelva la solicitud de la calidad de Inmigrado, a juicio de la Secretaría de Gobernación, el interesado seguirá conservando la de Inmigrante.”

Otro caso de deportación, se puede dar cuando estamos en presencia de alguno de los casos establecidos en los siguientes artículos:

ARTICULO 47. El inmigrante que permanezca fuera del país más de dieciocho meses en forma continua o con intermitencias, no podrá solicitar el cambio  de su calidad a Inmigrado, en tanto no transcurra de nuevo íntegramente el plazo que exige el artículo 53. Cuando el Inmigrante permanezca más de dos años fuera del país, perderá su calidad migratoria, salvo en los casos excepcionales que determine la Secretaría de Gobernación.

(REFORMADO, D.O. 17 DE JULIO DE 1990)

ARTICULO 56. El inmigrado podrá salir y entrar al país libremente, pero si permanece en el extranjero más de tres años consecutivos, perderá su calidad migratoria, lo mismo que si en un lapso de diez años estuviere ausente más de cinco. Los periodos de diez años se computarán a partir de la fecha de la declaratoria de Inmigrado en la forma y términos ques (sic) establezca el Reglamento.

ARTICULO 26. Los extranjeros que encontrándose en tránsito desembarquen con autorización del servicio de Migración en algún puerto nacional y permanezcan en tierra sin autorización legal por causa ajenas a su voluntad después de la salida del buque o aeronave en que hacen la travesía, deberán presentarse inmediatamente a la oficina de Migración correspondiente. En este caso dicha oficina tomara las medidas conducentes a su inmediata salida.
Competencia Penal o Administrativa

En materia de expulsión y deportación, existe una constante discusión acerca de la competencia penal o administrativa y la procedencia de la Suspensión y el Amparo en contra de su ejecución.

En primer lugar, hay que establecer que no es procedente el Amparo en contra de la orden de expulsión, si la misma fue realizada objetivamente conforme a derecho, sin ser arbitraria y con respeto a la garantía de legalidad.

Una tesis aislada de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de la Quinta Época establece:

“Extranjeros, Expulsión de. Comprobando que un Extranjero se estaba dedicando a Actividades de Distinta Naturaleza de aquellas para las cuales se les permitió la entrada temporal al País, la multa y la Orden de Expulsión dictadas en su contra de aquel, por la Secretaría de gobernación, no son Violatorias de Garantías.”

Instancia: Segunda Sala
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Lemberguer Abraham. 21 de septiembre de 1936. Unanimidad de 4 votos.

El Ejecutivo de la Unión, es la Autoridad de conformidad a lo establecido en el artículo 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad  de un juicio previo, a todo extranjero cuya permanencia  juzgue inconveniente, por tal razón la expulsión es un acto de Autoridad Administrativa.

Para algunos juristas, la expulsión genérica es la que decreta el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y la expulsión específica se le denomina deportación.

Antiguamente, el artículo 41, fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establecía que “la Deportación era un acto que debía estimarse dictado en materia penal, no obstante que provenga de una autoridad administrativa”

Aunado a lo anterior, existen tesis aisladas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que reafirman tal competencia, pero no se debe olvidar que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación fue reformada en esa parte y actualmente el artículo 41 se refiere las atribuciones de los Presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito y nada  señalan respecto a la materia. 

Existen tesis aisladas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que establecen que la Deportación es una acto de Autoridad Administrativa.

La confusión surge por lo establecido en la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en su artículo siguiente:

ARTICULO 51. Los jueces de distrito de amparo en materia penal conocerán:

I. De los juicios de amparo que se promuevan contra resoluciones judiciales del orden penal; contra actos de cualquier autoridad que afecten la libertad personal, salvo que se trate de correcciones disciplinarias o de medios de apremio impuestos fuera de procedimiento penal, y contra los actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;...

Debido a la confusión terminológica y la falta de precisión legal planteada, la interposición de un Amparo en contra de las ordenes de expulsión y deportación,  hacen que el Juez en Materia Administrativa se encuentre en una encrucijada al decir si es o no competente.

La competencia de la orden de expulsión debe corresponder al Juez de Distrito en Materia Administrativa, ya que se apega a la hipótesis legal establecida en el artículo 52 de la Ley Orgánica  del Poder Judicial de la Federación que establece:

ARTICULO 52. Los jueces de distrito en materia administrativa conocerán:

I. De las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de las leyes federales, cuando deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad o de un procedimiento seguido por autoridades administrativas; 

II. De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contra actos de la autoridad judicial en las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de leyes federales o locales, cuando deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad administrativa o de un procedimiento seguido por autoridades del mismo orden;

En el caso de la orden de deportación, se está frente a un acto de Autoridad Administrativa, pero la ley hace una excepción para la competencia administrativa y la señala como competente al Juez Penal en el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación señalado. (Ricardo Javier Vizcarra Sánchez, Tomo I, páginas 119 a 139)

Los actos de expulsión son determinaciones emitidas por autoridad que depende del Poder Judicial Federal y están regulados por la Ley General de Población, por lo que su naturaleza es formal y materialmente administrativo.


La autoridad migratoria ha realizado diversos procedimientos administrativos que han culminado con la decisión de expulsar a los infractores de la Ley General de Población.


La Ley General de Población no prevé la figura de la “deportación”.


II. PROBLEMÁTICA.


Algunos de esos extranjeros infractores han presentado demandas de amparo ante los juzgados de distrito en materia administrativa, en contra de autoridades migratorias en su calidad de ejecutoras de la Ley General de Población.


En este tipo de juicio los juzgadores en materia administrativas han declinado competencia a los del ramo penal, argumentando que el acto reclamado se encuentra en la hipótesis prevista en la fracción I de los artículos 51 de la Ley Orgánica del poder judicial de la federación, toda vez que la expulsión de un extranjero del país, la traducen en una “deportación”.


Por otra parte, los del ramo penal aceptan la competencia declinada manifestando que, si bien es cierto que los actos que se reclaman han sido emitidos por autoridades administrativas también lo es que la ejecución se traduce en la “deportación” del quejoso, mismos actos que se encuentran contenidos en el articulo 17 de la ley de amparo, pro existir una posible afectación a la libertad personal, fuera de procedimientos, constituyendo un acto que importa peligro de deportación destierro o algún otro de los señalados en el articulo 22 de la constitución política de los estados unidos mexicanos.


Se estima que la competencia en estos casos corresponde al juez de distrito en materia administrativa, al reunirse los supuestos de las fracciones i y ii, del articulo 52, de la ley orgánica del poder judicial de la federación, que disponen:


Articulo 52. Los jueces de distrito en materia administrativa conocerán:

De las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de las leyes federales, cuando debe decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad o de un procedimiento seguido por autoridades administrativas.

De los juicios de amparo que se promueven contra leyes y demás disposiciones de observancia general en materia administrativa, en los términos de la ley de amparo.

III. Propuesta de reforma

Para solucionar la problemática planteada, se propone considerar la probabilidad de promover las siguientes reformas legislativas:

La ley de amparo.

Articulo 17. Cuando se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimientos judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la constitución federal, y el agravio se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquier otra persona en su nombre.  Aunque sea menor de edad.  En este caso, el juez dictara todas las medidas para lograr la comparecencia del agravio, y, habido que sea, ordenara que se le requiera para que dentro del termino de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitara el juicio, si no lo ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado. (eliminar la palabra deportación en el presente articulo). (Alejandro Carrillo Castro, Tomo I, páginas 140 a 142)

ARTICULO 18.-   Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, incomunicación, tortura y demás prohibidos por el artículo 22 Constitucional, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquier persona a su nombre, aún cuando sea menor de edad.  En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda ; si la ratifica se seguirá el juicio ; sino la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias dictadas.

MOTIVOS.-   Aún cuando la incomunicación y la tortura son actos que quedan comprendidos en la prohibición del artículo 22 Constitucional, y por ello, pareciere innecesario o tautológica su referencia, se alude a ellas porque lamentablemente son actos que aún perduran en nuestro sistema de procuración de justicia, de ahí que su señalamiento textual signifique una medida de Estado adicional, que coadyuve en su extinción. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1905 y 1906)

ARTÍCULO 17. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2150)

Por lo que respecta al incomunicado, debe de instrumentarse un sistema más eficaz ya que en ocasiones las responsables niegan tener al quejoso como detenido, con el fin de hacerle nugatoria la impartición de justicia constitucional. También que base que se le ubique en el lugar donde se encuentre privado de su libertad, para que surta efectos la suspensión de oficio, ya que actualmente la ley establece que el quejoso debiera estar de acuerdo con la presentación de tal demanda de garantías, que la formuló otra persona en su nombre y representación por encontrarse impedido para hacerlo personalmente, precisamente por estar privado de su libertad personal. Se propone entonces también una flexibilización del principio de instancia de parte, ya que es lógico que el agraviado se encuentra afectado anímica, moral y cognocitivamente, por lo tanto no es dable, ni posible que pueda discernir y entender natural y normalmente sus actos. (Román Díaz Vázquez, Tomo III, página 2291)

El artículo 17 contiene lo que se ha dado en llamar el amparo libertad y que prácticamente está en desuso, ya sea por desconocimiento del mismo por parte de los afectados con los actos graves en que procede y, además, por encontrarse las puertas de los juzgados herméticamente cerradas fuera de las horas de oficina, aunado  esto a que el  juez de turno (en las plazas en donde existen varios jueces)  espera que sea el secretario quien le dé cuenta con  esas demandas por comparecencia, todo lo cual podría evitarse si siempre existiera un secretario responsable de fácil localización.  Quizá fuera conveniente establecer que en los juzgados penales estén en posibilidad las veinticuatro horas del día para  dar entrada a demandas urgentes en que está de por medio ataques a la vida,  deportación o  destierro y actos que de consumarse harían inútil la eficacia del amparo.

No sólo eso, sino que es necesario establecer la obligación del actuario o del juez de constituirse en el lugar de reclusión del quejoso, a fin de hacerle el requerimiento de si ratifica la demanda, no que de la actual  redacción de dicho precepto, sólo se desprende que cuando el quejoso esté detenido, el juez dictará todas las medidas “para lograr su comparecencia y pueda hacérsele el mencionado requerimiento”, lo que no deja de ser un contrasentido, pues debe decirse categóricamente que en esas  condiciones o circunstancias, el juez asistido de secretario o actuario, debe constituirse en el lugar de reclusión del detenido y no esperar a que comparezca al Juzgado  o ratificar la demanda.  Los jueces deben manejar con mucho criterio este amparo por comparecencia que se asemeja al habeas corpus del derecho anglosajón y al proceso  foral de “manifestación de personas”, del derecho aragonés, con la figura impresionante del Justicia Mayor, puesto que  si no  se justifica la detención, dentro de las facultades del juez de distrito, están las de ordenar inmediatamente la libertad y si fuere detenido en ejecución de una orden de autoridad judicial o del Ministerio Público por delitos graves, para ser puesto inmediatamente  a disposición del que debe conocer y en caso de faltas de policía para que se haga la calificación respectiva, puesto que nadie puede ser privado de su libertad para que la autoridad lleve a cabo una averiguación, sentido éste reprobado en el último criterio de nuestro máximo tribunal, en relación con el arraigo domiciliario.  Con lo anterior se desterrarían los burocratismos imperantes y nuestra institución volvería por sus fueros. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, páginas 2676 y 2677).

PRIMERO.-  Modificación al artículo 17 de la Ley de Amparo.  En el artículo en comento se contempla la posibilidad de que una persona en nombre y a favor de otra solicite amparo cuando aquel se encuentra privado de su libertad e incomunicado.  En tal situación el dispositivo legal que se analiza ordena que el Juez de Amparo requiera, obviamente por conducto del Actuario, al directamente agraviado en el lugar en que esté detenido o recluido (incomunicado), para que dentro del término de tres días ratifique su demanda de amparo.

Esto debe modificarse, porque así redactado se presenta un inconveniente dado que si el quejoso está incomunicado y la autoridad responsable no acata la suspensión de oficio que se le notifica, con mucha facilidad le transcurrieran los tres días sin que pueda ratificar su demanda.

Por ello, se propone que en lugar de señalarse que deberá ratificar dentro del término de tres días su demanda, deberá señalarse que se le requiera para que sea en el acto mismo de la notificación cuando manifieste si ratifica o no la demanda de amparo interpuesta en su favor, en el entendido que de no hacerlo, se tendrá por no interpuesta, dado que el término de tres día concedido se equipara dado el acto reclamado  (incomunicación), a que se otorgue un derecho inalcanzable.  No escapa a la consideración de este Ponente que en la práctica así se haga, sin embargo, creo que la Ley debe prever todas las hipótesis y considerar los inconvenientes que puedan ocurrir en la práctica diaria. (José Waldemar Alvarado Ríos, Tomo IV, páginas 2697 y 2698).

proyecto de reforma.-

ARTICULO 20.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

Si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurridos seis meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 17.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

ARTICULO 18.- En el caso previsto por el artículo anterior, si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 100 A 102)

Proyecto de reformas

ARTICULO 20.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

Si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurridos seis meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 17.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

ARTICULO 18.- En el caso previsto por el artículo anterior, si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 100 A 102)
Artículo 18. En el caso previsto por el artículo anterior, si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda. 

PROPUESTAS

ARTÍCULO 18. En el caso previsto por el artículo anterior, si a pesar de las medidas tomadas por el Juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurrido el término de ciento ochenta días sin que nadie, se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2150)

proyecto de reforma.-

ARTICULO 20.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

Si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurridos seis meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda.

ARTICULO 18.- En el caso previsto por el artículo anterior, si a pesar de las medidas tomadas por el juez no se hubiere podido lograr la comparecencia del agraviado, la autoridad que conozca del juicio de amparo, después de que se haya resuelto sobre la suspensión definitiva, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público.

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda.

COMENTARIO.-  En la práctica judicial el precepto antes transcrito, dado lo confuso de su redacción y por los conceptos jurídicos que utiliza, presenta algunas dificultades, sobre todo que no se alcanza a percibir si el trámite ahí referido debe actualizarse en cuaderno auxiliar o en el juicio principal, pues si bien es verdad que refiere que una vez ratificada la demanda de garantías se tramitará el juicio, mas verídico resulta cuando se reclama la detención o privación de la libertad, que en la mayoría de los casos actualiza el supuesto de imposibilidad para de propio derecho ejercitar la acción de amparo, dicho acto en sí mismo no puede ser considerado inconstitucional y por lo mismo no le es extensiva la suspensión de plano, sino que para ello es necesario acordar lo relativo en el incidente de suspensión, en términos del artículo 136 de la Ley de Amparo, el cual no podrá surgir sino hasta la admisión de la demanda, pues al respecto solo existe la única salvedad establecida en relación a la jurisdicción auxiliar, y de no atenderse de inmediato esa situación (suspensión contra la privación de la libertad), se haría prácticamente nugatoria la promoción del juicio de amparo. Con base en lo anterior, resulta indispensable en todo caso, autorizar a la autoridad de amparo a que previamente a la admisión de la demanda pudiera determinar en este particular caso lo relativo a la suspensión provisional solicitada, o en su caso reglamentarlo como acostumbradamente lo hacen diversos juzgados de Distrito, admitir de entrada la demanda de garantías y si ésta no es ratificada, tenerla por no interpuesta no obstante que había originado un juicio propiamente dicho.  

Por otra parte, al igual que en la postura sostenida en el proyecto de reforma, se considera que el término de un año que se otorga para que alguien se apersone en el juicio, cuando no se hubiere logrado la comparecencia del quejoso para su ratificación, so pena de tener por no interpuesta la demanda, es demasiado, y bastaría con seis meses, pues para ello debe tomarse en cuenta el término en que normalmente se tarda en resolver un juicio de amparo. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 100 A 103)

2.- Reformar el segundo párrafo del artículo 18, para quedar como sigue:

"ART. 18.- ...

"Transcurridos tres meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del agraviado, se tendrá por no interpuesta la demanda." (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, página 238)
Artículo 19. Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el Asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los Reglamentos interiores que se expidan conforme la citada Ley Orgánica.

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, su titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución el Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuraduría.

PROPUESTAS

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal, por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en caso corresponda al asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En estos casos y en los Juicios de Amparo promovidos contra los titulares de las propias Dependencias del Ejecutivo de la Unión, estos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa distribución los Reglamentos Interiores que se expidan conforme a la citada Ley Orgánica.

En los Amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, su Titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución al Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuraduría.

p r o p u e s t a :

El artículo 19.-  Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el Juicio de Amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acredita delegados que concurran a las audiencias para el efecto que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

(A EXCEPCIÓN DE LO DISPUESTO EN EL PÁRRAFO ANTECEDENTE, EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PODRÁ SE REPRESENTADO EN TODOS LOS TRAMITES ESTABLECIDOS POR ESTA LEY, AL IGUAL QUE LOS GOBERNADORES DE LOS ESTADOS, EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y LOS PRESIDENTES MUNICIPALES POR CONDUCTO DEL FUNCIONARIO A QUIEN CORRESPONDA EL ASUNTO, DE ACUERDO A SUS RESPONSABILIDADES Y COMPETENCIAS CONSIGNADAS EN LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LEYES ORGÁNICAS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS ESTATALES, ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y LEYES ORGÁNICAS MUNICIPALES RESPECTIVAMENTE.

EN ESTOS CASOS Y EN LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS CONTRA LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS DEL EJECUTIVO DE LA UNIÓN, DE LOS EJECUTIVOS ESTATALES, DEL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LAS PRESIDENCIAS MUNICIPALES, ESTOS PODRÁN SER SUPLIDOS POR LOS FUNCIONARIOS A QUIENES LOS REGLAMENTOS INTERIORES RESPECTIVOS EXPEDIDOS CONFORMA A LA NORMATIVIDAD EXPRESADA EN EL PÁRRAFO ANTERIOR Y QUE TENGAN OTORGADA DICHA ATRIBUCIÓN.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, LOS PROCURADORES GENERALES DE LOS ESTADOS, EL PROCURADOR GENERAL DEL DISTRITO FEDERAL Y LOS SÍNDICOS GENERALES RESPECTIVAMENTE, O LOS AGENTES DE LOS MINISTERIOS PÚBLICOS, FEDERAL, ESTATALES, DEL DISTRITO FEDERAL Y APODERADOS ESPECIALES CONSTITUIDOS AL EFECTO QUE PARA TAL FIN DESIGNAREN, PODRÁN REPRESENTAR AL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A LOS GOBERNADORES DE LOS ESTADOS LIBRES Y SOBERANOS, AL JEFE DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, Y A LOS PRESIDENTES DE LOS MUNICIPIOS LIBRES Y SOBERANOS Y SERÁN PARTE EN TODOS LOS JUICIOS DE AMPARO, SER SUPLIDOS POR LOS FUNCIONARIOS A QUIENES OTORGUEN ESTA ATRIBUCIÓN LOS REGLAMENTOS DE LAS LEYES ORGÁNICAS DE LAS PROCURADURÍAS, GENERAL DE LA REPÚBLICA, GENERAL DE LOS ESTADOS, DEL ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS MUNICIPIOS PERO PODRÁN ABSTENERSE DE INTERVENIR EN DICHOS JUICIOS, CUANDO LOS CASOS DE QUE SE TRATE CAREZCAN A SU JUICIO, DE INTERÉS PÚBLICO.

Motiva esta propuesta similares argumentos esgrimidos en las propuestas anteriores, son cabe duda de que en este artículo, su redacción únicamente considera la figura del Ejecutivo Federal y su Procuraduría y obviamente a la norma que rige a esta dependencia de la Presidencia de la República olvidándose de los Estados del Distrito Federal y de la base de la división territorial de los Estados, como son los municipios libares, que hoy más que nunca constituyen realmente la célula básica de la organización política y administrativa de México, no podemos omitir comentar que el precepto que se propone reformar de la legislación de amparo es el nítido reflejo de la avasalladora institución presidencial del país, más aún la época en que se legislan gobernaban a la república mayoritariamente militares ( Decreto –30-12-1935 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 10 de enero de 1936), situación que se comprende por los efectos de la beligerancia del país derivada de la revolución de 1910, y no podían escapar nada a este sello autoritario de la milicia, pero por cuestiones que todos conocemos y más que conocer sufrimos, hasta nuestros días persisten los aspectos autoritarios en México y tampoco podemos negar el cambio constante, para mejorar y hacer realidad la vida republicana, federalista, y democrática de México, que se puede acreditar con la autonomía amplia de que actualmente goza el Poder Judicial de la Federación.  Y no dejemos que pase por alto la apertura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación hacia la sociedad mexicana, lo que no podía ser de otra manera si apreciamos con que belleza político jurídica nuestro ordenamiento supremo expresa a que:  “Todo Poder Público dimana del Pueblo y se instituye para el beneficio de éste”. (Julián Andrade Requena, Tomo II, páginas 1260 a 1264)

Artículo 19.  Consideramos que se debería otorgar facultades a los delegados de las autoridades al igual que no tienen los autorizados de la quejosa en el artículo 27 de la Ley de Amparo y suprimir que las autoridades no puedan ser representadas, dándoles facultades para la representación de las mismas.  Se estima que si los quejosos queden estar representados, también lo debería estar la autoridad. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1792)

Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero podrá acreditar delegados para que rindan pruebas, aleguen y formulen promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los titulares del ejecutivo federal,  local y del Distrito Federal, podrán ser representadas en los términos previstos por sus leyes de la administración pública, dependiendo el ramo de donde derive el asunto.

En los casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los reglamentos interiores .

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, Procuradurías de Justicia de los Estados y del Distrito Federal, sus titulares podrán también representar al Presidente, Gobernador o Jefe de Gobierno, y ser suplidos por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución sus Reglamentos. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1906 y 1907)

TEXTO ACTUAL ARTICULO 19.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones (...)

JUSTIFICACIÓN. Consideramos que los delegados deberían tener las mismas facultades que a los autorizados en términos del artículo 27 de la Ley de Amparo, ya que no existe justificación para el actual distingo. Además es un hecho que los departamentos jurídicos de las autoridades son los que dan seguimiento al juicio de garantías. Ha sido experiencia de los suscritos que escritos tales como la exhibición de documentos han sido desestimados por haber sido presentados por un delegado.

TEXTO PROPUESTO. ARTICULO 19.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados para oír notificaciones en su nombre, quienes quedarán facultados para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos de la autoridad responsable, pero el delegado no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. Los delegados deberán acreditar encontrarse legalmente autorizados para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero la autoridad podrá designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2074 y 2075)

En el artículo 19 se señala que las autoridades responsables podrán acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas se rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

Es de explorado derecho que el contenido de dicho precepto es limitativo, lo que nos parece injusto ya que el artículo 27 de la Ley en comento establece que el agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, etc.

Por lo que al fin de hacer congruentes ambos dispositivos se propone que se reforme el artículo 19 ya referido dándole las mismas facultades a los delegados a que se refiere el artículo 27, pues en el fondo ambos preceptos lo que buscan es representar a las partes que concurren en el juicio de garantías. (Ignacio Quesada Castillo, Tomo III, página 2116)

ARTÍCULO 19. Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el Asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los reglamentos interiores que se expidan conforme la citada ley orgánica.

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, su titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución el reglamento de la ley orgánica de dicha procuraduría. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2151)

Por lo que se refiere a la delegación de facultades prevista en el Artículo 19, tercer párrafo, de la Ley de Amparo, se considera limitativa, toda vez que sólo se refiere a los Titulares de Dependencias del Ejecutivo de la Unión, omitiéndose a los Titulares de las Entidades de la Administración Pública Federal que también forman parte del propio Ejecutivo de la Unión. 

“Art. 19.-...

... En estos casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias y entidades del Ejecutivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos...” (Eduardo Veraza Martínez-Cairo, Tomo IV, página 2360).

Se pretende equilibrar la actuación de los autorizados por el quejoso y terceros perjudicados con la de los delegados de las autoridades; facilitando así la participación de éstas en el juicio de amparo.

TEXTO PROPUESTO

Art. 19 Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo.  Sin embargo podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados, quienes quedarán facultados para imponerse de los autos, interponer recursos, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos de la autoridad que los haya designado.

Asimismo podrán las autoridades responsables designar personas solamente para oír notificaciones e imponerse de los autos, quienes no gozarán de las demás facultades a que se refiere el párrafo anterior. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2739 y 2740).

ARTÍCULO 19.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias par el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la República, podrán ser representados en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las dependencias del Ejecutivo de la Unión, el jefe  del Gobierno del Distrito Federal, los gobernadores de los Estados de la República, los titulares de los organismos públicos paraestatales  descentralizados, así como los presidentes municipales, podrán  ser representados   por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los reglamentos interiores que se expidan conforme a su respectiva ley orgánica.

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, su titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución el Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuraduría. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, páginas 19 y 20)

proyecto de reforma
ARTICULO 21.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Consejero Jurídico de Gobierno,  Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado, Jefe del Distrito Federal y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el Asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los Reglamentos interiores que se expidan conforme la citada Ley Orgánica.

Las suplencias de los funcionarios estatales o municipales se regirán por los ordenamientos respectivos.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 19.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el Asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

En estos casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo de la Unión, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los Reglamentos interiores que se expidan conforme la citada Ley Orgánica.

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, su titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución el Reglamento de la Ley Orgánica de dicha Procuraduría.

COMENTARIO.- La única modificación que propone el proyecto de reforma en cuanto al anterior dispositivo legal, estriba en participar la representación del Presidente de la República al Consejero Jurídico del Gobierno, e incluir al Jefe del Distrito Federal; ambas situaciones se consideran adecuadas, en razón de que ello es acorde con la reforma del artículo 102 Constitucional, y a que el Distrito Federal ya no es considerado como departamento administrativo. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 103 a 105)

Para precisar y ampliar mejor la actuación de los delegados, en defensa de los intereses de las autoridades señaladas como responsables. 

Tiene por objeto adecuar el texto del presente artículo, a las   disposiciones   legales vigentes, expresando que se trata del Jefe de Gobierno del Distrito  Federal,  quien  en asuntos  de  carácter  local podría darse el supuesto de que representara al Presidente de   la   República,   de conformidad     con     las atribuciones establecidas en el Estatuto  de  Gobierno  del Distrito Federal, ya que de acuerdo a lo dispuesto por el apartado B del artículo 122 Constitucional, en especial la fracción IV, corresponde a éste proveer   en   la   esfera administrativa  a  la  exacta observancia de las leyes que expida el Congreso de la Unión respecto del Distrito Federal, de lo que se colige que en juicio de garantías que en contra actos expedidos en el ejercicio  de  dicha  facultad reglamentaria se promovieran, podría otorgársele al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, la representación.

Se propone en razón a que la suplencia de los gobernadores de los Estados y el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, no se encuentra actualmente regulada en la Ley de Amparo. 

texto que se propone:

Artículo 19.- Las autoridades responsables no     pueden     ser    representadas en el juicio   de amparo, pero sí podrán por medio  de simple  oficio,  acreditar delegados que concurran a las audiencias, rindan pruebas,  formulen alegatos,  interpongan los recursos que se establecen en esta ley  de  manera general efectúen las promociones que resulten
necesarias para el trámite de los juicios.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente    de   la República  podrá  ser representado en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador General de la República, por los Secretarios de Estado y el Jefe de Gobierno del  Distrito Federal a quienes en cada caso corresponda el asunto,    según    la distribución
de competencias establecidas
en la
Ley Orgánica
de
la Administración   Pública Federal y el Estatuto de Gobierno  del  Distrito Federal. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, páginas 167 y 168)
Artículo 20. Cuando en un juicio de amparo la demanda se interponga por dos o más personas, deberán designar un representante común que elegirán de entre ellas mismas.

Si no hacen la designación, el juez mandará prevenirlas desde el primer auto para que designen tal representante dentro del término de tres días; y si no lo hicieren, designará con tal carácter a cualquiera de los interesados.

PROPUESTAS

Art. 20.- Mismo texto con la adición que adelante se menciona.
Enmienda.

El representante común está facultado para promover todo lo que favorezca a los intereses de sus representados, asistir a las audiencias, ofrecer pruebas, objetar e impugnar las que ofrezcan las demás partes, formular recusaciones, interponer recursos, sin que pueda desistirse de los mismos ni del juicio de amparo.

Motivos.

La omisión sobre el alcance de estas facultades crea confusión e inseguridad. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, página 1137)

II.- EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.-  En la siguiente proposición que se formula, considero como fundamental la igualdad de las partes en el litigio, y no por que un litigante sea incapaz en forma legal, discapacitado física o mentalmente, o sea analfabeta o desconozca completamente el idioma español, sus derechos no vayan a ser representados con toda oportunidad en el proceso de garantías, y que el representante común por cualquier circunstancia accidental o inducida deje de tomar en consideración los intereses particulares de estas personas.

ARTICULO 20.-

PROYECTO.-  (segundo párrafo)  Si entre los demandantes existiera cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta ley, el juez verificará que el representante común de los quejosos proporcione el mismo interés, responsabilidad y diligencia por dicha persona, para que se encuentre en las mismas condiciones de igualdad jurídica; no obstante podrá designar un defensor de oficio que lo represente en el juicio, notificando de esta situación particular del quejoso de que se trate al Ministerio Público Federal. (Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, páginas  1374 a 1376)

Cuando en un juicio de amparo la demanda se interponga por dos o más personas, deberán designar representante común.  Si no hacen la designación, se les prevendrá para que en tres días lo hagan ; y sino lo hicieren, el Juez designará a cualquiera de los promovientes. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1907)

proyecto de reforma.-

ARTICULO 22.- Cuando en un juicio de amparo la demanda se interponga por dos o más quejosos, deberán designar un representante común que elegirán de entre ellos mismos. Si no lo hicieren, el juez o tribunal designará con tal carácter a cualquiera de ellos.

COMENTARIO.- En el policitado proyecto se sugiere coagular ambos párrafos del artículo anterior suprimiendo lo relativo a la prevención de los quejosos para que designen al representante común, y que sea la autoridad de amparo quien ejecute su facultad al respecto. Sin embargo, salvo mejor opinión, se considera que es mas completo lo preceptuado en la ley vigente, en virtud de que resulta de mejor viabilidad procesal, que sean los propios agraviados quienes realicen la encomienda de su representación conjunta en alguno de ellos, pues son precisamente tales accionantes de garantías quienes conocen de manera mas certera sus necesidades particulares y jurídicas, luego, si la falta de designación obedece a un simple olvido, no está por demás que se les requiera en ese sentido, con mayor razón si ello se puede realizar en el propio auto en que la demanda sea admitida, y dejar que sea el juzgador de amparo quien decida tal designación, sólo en el caso en que los agraviados patenticen con su actitud pasiva la falta de interés o indiferencia al respecto. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 105 y 106)
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